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El arcoíris del “Rechazo" 


Patricio Navia 


Cientista político, sociólogo. Académico de la Universidad Diego Portales 


y de la Universidad de Nueva York. Columnista de El Líbero. 


Cuando los chilenos vayan a las urnas el 26 de abril para votar a favor o en 
contra de iniciar un proceso constituyente, las razones que llevarán a emitir 
votos a favor del “Apruebo” y del “Rechazo” serán tan variadas como las 
interpretaciones de las razones que nos llevaron a la realización de este 
plebiscito. Una de las características que mejor definen a las democracias es la 
diversidad de opiniones y puntos de vista sobre los temas que más preocupan a 
la sociedad. Precisamente porque las democracias privilegian el respeto a las 
diferencias, las razones que llevan a la gente a tomar posiciones y defender 


posturas son variadas y diversas. Eso hace que, comúnmente, los debates en 


democracia parezcan más caleidoscopios con multiplicidad de visiones y 
posturas que oleos de uno o dos colores, como los que pintaban Mark Rothko o 
Barnett Newman. 

Este volumen editado reúne visiones y posturas diferentes que han llevado a sus 
autores a optar por el “Rechazo” en el plebiscito de abril. Ellos, tal como 
aquellos chilenos que optarán por la opción “Apruebo”, vienen de posiciones y 
posturas diversas —e incluso opuestas— en forma y fondo. Las razones que 
llevan a las autoras y autores de los textos de este libro a rechazar la propuesta 
de iniciar un proceso constituyente destacan por la heterogeneidad de 
pensamientos y posturas. 

El mensaje de este libro es, precisamente, que la opción que representa el 
“Rechazo” recoge y celebra esa diversidad de visiones y posturas. 

Los motivos que llevarán a muchos chilenos a marcar “Rechazo” ante la 
pregunta “¿Quiere usted una nueva Constitución?” se explican por experiencias 
personales, por cuestiones ideológicas, por temores, sueños e incluso por 
corazonadas. Cuando se enfrenten al voto en la soledad de las urnas (suponiendo 
que la violencia no logra perturbar también la jornada electoral del 26 de abril), 
muchas personas votarán en conciencia contra la idea de iniciar un proceso 
constituyente. Algunos de ellos votarán a favor de mantener la constitución tal y 
como está. Otros votarán “Rechazo” porque creen que hay mejores formas de 
continuar reformando gradual y pragmáticamente la constitución. No pocos 
optaremos por votar “Rechazo” pese a que, estando a favor de que Chile debiera 
tener una nueva constitución, creemos que este no es ni el momento ni la forma 
para avanzar en ese proceso. 

De hecho, precisamente porque hay diversidad de argumentos y razones para 
votar “Rechazo”, resulta útil ordenar y clasificar las distintas posturas que se 
agrupan en el “No” al proceso constituyente. 

Una forma de clasificarlas es respecto a si el rechazo se da por la forma en que 
llegamos al proceso constituyente (un juicio retrospectivo); por lo que se viene 


para Chile en caso de que gane la opción “Apruebo” (un juicio prospectivo); por 


una evaluación negativa de la situación en la que se encuentra Chile desde que se 
inició el estallido social; o por discrepancias con las reglas que regirán el 
proceso constituyente desde que este se inicie, en caso de que gane la opción 
“Apruebo”, hasta el día que los chilenos voten en el plebiscito de salida si 
aceptan la propuesta de nueva constitución presentada por la Convención 
Constituyente —algo que debería ocurrir a comienzos de 2022. 

Para los que basan sus razones en juicios retrospectivos, los diagnósticos sobre 
las causas del estallido social y sobre los supuestos problemas que 

conlleva tener una constitución nacida en dictadura no son causa suficiente para 
justificar el inicio de un proceso constituyente. Para otros, que tienen una visión 
más prospectiva, su objeción al proceso constituyente se explica a partir ya sea 
del impacto que tendrá someter al país a dos años de incertidumbre 
constitucional, o de su rechazo a las reglas que regirán el proceso. Están también 
los que objetan el proceso constituyente por la violencia de las manifestaciones 
que forzaron al gobierno y a la clase política a forjar ese apresurado Acuerdo 
para la Paz y la Nueva Constitución del 15 de noviembre. Para este último 
grupo, votar “Rechazo” es expresar su desacuerdo con las formas violentas a las 
que está asociado el nacimiento de este proceso constituyente. Finalmente, están 
los que, independientemente de sus juicios sobre por qué se produjo el estallido 
social o por qué la respuesta de la clase política fue un acuerdo para iniciar un 
proceso constituyente, su oposición en abril se basará en objeciones concretas a 
las reglas que regirán el proceso y al calendario que nos llevará a pasar dos años 
en él. 

Naturalmente, estas cuatro explicaciones basadas en la temporalidad de la 
evaluación —retrospectiva, prospectiva o actual — y en los detalles de la hoja de 
ruta diseñada no son necesariamente excluyentes. Es más, para algunos, son 
posiciones complementarias. Si la visión retrospectiva se explica a partir de 
diferencias con el diagnóstico generalizado que se ha hecho del estallido social 
iniciado en octubre de 2019, la visión prospectiva se basa en estar en desacuerdo 


con la solución que se ha impuesto como respuesta a ese estallido social. 


Aquellos que discrepan, por ejemplo, de esa lectura de que el país 
presumiblemente habría despertado después de 30 años —o 500 años— de 
abuso y exclusión, también pueden compartir su rechazo al tratamiento 
propuesto por la clase política para responder ante el estallido social. Otros, 
pudiendo concordar con la lectura de que el país necesita un nuevo contrato 
social sin el lastre de la Constitución de 1980 y que refleje las prioridades y 
preferencias de la sociedad actual, pudieran oponerse precisamente porque creen 
que la forma en que está diseñado el proceso no permitirá que se genere dicho 
contrato o que dicho contrato recoja la diversidad de opiniones y visiones que 
existen en el país sobre la dirección en la que debiera avanzar Chile en las 
próximas décadas. 

Los énfasis de estas cuatro evaluaciones son distintos y, al presentarlos de forma 
separada podemos facilitar y ordenar la articulación de razones diferentes para 
justificar y explicar la decisión de oponerse a iniciar un proceso constituyente 


bajo estas condiciones y en este momento. 
Las objeciones retrospectivas: el modelo económico 


Para los que deciden su voto a partir de evaluaciones retrospectivas, el 
diagnóstico sobre lo que gatilló el estallido social no justifica la refundación 
institucional que supone un proceso constituyente. De hecho, la objeción 
retrospectiva al proceso constituyente discrepa en el diagnóstico que se hace 
sobre lo que ha ocurrido en Chile en estos 30 años desde el retorno de la 
democracia. 

Los datos están a la vista y es innegable que el país se ha desarrollado 
enormemente. Si en 1990 Chile estaba cerca del promedio de América Latina en 
producto interno bruto per cápita, en 2020 es líder en la región en el mismo 
indicador. Es más, la evidencia de que Chile se ha desarrollado de forma robusta 
y sostenida en estos treinta años —con la consecuente reducción de la pobreza y 


la exclusión social— está en el hecho de que incluso la forma en que medimos la 


pobreza ha evolucionado para incorporar estándares más exigentes y amplios 
sobre la pobreza y exclusión. 

Por eso, la conocida cifra de 38,6% de pobreza que existía en Chile en 1990, 
cuando retornó la democracia, no es comparable con el 8,6% de pobres que se 
reportó en la más reciente Encuesta de Caracterización 

Socioeconómica Nacional (CASEN) en 2017. Usando el mismo criterio de 
medición de pobreza antiguo, la pobreza de hoy en Chile sería casi inexistente. 
A su vez, si aplicáramos el criterio utilizado hoy para medir la pobreza en 1990, 
los datos mostrarían a un país donde más de dos tercios de la población vivía en 
pobreza. 

De hecho, incluso aquellos que son más críticos respecto de los avances que ha 
logrado el país en reducción de la pobreza apuntan sus críticas a que, dado 
nuestro nivel de desarrollo, ya no podemos compararnos con el Chile de antes o 
incluso con el resto de América Latina, sino que debemos hacerlo con los otros 
países miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE), club de países desarrollados del que somos miembro desde 
comienzos de 2010. 

De ahí que, aunque los datos no mienten, el lugar desde donde miramos esos 
datos y las expectativas que tenemos sobre ellos sí varían. Nadie puede negar 
que el país ha logrado avances notables en reducción de pobreza. Pero esos 
mismos avances han llevado a que las expectativas sobre el lugar donde debiera 
estar Chile en el combate contra la pobreza sean también más exigentes. Los 
chilenos sabemos que la pobreza ha disminuido. Pero eso mismo hace esperar 
que la calidad de vida de la gente siga mejorando sustancialmente y que los 
estándares que tenemos para medir pobreza vayan también haciéndose más 
exigentes. 

Con todo, incluso aquellos que quieren comparar a Chile hoy con los países más 
desarrollados del mundo, y que piden que nuestros estándares de pobreza sean 
cada vez más exigentes, no pueden negar que el país ha hecho avances notables 


en reducción de la pobreza. Los que optan por votar “Rechazo” en el plebiscito 


como una forma de responder a los que dicen que la gente ya no puede seguir 
esperando después de 30 años tienen un punto. Es difícil imaginar que haya un 
número sustantivo de chilenos que esté hoy peor que hace 30 años. 

Pero no es difícil imaginar que, precisamente porque la gran mayoría de los 
chilenos está hoy mejor que hace treinta años, hay un número no menor de 
personas que tienen expectativas y demandas mucho mayores a las que tenían 
hace 5 o 10 años. Cuando el país es más rico y desarrollado, la gente espera 
también ser partícipe de esos frutos del desarrollo. 

Por eso, aunque la gente siga hablando de pobreza, en realidad el principal 
desafío social que enfrenta el país es la desigualdad —o, para ponerlo en 
positivo, en la forma en que se distribuye el ingreso, la riqueza y las 
oportunidades en el país. En esa dimensión, Chile ha tenido avances menos 
impresionantes. Es verdad que los que dicen que Chile es el país más desigual 
del mundo o de América Latina están equivocados. Los niveles de desigualdad 
en Chile —usando el coeficiente de Gini, que estima la desigualdad de ingresos 
entre los valores de 0 (cuando hay igualdad perfecta) y 1 (absoluta desigualdad) 
— son mejores que los que presentan países como Brasil, México, Colombia o 
las naciones de América Central. Además, si bien la desigualdad de ingresos en 
Chile es inferior que la que tienen, por ejemplo, Argentina o Venezuela, no 
parece razonable evaluar la desigualdad en aislamiento de otras variables, como 
el desarrollo económico. Después de todo, nadie quiere un país en que todos 
sean igualmente pobres. 

Es cierto que hay otros indicadores de desigualdad, que entregan información 
adicional y complementaria al Gini, que muestran que Chile tiene un largo 
camino que recorrer para reducir la exclusión. Cuando se mide el ingreso del 1% 
que más recibe y se compara con los ingresos del 20% que menos recibe, las 
diferencias en Chile son abismales. Pero como ese indicador ignora la situación 
del otro 79% del país, tampoco parece razonable mirar solo ese indicador en 
aislamiento de otros indicadores de desigualdad. Además, como los datos sobre 


los ingresos de los que más tienen no están fácilmente disponibles para todos los 


países —o, cuando 

lo están, no son lo suficientemente confiables—, tampoco se pueden hacer 
comparaciones valiosas que permitan evaluar qué tan bien lo ha hecho Chile 
respecto de sus pares. Lo mismo ocurre con los indicadores de desigualdad de 
riqueza. Si ya resulta difícil evaluar la desigualdad de ingresos, por lo difícil que 
es acceder a datos confiables, medir la desigualdad de riqueza y compararla con 
la de otros países es un esfuerzo que a menudo resulta inútil o peligrosamente 
incompleto e impreciso. 

Pero es innegable que, entre el grupo de países que tiene un nivel de ingreso 
similar, Chile tiene los niveles de desigualdad de ingresos más altos. Esto es 
igual que una familia que tiene niveles de ingreso de clase media, vive en una 
casa propia en un barrio de clase media y tiene dos autos estacionados en el 
garaje techado en un barrio donde todos viven en peores condiciones. Parecería 
razonable compararse no solo con los vecinos, sino también con familias, en 
otros sectores de la ciudad, que viven en condiciones similares. Esto permitiría 
una mejor evaluación de, por ejemplo, qué niveles de nutrición tienen los hijos. 
Si los niveles de nutrición que tienen hijos de la familia rica de un barrio pobre 
son comparables a los de las familias de menos ingresos del mismo barrio, 
entonces esa familia probablemente tiene un desempeño inaceptable en la 
distribución de los ingresos familiares, en tanto hay dinero para tener dos autos, 
pero no para darle una mejor alimentación a los hijos. Se esperaría que, dado el 
nivel de ingresos, esa familia tenga dos autos, pero también que sus hijos estén 
bien alimentados. 

Por eso, así como no tiene sentido comparar el nivel de desigualdad de ingresos 
en aislamiento de otros indicadores de desarrollo (no tiene sentido decir que, 
porque tiene un Gini más bajo, Venezuela tiene también un mejor modelo de 
desarrollo que Chile), tampoco tiene sentido mirar solo el nivel de desarrollo 
económico en aislamiento de cómo se distribuye ese desarrollo en los ingresos 
de la población nacional. 


De ahí que, incluso aquellos que están por el “Rechazo” en el plebiscito de abril, 


reconocen —en su gran mayoría— que el país debe realizar avances sustantivos 
en mejorar la distribución de los ingresos y de las oportunidades. Los avances 
que ha experimentado Chile en materia de reducción de la desigualdad de 
ingresos y en ampliar la igualdad de oportunidades han sido insuficientes. Nadie 
negaría eso. Pero los que, desde una perspectiva retrospectiva, optan por la 
opción “Rechazo”, están más bien diciendo que el hecho que haya habido 
avances insuficientes en la reducción de la pobreza justifica la necesidad de 
mejorar el modelo, no de cambiarlo o, como se ha dicho, botar el modelo para 
comenzar a construir uno nuevo desde una hoja en blanco. 

De ahí que las objeciones retrospectivas cuestionan con fuerza el argumento de 
que Chile lo ha hecho todo mal o que los chilenos han debido esperar 30 años y 
que ahora el país despertó y demanda soluciones inmediatas. Los que rechazan 
la idea de partir desde una hoja en blanco correctamente apuntan a que una 
evaluación objetiva de lo que ha pasado en Chile desde el retorno de la 
democracia inevitablemente lleva a reconocer que el país ha logrado avances 
notables y que hay también falencias. Pero los que votan “Rechazo” argumentan 
que las falencias se pueden corregir sin necesidad de cambiar desde las raíces el 
modelo que ha permitido a Chile pasar de ser una nación promedio en materia de 
desarrollo económico y bastante deficiente en materia de reducción de pobreza 
en la segunda mitad del siglo XX, a ser el país más desarrollado de América 
Latina en lo que va de este siglo. 

Aquellos que, desde una perspectiva retrospectiva, rechazan el llamado a 
refundar el país tienen argumentos sólidos y razonables para defender la tesis de 
que el modelo económico en vigencia en Chile necesita mejoras, no 


refundación. 
Las objeciones retrospectivas: la legitimidad de la Constitución de 1980 


Los que deciden su voto a partir de evaluaciones retrospectivas también centran 


sus argumentos en torno a la legitimidad de la Constitución de 1980 y a la forma 


en la que esa falta de legitimidad de origen impacta en el funcionamiento actual 
de la democracia. 

Es incuestionable que la Constitución de 1980 tiene un origen ilegítimo. Fue 
impuesta en dictadura. Pero sus defensores argumentan, con buenas razones, que 
la ilegitimidad de origen no significa que la Constitución no se haya legitimado 
en su ejercicio o que deba ser modificada únicamente porque eso. 

Hay una metáfora dura, pero apropiada, para entender el efecto de la ilegitimidad 
de origen y sus consecuencias. Un hijo nacido de una violación también tiene un 
origen ilegítimo. Pero eso no significa que el niño tenga una existencia ilegítima. 
El violento origen de la Constitución es innegable y constituye una marca 
indeleble en su historia. Pero eso no significa que esté imposibilitada de 
legitimarse en democracia. De hecho, uno puede dar vuelta el argumento de la 
ilegitimidad de origen de forma simple y poderosa. Pese a que la Constitución de 
1980 fue diseñada para evitar que Chile pudiera tener una democracia plena, el 
país logró construir una democracia pese a que ésta originalmente constituía una 
camisa de fuerza que evitaba el desarrollo de la democracia. 

La existencia de enclaves autoritarios en la Constitución de 1980 dificultó la 
transición a la democracia. Las reformas constitucionales de 1989 —que fueron 
ratificadas en un plebiscito a mediados de ese año— permitieron eliminar una 
serie de enclaves autoritarios y elementos que daban a las fuerzas armadas un rol 
tutelar sobre la institucionalidad democrática que habría de comenzar a regir en 
el país a partir de la toma de poder del primer gobierno democráticamente electo 
en marzo de 1990. Una serie de reformas constitucionales que se produjeron 
después de 1990 —incluido el paquete de reformas de 2005— han eliminado 
gran parte (sino todos) los enclaves autoritarios del texto constitucional. De 
hecho, las objeciones que persisten a la Constitución de 1980 tienen más que ver 
con cuestiones de funcionamiento de las instituciones democráticas y con temas 
de inclusión y derechos sociales, no con legados autoritarios. Es más, el propio 
Presidente Ricardo Lagos, al promulgar las reformas a la constitución en 


septiembre de 2005, explícitamente declaró que “tenemos hoy por fin una 


Constitución democrática, acorde con el espíritu de Chile, del alma permanente 
de Chile, es nuestro mejor homenaje a la independencia, a las glorias patrias, a la 
gloria y a la fuerza de nuestro entendimiento nacional”. Lagos remató sus 
declaraciones concluyendo que “hoy despunta la primavera”. 

Es verdad que el origen de la Constitución sigue siendo el de la dictadura de 
1980. La Constitución es de 1980, no de 2005. Luego, el problema de 
ilegitimidad de origen es innegable. Pero la falacia del argumento de los que 
justifican un proceso constituyente a partir de la ilegitimidad del origen de la 
constitución actual está en que la legitimidad de origen nunca ha sido un 
requisito necesario o suficiente para que la constitución sea considerada legítima 
en su ejercicio. Abundan las constituciones en el mundo que no tienen 
legitimidad en su origen. Para no entrar en detalles, basta con referirnos a la 
propia constitución chilena de 1925. Esa constitución también carecía de 
legitimidad de origen. 

Lo importante de las constituciones no es que tengan legitimidad de origen, sino 
que sean legítimas en su funcionamiento. La Constitución de 1980 ha ganado 
legitimidad tanto porque ha sido reformada en múltiples ocasiones como porque 
ha permitido —no sin dificultades, especialmente en los primeros años— que la 
democracia se haya consolidado 

y fortalecido. Chile tiene una democracia plena y de alta calidad pese a que su 
constitución tiene ilegitimidad de origen. Comparada con otras democracias en 
el mundo, la democracia chilena es vigorosa, saludable y sólida. Luego, no se 
puede argumentar que el origen ilegítimo de la Constitución es incompatible con 
la legitimidad que ha ganado en su ejercicio. 

Los que objetan el llamado a refundar la institucionalidad de Chile a partir de un 
proceso constituyente correctamente apuntan a que no hay argumentos 
poderosos que justifiquen esa refundación. La Constitución de 1980 puede ser 
sujeta a reformas, pero el argumento de que se necesita una refundación no se 
justifica a partir de las objeciones que tiene la gente respecto a cómo funciona 


actualmente. 


Una revisión somera de los argumentos a favor de una nueva constitución hace 
ver la lista de supermercado de reformas que se han planteado como algo 
perfectamente realizable en el contexto de la constitución actual. Por ejemplo, el 
llamado al reconocimiento a los pueblos originarios en la constitución no precisa 
de un nuevo texto. Basta con una reforma al texto actual. De hecho, al menos 
desde mi perspectiva, esa reforma parece razonable y responde a la lógica de 
mejoras y reformas que se han venido haciendo al texto constitucional desde el 
retorno de la democracia en 1990. 

Otros temas, como los poderes y atribuciones del Tribunal Constitucional, son 
más objetables. Hay buenas razones para argumentar a favor de un Tribunal 
Constitucional poderoso y con atribuciones amplias. También hay razones 
atendibles, por cierto, a favor de restringir esos poderes y atribuciones. Pero 
nadie puede argumentar que la composición actual del Tribunal Constitucional o 
sus poderes y atribuciones —que en general son contramayoritarios— constituye 
una traba insalvable para un apropiado funcionamiento democrático. Ya que hay 
diversos modelos en las democracias del mundo para determinar la 
constitucionalidad de leyes y normas, es deshonesto plantear que un modelo X o 
Y alternativo sea más democrático que la composición y atribuciones actuales 
del Tribunal Constitucional. 

De igual forma, la manera en que se resguardan los derechos de propiedad — 
incluidos los derechos de aguas— pueden parecer más o menos apropiados 
dependiendo de qué tanto valore cada persona el balance entre derechos 
individuales y bienes públicos. Pero resulta deshonesto —y equivocado— 
sugerir que mi visión sobre qué tanto se privilegian los derechos de propiedad 
personales es superior a la visión de alguien que otorga más importancia a los 
bienes públicos. Las preferencias políticas sobre cómo se distribuyen derechos 
individuales y colectivos no constituyen pruebas de fuego sobre qué tan 
democrático es un texto constitucional. 

A su vez, la demanda por expandir derechos sociales y garantizarlos en la 


constitución es también motivo de comprensibles discrepancias. Si bien parece 


razonable estar a favor de expandir los derechos, también es lógico plantearse si 
el Estado —o la sociedad— tienen la capacidad de financiar todos los derechos 
que la gente quisiera tener. Plantear que existirá el derecho a una vivienda digna, 
a una pensión que sea similar al sueldo mínimo o a un sueldo mínimo 
comparable al que existe en países más desarrollados puede ser un objetivo 
loable, pero probablemente es poco factible dada la realidad actual de Chile. 
Algunas personas podrán querer que la constitución sea una declaración de 
principios y objetivos respecto a qué país queremos construir. En esa lógica, 
plantear como meta a alcanzar que todos tengan derechos a pensiones dignas o 
sueldos mínimos superiores puede ser loable. Pero si la constitución es la 
descripción de los derechos que actualmente deben existir y que se deben 
garantizar, entonces será un problema enorme que incluya derechos que la 
sociedad no está en condiciones de garantizar hoy. 

La constitución de México de 1917 explícitamente señala que “toda persona 
tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto se promoverán la 
creación de empleos y la organización social para el trabajo, conforme a la ley”. 
Ahora bien, la experiencia de los 103 años de vigencia de esa constitución deja 
en claro que no basta que algo exista en la constitución para que sea una 
realidad. 

De igual forma, la Constitución de la Ciudad de México de 2018 establece que 
“toda persona tiene derecho a la sexualidad; a decidir sobre la misma y con 
quién compartirla; a ejercerla de forma libre, responsable e informada, sin 
discriminación, con respeto a la preferencia sexual, la orientación sexual, la 
identidad de género, la expresión de género y las características sexuales, sin 
coerción o violencia; así como a la educación en sexualidad y servicios de salud 
integrales, con información completa, científica, no estereotipada, diversa y 
laica”. Pero, en este caso, parece ser que la constitución más bien describe — 
igual que la constitución del país de 1917— el objetivo más que la realidad. 

En países donde los derechos garantizados en la constitución pueden 


judicializarse fácilmente, el solo hecho de incluirlos implica potenciales costos 


fiscales relevantes para el Estado. Luego, si creemos que en Chile los derechos 
garantizados en la constitución llevarán a la judicialización de esos derechos y a 
que personas demanden al Estado cuando perciban que no pueden ejercer esos 
derechos a cabalidad, entonces debiésemos pensarlo dos veces antes de incluir 
nuevos derechos sociales en la constitución. 

Eso hace que, irónicamente, las personas que valoran la constitución porque 
efectivamente creen que lo que dice es lo que debe hacerse van a ser más 
cuidadosos respecto a qué derechos creen que deben estar garantizados en ella. 
Los que, en cambio, piensan que la constitución es más bien una declaración de 
objetivos y metas, serán menos cuidadosos respecto a qué derechos quieren 
incluir. 

Ahora bien, el debate sobre el contenido de la constitución no tiene por qué 
depender del debate sobre su origen. Las constituciones son documentos vivos 
que van evolucionando y cambiando en el tiempo. Es un error concluir que una 
constitución es ilegítima en su ejercicio porque su origen es ilegítimo. Las 
constituciones pueden obtener legitimidad en su ejercicio, aunque su origen siga 
siendo ilegítimo. 

El argumento de que la ilegitimidad de origen de la Constitución de 1980 es 
suficiente para demandar o justificar un proceso constituyente no se basa ni en la 
realidad teórica ni en la evidencia empírica sobre lo que hace legítima a una 
constitución. Hay múltiples casos de constituciones en el mundo que tienen 
origen ilegítimo —o cuyo origen, desde la mirada de lo que hoy es considerado 
legítimo, no logra satisfacer esa condición de legitimidad. Pero muchas de esas 
constituciones son ampliamente aceptadas como legítimas porque se han 
legitimado en su ejercicio. 

Ya que todas las constituciones tienen mecanismos para ser modificadas, 
también es falso argumentar que la constitución chilena no puede ser reformada 
o que los requisitos de mayoría que incluye son demasiado altos. Es verdad que, 
comparadas con algunas otras constituciones en el mundo, la Constitución de 


1980 es difícil de modificar. Pero hay muchas otras en las mismas condiciones. 


La Constitución de Estados Unidos es especialmente difícil de modificar. Para 
aprobar una enmienda se requiere de mayoría de dos tercios en ambas cámaras y 
de la ratificación de al menos 3/5 de las legislaturas de los 50 estados. No por 
nada solo tiene 27 enmiendas modificatorias. La enmienda 26 fue aprobada en 
1971 y garantiza el derecho al voto a los ciudadanos que hayan cumplido 18 
años. La enmienda 27 fue presentada en 1789 y ratificada en 1992 —después de 
203 años. Esa enmienda establece que los aumentos de sueldos votados por los 
legisladores entran en efecto solo después de la siguiente elección legislativa. 
Por cierto, hay argumentos razonables que apuntan a la inconveniencia de tener, 
además de la constitución, una serie de leyes orgánicas constitucionales que 
requieren también de amplias mayorías para ser modificadas. Pero los cambios a 
esas reglas pueden realizarse a través de modificaciones a la constitución actual. 
No es necesario redactar un nuevo texto. Es más, para los que alegan que hay 
una trampa en la constitución actual en tanto la propia modificación de las reglas 
requiere de mayoría de 2/3, la solución no puede ser que prefieran un proceso 
constituyente que también incluye la condición de mayoría de 2/3 para llegar a 
acuerdos. Si no se puede llegar a acuerdos para modificaciones de la 
constitución actual porque no hay mayoría de 2/3, también será difícil llegar a 
acuerdos en el proceso constituyente si se mantiene el requisito de mayoría de 
2/3. 

Los que argumentan a favor de una convención constituyente relativizan el 
requisito de mayoría de 2/3 de ese cuerpo a partir de dos argumentos. El primero 
es que, si la convención constituyente no llega a acuerdo, el tema quedará para 
ser zanjado en el siguiente congreso. Pero siguiendo esa lógica, una minoría de 
1/3 podrá bloquear cualquier acuerdo y la convención constituyente producirá 
una constitución minimalista que no zanjará nada. Tal vez ni siquiera podrá 
zanjar la composición del siguiente congreso, por lo que ni siquiera habrá un 
congreso que pueda sesionar a partir de la adopción de la nueva constitución. El 
segundo es que la propia convención constituyente podrá modificar las reglas de 


su funcionamiento y podrá decidir que, ante la incapacidad de lograr mayorías 


de 2/3, bastará con mayorías absolutas para decidir qué entra y qué queda fuera 
de la constitución. Más abajo vuelvo a los problemas que presenta esta regla de 
mayoría de 2/3 para el funcionamiento de la constituyente. Aquí basta con decir 
que aquellos que critican los altos quórums que tiene la constitución actual y que 
dificultan las reformas no tienen un buen argumento para sostener que el proceso 
constituyente solucionará ese supuesto problema. Porque si el proceso 
constituyente mantiene los altos quórums, la única solución propuesta es que la 
constitución no zanje las diferencias ni logre establecer claramente cuáles serán 
las reglas del juego para la nueva democracia. 

Sea como fuere, los cuestionamientos respecto a la ilegitimidad de la 
Constitución de 1980 no son suficientes para demandar un nuevo proceso 
constituyente. De ahí que muchos de los que optarán por la opción “Rechazo” 
comprensiblemente basan su razonamiento en que los que quieren modificar la 
constitución pueden hacerlo a través de los procesos y mecanismos que 
actualmente existen y que, por cierto, han permitido que el texto original de 
1980 haya sido modificado múltiples veces desde el retorno de la democracia en 
1990. 


Las objeciones prospectivas: la incertidumbre 


Entre los que optarán por el “Rechazo” en el plebiscito de abril, muchas 
personas articulan objeciones que se pueden agrupar como prospectivas al 
proceso constituyente. Estas objeciones tienen que ver con la ecuación de los 
posibles costos y beneficios asociados al mismo. 

Nadie puede honestamente desconocer que hay potenciales costos y beneficios 
asociados al proceso constituyente. Los beneficios son los más fáciles de 
articular. En un mundo ideal, un país que es capaz de redactar un nuevo contrato 
social desde una hoja en blanco —pero a partir de la tradición, valores, 
costumbres y enseñanzas de su propia historia política y social— será capaz de 


demostrar que en él existen grandes acuerdos y amplios consensos sobre los 


valores y principios que guían a esa sociedad. Así, si Chile produce una nueva 
constitución en democracia, el mundo enteró lo admirará por lo que fue capaz de 
hacer y por la forma en que logró construir un contrato social legítimo, 
inclusivo, justo, razonable y ampliamente aceptado. 

Algunos que defienden esta postura —especialmente en la derecha— parecen 
creer que Chile producirá una constitución que sea bastante similar a 

la que actualmente tiene el país. En cierto modo, podemos definir a este grupo 
como aquellos que creen que el proceso constituyente será una especie de Pierre 
Menard, el personaje del cuento de Borges que quería escribir un libro que se 
llamara El Quijote de la Mancha. Como lo narra Borges, Pierre Menard: 

“No quería componer otro Quijote —lo cual es fácil— sino el Quijote. Inútil 
agregar que no encaró nunca una transcripción mecánica del original; no se 
proponía copiarlo. Su admirable ambición era producir unas páginas que 
coincidieran palabra por palabra y línea por línea con las de Miguel de 
Cervantes”. 

En el cuento de Borges, Menard fracasa en su intento. En el caso de Chile, 
parece difícil entender por qué una sociedad querría darse una larga vuelta de 
dos años para llegar al mismo lugar en que estamos hoy. Si lo que la sociedad 
quiere es un nuevo contrato social, pudiera tener más sentido modificar la 
constitución actual para reflejar ese nuevo contrato. La idea de comenzar desde 
una hoja en blanco hace recordar el inútil intento de Pierre Menard. 

Un proceso constituyente es un ejercicio que está inevitablemente asociado a la 
incertidumbre. Uno sabe dónde comienza, pero no se puede anticipar dónde va a 
terminar. En buena medida, el texto que produce una asamblea constituyente 
refleja no tanto las preferencias de la sociedad, sino las de los miembros de esa 
asamblea. Luego, resulta voluntarista suponer que la Convención Constituyente 
producirá un texto que mantiene los grandes acuerdos de la constitución actual e 
introduce elementos adicionales que reflejen ese nuevo contrato social que, a 
partir del estallido social, parece ser la demanda del país. La Convención 


Constituyente pudiera perfectamente producir un texto que no refleja ni la 


voluntad de la sociedad ni las demandas que estuvieron presentes en el estallido 
social. Suponer que algo que es bueno es, por lo tanto, inevitable constituye no 
solo un infantilismo voluntarista, sino que, peor aún, representa un 
desconocimiento evidente de lo que ha sido la historia de procesos 
constitucionales en el mundo y, en particular en América Latina en años 
recientes. Sabemos dónde empiezan, pero no dónde terminan. Luego, los que 
prospectivamente votarán “Rechazo” en el plebiscito de abril están 
respondiendo, en buena medida, al temor que produce la incertidumbre que 
inevitablemente está asociada a cualquier proceso constituyente. 

Hace 32 años, en septiembre de 1988, cuando yo tomé mi primer curso sobre 
política de América Latina en la Universidad de Illinois en Chicago, recuerdo 
que un profesor vasco, anticlerical y marxista, un republicano que se llamaba 
Otto Pikaza, nos enseñó que Venezuela era la democracia más estable de 
América Latina. En ese curso leímos Las venas abiertas de América Latina, un 
libro panfletario escrito en 1971 por Eduardo Galeano (1940-2015), un escritor 
uruguayo. El libro contaba la trágica historia de abusos y opresión de los pueblos 
latinoamericanos. Los malos de la película eran los Estados Unidos y el 
capitalismo internacional. Pero también la clase oligarca latinoamericana, 
abusadora y rentista. Recuerdo bien la lección de ese curso. En esa misma época, 
Chile comenzaba su compleja transición a la democracia. Así, mientras los 
chilenos se preparaban para ir a las urnas a votar en el plebiscito del 5 de 
octubre, yo aprendía de historia de América Latina leyendo a un periodista 
antimperialista en una universidad estadounidense. 

Ya que había logrado evitar caer en la ola de gobiernos autoritarios que se 
propagaron en América Latina desde comienzos de los 60, Venezuela era una de 
las pocas democracias que habían sobrevivido, junto a Costa Rica y Colombia 
——que, por cierto, enfrentaba complejos desafíos de gobernabilidad. Si bien era 
la democracia más sólida en la región, también aprendí que Venezuela tenía tres 
problemas que amenazaban la estabilidad del 


sistema. Primero, el país tenía altos y persistentes niveles de desigualdad. 


Segundo, la economía venezolana dependía demasiado de un solo commodity, el 
petróleo. Tercero, la clase dirigente empresarial y política era crecientemente 
corrupta y excluyente. Aún así, Venezuela era la democracia más estable en la 
región. 

A comienzos de 1989, cuando yo miraba con atención la transición a la 
democracia en Chile desde el frío invierno de Chicago, ocurrió el “Caracazo”, el 
levantamiento popular contra la implementación de un paquete de austeridad 
fiscal impuesto sobre el gobierno del presidente socialdemócrata Carlos Andrés 
Perez, quien recién había asumido el poder por segunda vez (antes había 
gobernado entre 1974 y 1979). El “Caracazo”, que se inició como una serie de 
protestas en la capital y otras ciudades del país contra el aumento en el precio de 
la gasolina y del transporte, tuvo consecuencias negativas de largo plazo para la 
democracia venezolana. La popularidad de Pérez nunca se recuperó y el 
presidente fue removido de su cargo por el congreso nacional producto de una 
acusación por corrupción en mayo de 1993. 

Un año antes, en febrero de 1992, el entonces coronel Hugo Chávez lideró un 
intento de golpe de estado contra el gobierno de Pérez. El movimiento fracasó y 
Chávez fue capturado y sentenciado por sedición. Pero, después de la caída de 
Pérez, el nuevo presidente, Rafael Caldera, lo liberó a poco de asumir el poder 
en 1994. Ahí, Chávez consolidó su ascendente carrera política y eventualmente 
llegó democráticamente al poder ganando las elecciones de fines de 1998. El 
legado de Chávez y de su sucesor Nicolás Maduro es polémico y controversial. 
La experiencia bolivariana tiene detractores y defensores —aunque son muchos 
más los detractores. Pero nadie podría decir hoy que Venezuela es la democracia 
más estable y consolidada de América Latina. 

A 32 años de haber tomado mi primer curso sobre política de América Latina, 
enseño un curso similar en la Universidad Nueva York. No someto a los 
alumnos a la tortura de leer a Eduardo Galeano. Pero sí enseño —o al menos eso 
enseñé en septiembre de 2019— que Chile es la democracia más estable y 


desarrollada de América Latina. Pero les advierto a los alumnos que Chile tiene 


tres problemas: altos niveles de desigualdad; su economía depende mucho de un 
solo commodity, el cobre; y la clase dirigente empresarial y política sufre de 
niveles crecientes de corrupción. 

Es verdad que la situación en Chile hoy no es igual a la de Venezuela en 1989. A 
diferencia de Venezuela, Chile no atraviesa por una crisis económica ni está 
implementando un paquete de austeridad fiscal impuesto por el Fondo Monetario 
Internacional. Los niveles de desigualdad —y especialmente de pobreza— que 
tenía Venezuela a fines de los 80 eran sustancialmente superiores a los que tiene 
Chile hoy. Si en Chile la pobreza y la desigualdad han venido en descenso, en la 
Venezuela de los 80 iban en aumento. Chile no depende hoy del cobre de la 
misma forma que Venezuela dependía del petróleo en los 80. Los niveles de 
corrupción y exclusión en la elite empresarial y política chilena son 
sustancialmente menores a los que tenía Venezuela en los 80. 

Pero no se puede negar la existencia de algunos patrones. Los países 
exportadores, como Chile hoy y Venezuela entonces, sufren los efectos del ciclo 
económico mundial. Cuando los precios de nuestras exportaciones estaban por el 
cielo, había dinero para muchas cosas. Afortunadamente, los gobiernos fueron 
responsables y ahorraron para los años de las vacas flacas. Las políticas de 
responsabilidad fiscal en el gobierno del Presidente Ricardo Lagos (2000-2006) 
y especialmente en el primer gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet (2006- 
2010) —cuando el país creó sus fondos soberanos, bajo el liderazgo del entonces 
ministro de Hacienda Andrés Velasco— permiten que Chile tenga una posición 
fiscal sustancialmente mejor a la que tenía Venezuela cuando comenzó la crisis. 
Tanto por los 

fondos soberanos como por los saludables niveles de endeudamiento fiscal que 
tiene el país, Chile tiene mucho mejor margen para enfrentar la crisis actual de 
demandas por más gasto público. Aunque Chile tomó medidas para evitar sus 
efectos adversos, el problema del ciclo económico internacional no es trivial. 
Dado que el futuro del país sigue dependiendo de los precios internacionales del 


cobre, si la velocidad de aumento del gasto público sigue superando la velocidad 


con la que crece la economía nacional, eventualmente la posición fiscal del país 
se deteriorará y aquello que ahorramos en los años de las vacas gordas no 
alcanzará para cubrir las necesidades que se están produciendo en los años de las 
vacas flacas. 

Es más, precisamente porque hay muchos chilenos que, producto de la 
desigualdad, sienten que ellos nunca vivieron en años de vacas gordas, sino que 
siempre han vivido en años de vacas flacas, las demandas sociales que se han 
exacerbado en meses recientes generan una presión fiscal que inevitablemente 
deteriorará los saludables niveles de endeudamiento que tiene Chile hoy. 

La solución obvia a esas demandas cada día más exigentes es tener políticas 
económicas que promuevan el crecimiento sostenido y robusto de la economía. 
Cuando el pastel es más grande, es más fácil que todos reciban un pedazo mayor. 
De ahí que, en los países con niveles de desarrollo como el de Chile y con 
presiones sociales por más gasto público y por mayor acceso a las oportunidades 
y a los beneficios del desarrollo, tener crecimiento económico sostenido sea una 
prioridad para todo gobierno. 

Lamentablemente, como el acuerdo por el proceso constituyente implica dos 
años de plebiscito de entrada, elecciones, convención constituyente y plebiscito 
de salida, resulta inevitable que todo el proceso esté marcado por la 
incertidumbre. Esto conviene repetirlo. Si los chilenos votan mayoritariamente 
por iniciar un proceso constituyente, el país se embarcará en una aventura llena 
de incertidumbre por dos años. 

La incertidumbre inevitablemente afecta de forma adversa las posibilidades de 
que el país experimente un crecimiento sostenido. Los actores económicos — 
desde las grandes empresas nacionales y extranjeras hasta las familias y las 
personas— comprensiblemente retrasarán muchas decisiones de inversión. Si 
una empresa quería construir una nueva planta o si una familia estaba pensando 
en comprar un auto nuevo, la prudencia los hará pensar que tal vez sea mejor 
esperar hasta que termine todo el proceso constituyente para entonces saber qué 


va a pasar y recién entonces decidir si vale la pena realizar esa nueva inversión. 


Cuando muchas familias y empresas piensan de esa forma, la actividad 
económica se contrae. Eso hace que las ventas disminuyan, que las empresas se 
frenen en contratar nuevos empleados. A su vez, la falta de empleo hace que las 
personas se pongan todavía más cuidadosas con sus gastos. El efecto negativo en 
la economía se torna inevitable. 

Incluso si los optimistas tienen razón y las cosas salen bien, habremos vivido dos 
años de una incertidumbre que tendrá consecuencias negativas sobre la inversión 
y el crecimiento. Pero, lo más irónico es que, igual que en el cuento de Pierre 
Menard, si las cosas salen bien, el nuevo texto constitucional se parecerá 
bastante al actual, por lo que sentiremos que habremos ido a darnos una vuelta 
larga de dos años para terminar donde mismo. Siguiendo la metáfora 
ampliamente usada de que la constitución es una casa y que el proceso 
constituyente nos permitirá construir la casa entre todos, si después de dos años 
de proceso constituyente terminamos con una constitución muy parecida a la 
actual, nos sentiremos como que hemos derribado la vieja casa —por su origen 
ilegítimo—, pero que la casa nueva que construimos se parece demasiado a la 
casa anterior. 

Las cosas se ponen peor: si los optimistas no están en lo correcto y el proceso 
constituyente se entrampa en el camino, o si los grandes acuerdos que tenemos 
como sociedad no se ven plasmados en el nuevo texto constitucional, cuando la 
convención constituyente presente su texto final, los chilenos sentiremos que 
perdimos dos años para no llegar a ninguna parte. Es verdad que entonces la 
gente tendrá la posibilidad de votar “No” en el plebiscito de salida, lo que 
significará que el país seguirá con la constitución actual. Pero habrá una 
innegable frustración. Y el desafío hacia adelante será echar a andar una 
economía que habrá estado parada por dos años y responder a las crecientes 
necesidades de una población que quería cambios para bien y que estará cansada 
de no ver avances sustantivos en su calidad de vida. 

Por cierto, algunos analistas que anticipan lo que ocurrirá en el proceso 


constituyente tienden a destacar que, dado los altos quórums que existirán en la 


convención constituyente —la mayoría de 2/3 para lograr acuerdos— la nueva 
constitución será un documento más bien minimalista. La lógica de ese 
argumento es que, ante la dificultad de llegar a grandes acuerdos, se 
privilegiarán los acuerdos mínimos. Solo entrarán a la constitución aquellos 
temas en los que existan grandes acuerdos. Pero desde una perspectiva de teoría 
de juegos, esa lógica refleja solo uno de los posibles equilibrios que se generan 
cuando hay altos quórums para llegar acuerdos. Hay otro equilibrio posible. 
Precisamente porque se requieren amplias mayorías, puede ser perfectamente 
razonable que los miembros de la Convención Constituyente decidan redactar 
una constitución maximalista que tenga todo lo que todos quieren. Así se puede 
terminar redactando una constitución tipo Ekeko, el dios de la abundancia de las 
culturas altiplánicas, que aparece normalmente representado como un hombre 
que carga múltiples bultos y objetos de primera necesidad. 

Porque habrá grupos de derecha preocupados de la inversión y la 
responsabilidad fiscal que empujarán que la constitución tenga un capítulo que 
garantice la autonomía del Banco Central, y grupos de izquierda preocupados de 
que incluya una larga lista de derechos sociales, un equilibrio altamente probable 
es que la constitución tenga todo lo que todos quieran. 

Así, los constituyentes podrán decir que cumplieron su tarea y se podrán ir a sus 
casas. Después de todo, los miembros de la Convención Constituyente no podrán 
ser candidatos en las elecciones de 2021 (a menos que sean legisladores 
nombrados por el Congreso para una Convención Constituyente mixta). El 
problema de la constitución se presentará después, cuando los gobiernos en el 
ejercicio del poder se den cuenta de que el texto tiene contradicciones evidentes 
y de difícil solución. Por un lado, el texto dirá que se respetan los derechos de 
propiedad. Pero, por otro, podrá perfectamente decir que el Estado es dueño de 
la riqueza minera. El trabajo de conciliar dos principios contrapuestos vendrá 
después de que la convención constituyente produzca un texto maximalista que 
incluya todo lo que todos quieran tener. 


Así, suponer que la constitución será un texto minimalista responde a una lógica 


voluntarista. Es tan probable que el texto sea minimalista como que sea un 
Ekeko constitucional que incluye todo lo que todos quieran poner. Si se da el 
segundo caso, la incertidumbre sobre cuáles son las reglas por las que se regirá 
Chile se expandirán mucho más allá de los dos años que actualmente estimamos 
durará el proceso constituyente. 

Por eso, aquellos que tienen objeciones prospectivas que se centran en la 
incertidumbre que inevitablemente reinará mientras dure el proceso 
constituyente tienen buenas razones para justificar su decisión de votar 


“Rechazo” en el plebiscito de abril. 
Las objeciones actuales: La violencia 


El contexto siempre importa. Por eso hay un grupo creciente de personas que, 
independientemente de las posturas que tienen sobre cómo el país llegó a este 
momento o sobre la conveniencia de que la respuesta al estallido social sea un 
proceso constituyente, han decidido votar por la opción 

“Rechazo” a partir de la situación de tolerancia y normalización de la violencia 
que parece haberse apoderado del país después del estallido social. 

Hay dos argumentos que se repiten entre los que apelan a la coyuntura para optar 
por el “Rechazo”. Están los que advierten que el proceso no tiene suficiente 
legitimidad en tanto los que promueven el proceso constituyente no han dado 
muestras suficientes de voluntad de aceptar una victoria del “Rechazo”. Por otro 
lado, están los que alegan de la violencia que ha caracterizado el estallido social 
y que ha sido normalizada o justificada por un grupo importante de los que 
promueven el proceso constituyente. Abordo los argumentos de ambos por 
separado. 

Primero, está el planteamiento de que, para que el plebiscito sea legítimo, las 
partes que concurren ante el electorado deben ser meridianamente claras en su 
disposición a aceptar la voluntad soberana de la mayoría de los que se molesten 


en ir a votar el 26 de abril. De hecho, en democracia, cuando se realizan 


elecciones, los ganadores celebran y pueden acceder al poder, mientras que los 
perdedores aceptan la derrota y se preparan para la próxima elección. En la 
medida que los ganadores no abusen del poder que les confirió la mayoría y los 
perdedores no se dediquen a obstruir el mandato de los ganadores, la democracia 
sobrevive. 

Muchos defensores del proceso constituyente no han sido claros en expresar su 
voluntad a aceptar —sin cuestionamientos y de buena fe— un resultado 
desfavorable. Al dar por hecho que el plebiscito ya está ganado —o al advertir 
que una victoria del “No” generaría inestabilidad y un peor estallido social—, 
los defensores del proceso constituyente no han pasado aún el test básico que 
requiere todo demócrata: estar dispuesto a aceptar una derrota. Si yo amenazo 
con estallido social o con un apocalipsis económico en caso de que mi opción 
sea derrotada, estoy reconociendo implícitamente que no estoy dispuesto a 
perder. 

Como en todo proceso democrático, las opciones que tienen los ciudadanos 
deben ser legítimas y válidas. Cuando la gente se ve obligada a escoger entre ‘yo 
o el caos”, entonces difícilmente podemos hablar de que se puede elegir. Si una 
opción es evidentemente superior a la otra desde una perspectiva objetiva (por 
ejemplo, ¿prefiere su statu quo de satisfacción con la vida o una satisfacción 
mucho menor?), el proceso eleccionario se convierte en una trivialidad. Nadie en 
su sano juicio votaría por la segunda alternativa. Luego, no habría elección. 

Uno puede creer que el país estará mejor en caso de que gane el “Apruebo”. Es 
más, probablemente muchos están convencidos de que será así. Pero es falaz 
aseverar que es demostrable que el país va a estar mejor si gana una o la otra 
opción. Primero, porque lo que es bueno o deseable para algunos no lo es para 
otros. Luego, siguiendo el teorema de imposibilidad de Arrow, resulta lógico 
alejarnos de esas posiciones maximalistas. Ni Chile se va a acabar si gana el 
“Rechazo” ni el país va a ser indiscutiblemente mejor si gana el “Apruebo”. 
Aunque funcione en las campañas, sabemos que este tipo de decisiones no son 


blanco y negro. Evidentemente que el país va a ser diferente si gana una u otra 


opción. Es más, es razonable creer que el país tomará caminos muy distintos 
según la opción que se imponga. Por eso el plebiscito del 26 de abril es tan 
importante. 

Pero, en democracia, especialmente cuando lo que está en juego es la dirección 
en la que avanzará el país, las partes que compiten deben estar preparadas para 
ganar y para aceptar perder. Si no se satisface esa condición, difícilmente podrá 
funcionar el sistema. Si yo amenazo con estallido social o con un apocalipsis 
económico en caso de que mi opción sea derrotada, estoy reconociendo 
implícitamente que no estoy dispuesto a perder. En eso, los defensores de la 
opción “Rechazo” han dado señales más claras de compromiso democrático que 
los defensores de la opción “Apruebo”. 

En tanto los defensores del proceso constituyente no expliciten formalmente que 
aceptarán democráticamente la decisión de la mayoría en caso de que su opción 
sea derrotada, y que renunciarán a su esfuerzo de iniciar un proceso 
constituyente —limitándose a impulsar solo reformas a la constitución actual—, 
aquellos que valoran la democracia como un conjunto de reglas que nos permite 
vivir en orden y tener mecanismos pacíficos para la resolución de conflictos 
tienen una buena razón y un gran argumento para votar “Rechazo”. 

En segundo lugar, están los que justifican su decisión de votar “Rechazo” como 
una forma de protestar ante la violencia que ha estado asociada al estallido social 
que se inició el 18 de octubre. Es evidente que ésta, mucho más que las marchas 
y manifestaciones pacíficas, produjo la reacción radical por parte del gobierno de 
abrirse a promover un proceso constituyente. Para un candidato que hizo 
campaña precisamente destacando su oposición a un proceso constituyente —y 
que criticó abiertamente el intento de la Presidenta Bachelet de promover en su 
segundo gobierno un proceso constituyente— la decisión de Sebastián Piñera en 
noviembre de 2019 de apoyar la decisión de los partidos políticos de impulsar un 
proceso constituyente representa un cambio radical de postura. 

Después de todo, Piñera ganó legítimamente una elección presidencial con un 


mensaje claro y directo en contra del proceso constituyente y a favor, en cambio, 


de reformas graduales y puntuales a la Constitución de 1980. Por cierto, el hecho 
que una mayoría de los que se molestaron en votar en diciembre de 2018 haya 
apoyado a un candidato que se oponía a una nueva constitución y que ahora el 
país esté embarcado en un proceso pone en cuestionamiento una de las premisas 
básicas de lo que significa vivir en democracia. 

En democracia, las hojas de ruta por las que avanzará el país se definen en las 
urnas, no en las calles. Cuando la calle pesa más que las urnas, la democracia no 
está funcionando bien. Aquí no se trata de argumentar que millones de chilenos 
Salieron a las calles pidiendo una nueva constitución. Primero, porque eso no es 
cierto. Millones de chilenos salieron a marchar con demandas variadas y 
diversas. El punto de unión de la marcha era que los chilenos querían un mejor 
país. Resulta difícil encontrar personas que estén en desacuerdo con esa premisa. 
Son pocos los chilenos que quieren un país peor. Es verdad que hay diferencias 
sobre lo que significa “un mejor país” para distintas personas. Pero lo cierto es 
que los chilenos que salieron a las marchas no salieron mayoritariamente 
demandando una nueva constitución. 

Pero aun si lo hubieran hecho, esa no es razón suficiente para que un gobierno se 
vea obligado a cambiar radicalmente sus promesas y programa de gobierno. 
Después de todo, esos mismos millones que presumiblemente salieron a la calle 
a pedir una nueva constitución no expresaron esa misma voluntad en las urnas en 
la contienda de diciembre de 2017. Entonces, la mayoría votó por un candidato 
que expresamente se oponía a una nueva constitución. 

Por eso, las causas del radical cambio de postura del gobierno de Piñera ameritan 
ser analizadas con cuidado. Después de todo, los chilenos que mayoritariamente 
votaron en diciembre de 2017 enviaron un claro mensaje de apoyo a un 
candidato que se oponía a una nueva constitución. 

El estallido social de octubre de 2019 gatilló el cambio de postura del gobierno 
respecto a la nueva constitución. Pero ese estallido social no se puede entender 
sin hacer referencia a la violencia que rodeó y acompañó a las manifestaciones. 


Los chilenos que salieron a marchar estuvieron acompañados por otros chilenos 


que salieron a saquear, incendiar, robar y destruir propiedad pública. Las dos 
cosas no pueden ser separadas. La historia no hará distinción entre los que 
salieron pacíficamente y los que coronaron a esas manifestaciones pacíficas con 
hechos de violencia. 

Es más, en la narrativa popular que existe sobre el estallido social, hay evidentes 
símbolos de violencia que son normalizados y legitimados incluso por los que 
abogan por las manifestaciones pacíficas. Desde el perro “matapacos” —una 
referencia ofensiva y verbalmente violenta contra los funcionarios públicos que 
son carabineros— hasta la idealización de la llamada “primera línea” —los 
jóvenes y adultos que combaten directamente con las fuerzas policiales en las 
manifestaciones y que no trepidan en usar la violencia contra los carabineros. 
Resulta inaceptable esa normalización de la violencia que predomina en la 
justificación al estallido social. 

También resultan inaceptables las violaciones a los derechos humanos que han 
cometido las fuerzas policiales. La cantidad de personas que han perdido la vista 
o que han sufrido daños a la vista refleja problemas profundos en los protocolos 
que tiene Carabineros para imponer el orden en las manifestaciones. También ha 
habido situaciones de abuso y apremios ilegítimos a personas que han sido 
detenidas o retenidas por carabineros. Hay informes de organismos 
internacionales de mucha reputación que apuntan a problemas de fondo en los 
procedimientos de carabineros y en prácticas que han resultado en violación a 
los derechos humanos. 

Pero la normalización de la violencia contra la propiedad pública, contra 
carabineros y contra aquellos que no comparten sus ideales por parte de muchos 
de los han tomado parte en las manifestaciones asociadas con el estallido social 
demuestran que la violencia es un componente que no puede ser separado del 
estallido social que se inició el 18 de octubre. 

Muchos de los que optan por la opción “Rechazo” ni siquiera quieren evaluar en 
su mérito los argumentos que se presentan para justificar un proceso 


constituyente. Para ellos, el “Rechazo” se explica principalmente porque no 


quieren que el país se vea consumido por la violencia que ha reinado en las 
Calles en estos últimos meses. El rechazo visceral al proceso constituyente que 
nace en estas personas está asociado con su rechazo a la idealización de los 
manifestantes de la llamada “primera línea”. Para esos chilenos, aquello que 
nace de la violencia no puede ser aceptado como legítimo. Por eso votan 
“Rechazo”. 

Por cierto, algunos que están a favor del proceso constituyente argumentan que 
resulta difícil de aceptar ese rechazo a la violencia que se manifiesta en el 
“Rechazo” al proceso constituyente. Para ellos, la Constitución de 1980 también 
tiene un origen violento. Es más, si se comparan los niveles de violencia que 
caracterizaron a la dictadura militar —que se inició con un golpe de estado 
contra un gobierno electo democráticamente- con los niveles de violencia que se 
han visto desde el estallido social del 18 de octubre, no hay duda de que hubo 
más violencia en la dictadura militar. 

Una dictadura militar que sistemáticamente violó los derechos humanos por 15 
años estuvo marcada por más violencia que la que hemos visto desde el estallido 
social. Por más que haya gente que justifique el golpe militar a partir de los 
errores, fallas e ineptitudes del gobierno de Salvador Allende, no puede haber 
justificación a las violaciones a los derechos humanos cometidas en dictadura. 
Y, preferentemente, los demócratas tampoco debieran justificar el derrocamiento 
de una democracia, por muy mal que ésta funcione. Pero el punto no es 
comparar los niveles de violencia en el origen de la Constitución de 1980 y el 
proceso constituyente que se intenta impulsar hoy. 

El punto es que, como se dice en inglés, two wrongs don*t make a right (dos 
errores no hacen un acierto). Los argumentos que se oponen al proceso 
constituyente debido a la violencia que actualmente se ha apoderado de las calles 
de varias ciudades del país —y de la normalización o justificación de esa 
violencia que se ve entre muchos de los que apoyan el proceso constituyente— 
son legítimos. El hecho que la Constitución de 1980 tenga un origen violento no 


justifica el origen violento que está teniendo este proceso constituyente. 


Independientemente del resultado del plebiscito de 

abril, los que promueven el proceso constituyente quedarán permanentemente 
asociados a la violencia que ha caracterizado las marchas y las manifestaciones 
ocurridas en los meses recientes. Rechazar la violencia y convertir ese rechazo 
en un voto “No” al proceso constituyente es una actitud legítima y válida. Los 
únicos que cargan la responsabilidad de que muchos chilenos hayan comenzado 
a ver el proceso constituyente como un sinónimo de violencia son aquellos que 
lo han promovido y no han sabido denunciar la violencia o no han sido capaces 
de acompañar sus declaraciones con hechos concretos que demuestren que la 


condenan en todas sus formas. 
Las objeciones sobre el diseño del proceso constituyente 


Finalmente, están aquellos que, a partir de su evaluación de los pasos que 
implica el proceso constituyente propuesto, han llegado a la convicción que las 
fallas y falencias en el diseño del proceso son razón suficiente para votar 
“Rechazo” en el plebiscito de abril. Porque el diablo está en los detalles, cuando 
uno analiza con cuidado el diseño del calendario y las reglas del proceso 
constituyente, hay múltiples razones para temer que las cosas vayan a salir mal o 
que el resultado del proceso constituyente sea muy distinto a ese contrato social 
nuevo, moderno y ampliamente aceptado por todos al que comprensiblemente 
aspiran los que están a favor de la opción “Apruebo”. 

El procedimiento del proceso constituyente refleja un mal diseño. Como las 
elecciones municipales —y por primera vez en la historia, también la de 
gobernadores regionales— ya estaban programadas para el 25 de octubre, los 
parlamentarios que llegaron al acuerdo para un proceso constituyente decidieron 
hacer coincidir ambas contiendas. Eso hará que el 25 de octubre de 2020 los 
chilenos tengan que votar por candidatos a alcaldes, concejales, gobernadores 
regionales y miembros de la Convención Constituyente. En la gran mayoría de 


las comunas del país, suponiendo que se presenten 5 listas de candidatos para 


cada elección, la gente deberá escoger en un voto que tendrá no menos de 60 
nombres para 4 cargos. En las comunas más pobladas que además pertenecen a 
distritos que eligen 8 diputados para la Cámara de Diputados (y que, por lo tanto, 
elegirán 8 miembros a la Convención Constituyente), el voto tendrá casi 100 
candidatos. Si se presentan más de 5 listas a nivel nacional, habrá comunas con 
votos del tamaño de una hoja de diario. 

El apresurado acuerdo alcanzado la madrugada del 15 de noviembre estableció 
también que, de ganar las opciones “Apruebo” y “Convención Mixta”, se 
elegirán 172 miembros para la Convención. De ellos, 86 provendrán del 
Congreso. Eso significa que el 44% de los 153 diputados y 41 senadores deberán 
abandonar sus labores parlamentarias para sumarse a la Convención. Con tal 
éxodo de legisladores, para todos los efectos prácticos, el Congreso cesará en sus 
funciones el día que comience a sesionar la Convención. Adicionalmente, como 
solo se elegirán 86 miembros; la mayoría de los 28 distritos elegirá 2 o 3 
miembros, por lo que resultará difícil que la diversidad del país se refleje en la 
composición de la Constituyente. Al contrario, tendremos una convención 
constituyente binominalizada. 

Si, en cambio, gana la opción de una Convención totalmente electa, el hecho que 
la elección se haga en 28 distritos y de forma concurrente a la contienda 
municipal y de gobernadores dará una ventaja evidente a los alcaldes 
incumbentes y a los partidos con máquina electoral en cada distrito. La gente que 
cree que la Convención estará compuesta por ciudadanos representativos de la 
diversidad de visiones y orígenes que hay en el país se llevará una gran sorpresa 
al ver que se repiten los apellidos y las caras de los políticos de siempre —o de 
sus familiares o delfines. 

El impulso por incluir paridad de género y cuotas para los pueblos indígenas 
ejemplifica el mal diseño original del acuerdo. Si hay que rediseñar las reglas 
antes de que éstas se empiecen a implementar —porque en el 

acuerdo inicial se les olvidó el tema de la paridad de género o la representación 


de los pueblos indígenas— hay buenas razones para pensar que las reglas 


originales tienen problemas adicionales que muchos no han notado aún. Por 
ejemplo, en los distritos de la Cámara se viola el principio de una persona, un 
voto. En la Región de Copiapó, se elige un diputado por cada 57 mil habitantes. 
En el Distrito 8 de la Metropolitana (Maipú, Estación Central Pudahuel y 
comunas aledañas), se elige un diputado por cada 182 mil habitantes. Como los 
escaños en la Constituyente reproducen esa distorsión en la forma en que fueron 
diseñados los distritos, el voto en Copiapó valdrá tres veces más que el voto en 
Maipú. 

Adicionalmente, el calendario del proceso constituyente devela errores evidentes 
en el diseño de lo que debiera ser el proceso de reorganización institucional más 
trascendental y legítimo que pudiera tener Chile en sus 200 años de historia 
independiente. Porque es fácil anticipar que una carta Gantt deficiente 
obstaculizará el éxito de todo el proyecto, el mal diseño del calendario electoral 
del proceso constituyente debiera ser razón suficiente para que cualquier persona 
razonable dude de la conveniencia de votar a favor de éste. 

De acuerdo a la agenda establecida en el Acuerdo por la Paz Social y la Nueva 
Constitución, el proceso se inicia con el plebiscito de 26 de abril. En caso de una 
victoria del “Apruebo”, se inicia formalmente el proceso constituyente. El 26 de 
abril los chilenos también deberán escoger entre una Convención Mixta y una 
Convención Constituyente. Por cierto, sospecho que la razón por la que la 
Convención Mixta sorpresivamente parece tener tanto apoyo en las encuestas se 
debe a que mucha gente que está a favor de la paridad de género pudiera 
equivocadamente pensar que la convención mixta propone un igual número de 
hombres y mujeres. De cualquier forma, en caso de ganar el “Apruebo”, en 
agosto se iniciará la campaña para la elección de miembros a la Convención 
Constituyente que se realizará el 25 de octubre. Pero ese día también se celebrará 
la elección de alcaldes, concejales y —a menos que se materialicen los rumores 
sobre su posible cancelación— de gobernadores regionales (una contienda 
inédita en la historia nacional). 


La coincidencia de los dos procesos electorales tiene ventajas y desventajas. El 


proceso electoral municipal y regional se inicia en el mes de abril con la 
inscripción de candidaturas a las primarias para escoger candidatos —solo en los 
casos en que los partidos opten por hacerlo. Esas primarias se celebrarán el 7 de 
junio de 2020. Parece razonable reducir la ya excesiva realización de contiendas 
electorales en 2020. El plebiscito de abril, las primarias de junio y las elecciones 
de octubre ya constituirán un récord de momentos electorales para un solo año 
en la historia democrática de Chile. Pero el hecho de combinar el proceso 
constituyente con las elecciones de alcaldes, concejales y gobernadores 
regionales inevitablemente contaminará las campañas y aumentará 
excesivamente la cantidad de candidatos en la boleta electoral. En cualquier 
comuna del país será normal que haya más de 100 candidatos entre los que 
escoger alcalde, concejales, gobernadores y miembros de la convención 
constituyente. 

Como los resultados de la elección del 25 de octubre deben ser ratificados por el 
Tribunal Electoral, la Convención Constituyente recién comenzará a sesionar en 
la segunda quincena de noviembre. Como tiene un mandato de nueve meses — 
prorrogable por otros tres— para proponer una constitución, resulta razonable 
anticipar que recién tendremos una propuesta a fines de noviembre de 2021. Una 
vez finalizado el trabajo de la Convención, habrá un nuevo plebiscito —el 
plebiscito de salida— en el que los chilenos aceptarán o rechazarán la propuesta 
de constitución. Ese plebiscito se realizará no antes de enero de 2022. 

Pero a la par del trabajo constituyente, en junio de 2021, se deberán realizar las 
primarias para las elecciones presidenciales y legislativas de ese año. Luego, en 
septiembre de 2021 comenzará la campaña. La primera vuelta de la elección 
presidencial se realizará el 21 de noviembre de 2021. En caso de ser necesaria, 
habrá una segunda vuelta el 19 de diciembre de 2021. 

Esto significa que es altamente probable que el nuevo presidente y el nuevo 
congreso se elijan con las reglas de la constitución actual. Luego, si la 
Convención Constituyente decide, por ejemplo, que Chile tenga un sistema 


unicameral, habrá un problema práctico de implementación. La Convención 


Constituyente estará todavía redactando la constitución para cuando comience el 
proceso electoral de 2021. Habrá una evidente confusión entre las reglas viejas 
—que estarán vigentes— y las reglas nuevas —que deberán ser ratificadas en el 
plebiscito de salida para tomar efecto. Las autoridades que asuman en marzo de 
2022 habrán sido electas con las reglas antiguas, pero deberán comenzar a 
gobernar con las nuevas reglas —en caso de que, en el plebiscito de salida, los 
chilenos acepten la propuesta hecha por la Convención Constituyente. Parece 
razonable anticipar que el resultado de ese plebiscito de salida va a estar 
parcialmente influenciado por la posición que tome respecto a la propuesta de 
nueva constitución el Presidente recientemente electo a fines de 2021. 

De hecho, ya que la campaña para las primarias presidenciales de mediados de 
2021 y la campaña para la elección presidencial de noviembre de 2021 (en 
primera vuelta) y diciembre de 2021 (segunda vuelta) coincidirá con el proceso 
de redacción de la nueva propuesta constitucional, resultará inevitable que los 
candidatos presidenciales fijen postura e intenten influir en las deliberaciones de 
los constituyentes. A diferencia de la mayoría de los países que han atravesado 
por procesos constituyentes en los meses posteriores a la toma de poder de un 
nuevo Presidente, en Chile haremos esa travesía a la par de una campaña 
presidencial. 

El calendario del proceso electoral —que se superpone con el calendario 
electoral de las contiendas municipales, regionales, legislativas y presidenciales 
de 2020 y 2021— nos recuerda que el Acuerdo por la Paz Social y la Nueva 
Constitución se redactó apresuradamente entre gallos y medianoche. La 
inconveniente superposición del calendario electoral vigente con la del proceso 
constituyente representa una poderosa razón para votar “Rechazo” en el 
plebiscito de abril. 

Curiosamente, el debate sobre el proceso constituyente ha prestado poca 
atención a lo que será la composición de la convención que estará llamada a 
redactar un nuevo texto constitucional en un plazo de 12 meses. Si bien ha 


habido discusión sobre la paridad de género en ella, o sobre las opciones de una 


convención mixta con miembros electos y parlamentarios en ejercicio o electa en 
su totalidad, se ha debatido poco sobre las características más probables que 
tendrán los convencionales que resulten electos. Una revisión de los incentivos 
que influirán en quiénes serán candidatos y en quiénes tendrán más posibilidades 
de ser miembros de esa Convención Constituyente lleva a poner en 
cuestionamiento la calidad del texto que será propuesto al país y es una poderosa 
razón para votar “Rechazo” en el plebiscito de abril. 

Si en abril gana la opción “Apruebo”, ese mismo día sabremos si la Convención 
Constituyente estará compuesta por 155 miembros electos en los 28 distritos que 
existen para la Cámara de Diputados o si tendremos una convención mixta de 
172 miembros —86 electos en los mismos 28 distritos y otros 86 nombrados por 
ambas cámaras del Congreso Nacional. 

Si gana la opción de la convención electa en su totalidad, en octubre habrá 
contiendas en 28 distritos para escoger a los constituyentes. En el país hay 4 
distritos que eligen 3 escaños, otros 4 escogen 4 escaños, 8 distritos escogen 5 
escaños, 2 distritos escogen 6, 5 escogen 7 y 5 escogen 8. Luego, en 17 distritos 
no podrá haber paridad de género. Es más, especialmente en los 16 distritos que 
escogen 5 o menos escaños, la probabilidad de que un 

solo partido escoja más de un escaño es baja —especialmente si se logran 
constituir varios partidos nuevos que fragmentarán aún más la votación. Luego, 
asegurar paridad de género resultará especialmente complejo. Si hay 5 partidos 
que escogen un miembro de la convención cada uno en un distrito de 5 escaños, 
¿cómo se decidirá qué partidos seleccionarán mujeres y cuáles hombres? Nótese 
que, si se deja a sorteo, entonces el voto de los electores —para todos los efectos 
prácticos— habrá sido por lista cerrada (por lista de partidos) y no por 
candidatos individuales. 

Peor aún, como todavía no se legisla cuál será el procedimiento para asegurar la 
paridad de género —y tampoco está claro si habrá cuotas para pueblos 
originarios—, ni siquiera sabemos si el número de miembros de la convención 


electa en su totalidad de forma democrática se mantendrá en 155. No puedo 


dejar de enfatizar el problema que esto significa para el proceso constituyente. Si 
bien el acuerdo del 15 de noviembre era el marco general sobre el que se 
legislaría para el proceso, la omisión de la paridad de género y de la 
representación de pueblos indígenas en ese acuerdo obligó al Congreso a abrir el 
debate sobre la composición de la Convención Constituyente. En el mejor de los 
casos, el Congreso logrará legislar sobre la paridad de género y la representación 
para los pueblos indígenas antes de que los chilenos deban votar en abril. Si eso 
no ocurre, entonces los chilenos deberán decidir sobre un proceso cuya hoja de 
ruta todavía no habrá sido completamente determinada. En otras palabras, 
estaremos firmando un contrato para un proceso constituyente cuando este 
contrato todavía no haya sido elaborado en su totalidad. 

Pero, como sí sabemos que los convencionales se escogerán en los 28 distritos 
de forma concurrente a la contienda de alcaldes y concejales, resultará inevitable 
que el proceso electoral constituyente se vea afectado por las dinámicas que 
regirán la elección de alcaldes. Así como los alcaldes populares arrastran 
concejales de su misma lista, los convencionales —que probablemente sean 
menos conocidos en las comunas que los candidatos a alcalde— se verán 
también beneficiados por el arrastre de candidatos a alcalde populares. No 
debiera sorprender que haya candidatos a convencionales que sean parientes o 
protegidos de los candidatos a alcaldes. Es más, es altamente probable que la 
campaña para convencionales termine centrándose en temas locales más que en 
cuestiones nacionales. Los candidatos a convencionales por las provincias de 
Aconcagua o Malleco estarán tentados a prometer que, de salir electos, su 
compromiso será asegurarse que la nueva constitución garantice que esas 
provincias se convertirán en regiones. En Estados Unidos, la frase “toda la 
política es local” fue popularizada por el representante Tip O’Neil, quien 
presidió la Cámara de Representantes entre 1977 y 1987. Aunque la tarea de los 
convencionales sea diseñar una constitución, tendrán que centrarse en temas y 
preocupaciones locales para poder ganar. 

En caso de que gane la opción de Convención Mixta, 8 de los 28 distritos 


escogerán 2 miembros de la Constituyente, lo que, curiosamente, marcará el 
retorno del sistema binominal para la elección que, presumiblemente, debiera 
representar el fin definitivo del legado institucional de la dictadura en Chile. 
Como, además, no hay reglas que obliguen al Congreso a nombrar a sus 86 
delegados a esta convención manteniendo los pesos relativos de cada partido en 
ambas cámaras, bien pudiera ser que la mayoría de centroizquierda esté 
sobrerrepresentada en los 86 legisladores que formen parte de la Convención. 
La calidad de la nueva constitución que será propuesta al país por la Convención 
Constituyente dependerá de los atributos y capacidades que tengan los miembros 
de esa Convención. No hay ninguna razón para creer que —sea una Convención 
totalmente electa o mixta— la calidad, atributos y altura de miras de los 
convencionales va a ser sustancialmente superior a la que han demostrado los 
miembros actuales del Congreso Nacional. 

Porque es imposible llegar a la luna a menos que tengas un equipo de gente 
capaz de hacerlo, cuando se piensa detalladamente sobre qué tipo de personas 
serán las que resulten electas o nominadas para ser parte de la Constituyente, 
aumentan las razones para votar “Rechazo”. 

En el calendario electoral fijado para el proceso también está la cuestión del 
plebiscito de salida. La Convención Constituyente tendrá un mandato de 9 
meses, prorrogable por otros tres (esta parte del acuerdo solo refleja lo mal 
pensado del diseño, ¿por qué no poner 12 meses y ya, si se sabe que resulta 
especialmente complejo redactar una constitución desde cero en un periodo tan 
breve?). Suponiendo que se reúne desde mediados de noviembre de 2020 —y 
anticipando que no habrá un mes de vacaciones en febrero de 2021—, la 
Convención debería presentar su propuesta de nueva constitución en noviembre 
(o diciembre, si pensamos que puede haber problemas de último minuto que 
deben ser solucionados). Después de eso, se deberá convocar a un nuevo 
plebiscito para que los chilenos acepten o rechacen la propuesta de una nueva 
constitución. Como todo plebiscito requiere de un periodo de campaña, y como 


nadie querrá hacer coincidir el plebiscito de salida con la segunda vuelta de la 


elección presidencial de 2021, el plebiscito deberá realizarse en enero o marzo 
de 2022. 

En caso de que los chilenos acepten la propuesta de la Convención 
Constituyente, Chile tendrá una nueva constitución que rija los destinos del país, 
aunque las autoridades llamadas a implementar esa nueva constitución hayan 
sido electas con la constitución actual. Tendremos que cruzar los dedos para que 
la nueva constitución mantenga un sistema legislativo bicameral. De lo 
contrario, los legisladores electos en noviembre de 2021 pudieran no tener 
trabajo cuando entre en vigencia la nueva constitución. 

Hay una serie de otras cuestiones asociadas al diseño del proceso constituyente. 
Una de la que se ha hablado hasta la saciedad es esa idea de la “hoja en blanco”. 
Los que defienden el concepto dicen que es esencial dejar en claro que la nueva 
constitución que redacte la Convención Constituyente no va a tener como base la 
constitución de 1980. Ahora bien, dado que todas las constituciones del mundo 
se parecen y todos los países tienen tradición constitucional propia, resulta 
imposible suponer que el debate de la Convención Constituyente se hará desde 
una hoja en blanco. 

Las constituciones son como las casas. Aunque los arquitectos se pongan muy 
creativos en su diseño, todas las casas deben tener dormitorios, baños, cocina y 
alguna sala para comer o recibir visitas. De igual forma, las constituciones 
comparten elementos. La propia Constitución de 1980 se basó en buena medida 
en la experiencia constitucional anterior y su base fue la Constitución de 1925. A 
partir de lo que los miembros de la comisión Ortúzar, nombrada por la dictadura 
militar, estimaban como fortalezas y debilidades de la Constitución de 1925, ese 
grupo de abogados fue redactando un nuevo texto que incluía reformas que ellos 
consideraban necesarias. 

Después de 5 años de trabajo, la comisión Ortúzar entregó su propuesta de nueva 
constitución a la Junta de Gobierno. Ahí, la dictadura le encomendó al Consejo 
de Estado, presidido por el expresidente Jorge Alessandri, la tarea de revisar la 


constitución y proponer algunos cambios. El Consejo de Estado entregó su 


propia versión de constitución, con algunos cambios no triviales. Entonces, la 
propia Junta de Gobierno le metió mano al texto y después de realizar varios 
cambios —e introducir una serie de artículos transitorios que deberían regir entre 
1980 y 1988, cuando se iniciara la transición hacia una democracia tutelada— 
presentó su propuesta al país. Después del plebiscito de 1980, realizado en 
condiciones que no pueden ser calificados como democráticas, la dictadura de 
Pinochet promulgó la nueva constitución. 

Aunque es común asegurar que Jaime Guzmán, miembro de la Comisión 
Ortúzar, redactó la Constitución, hubo algunos cambios significativos entre 

la propuesta inicial y el texto que finalmente fue promulgado. Por ejemplo, la 
Comisión proponía una Cámara de Diputados de 150 miembros, no establecía el 
sistema electoral a ser usado, pero sí explícitamente decía que los independientes 
competirían en igualdad de condiciones con los candidatos de partidos políticos. 
A su vez, propuso un Senado de 30 miembros en una circunscripción nacional 
que elegiría 15 escaños cada cuatro años. La propuesta de la Comisión no 
estableció tampoco la fórmula electoral que se emplearía. 

El Consejo de Estado presidido por Jorge Alessandri modificó la propuesta de 
composición del Congreso Nacional entregado por la Comisión Ortúzar. La 
propuesta del Consejo de Estado incluía una Cámara de Diputados de 120 
miembros electos en distritos uninominales y un Senado electo en distritos 
regionales. Cada región escogería un senador, excepto las regiones de Valparaíso 
y Biobío que escogerían 3, y la Región Metropolitana, que escogería 6. 

La versión definitiva de la Constitución de 1980 que fue presentada por la 
dictadura militar establecía que habría una Cámara de Diputados de 120 
miembros, sin especificar el sistema electoral a ser utilizado, y un Senado de 26 
miembros electos, dos por región, y 9 designados. 

El hecho que el texto constitucional propuesto por la Comisión Ortúzar haya 
sido modificado primero por el Consejo de Estado y después por la Junta de 
Gobierno en materias tan esenciales como la composición del Congreso deja en 


evidencia lo complejo que resultan los procesos constituyentes, incluso cuando 


ocurren en dictadura. 

Una revisión cuidadosa de la forma en que la Comisión Ortúzar realizó sus 
deliberaciones en los 5 años que estuvo en funcionamiento revelan que, incluso 
en dictadura, la redacción de la nueva constitución se basó en la historia 
constitucional de Chile y en la experiencia constitucional comparada. Nadie 
parte de una hoja en blanco. 

Pero, claro, el hecho que el proceso constituyente en Chile esté asociada tanto a 
las demandas por la expansión de derechos sociales como al hecho que la 
constitución actual tiene su origen en la dictadura militar nubla la capacidad de 
muchos para entender que nunca se parte de una hoja en blanco. 

Entre los que están inclinados para votar “Rechazo” en el plebiscito de abril, hay 
muchos que basan su oposición al proceso constituyente en el contenido de la 
hoja de ruta que fue negociada en el acuerdo del 15 de noviembre. Como el 
diablo está en los detalles, esos objetores al proceso pudieran estar incluso a 
favor de que Chile pueda tener una constitución redactada enteramente en 
democracia, pero los detalles del contrato que ha sido firmado por la clase 


política los llevan a votar “Rechazo” en el plebiscito de abril. 
Conclusiones: El arcofris del “Rechazo” 


Hay múltiples razones por las que un número creciente de chilenos ha optado 
por la opción “Rechazo” para el plebiscito de abril de 2020. Aquí he intentado 
resumir y ordenar los principales argumentos. Mientras algunos rechazan porque 
discrepan de la interpretación negativa sobre lo que ha pasado en Chile en estos 
30 años de democracia, otros rechazan debido a su preocupación por lo que 
implicarán los dos años de proceso constituyente. Esos votantes rechazan porque 
temen a la incertidumbre o porque creen que los costos de un proceso largo e 
incierto superan con creces los potenciales beneficios de tener una nueva 
constitución. También están los que rechazan porque sienten que la violencia 


que se ha visto en las calles de Chile en las manifestaciones le hace daño al país. 


Para ellos, su voto constituye un rechazo a la violencia más que un rechazo a 
cambios y reformas constitucionales. Finalmente, están los que votan “Rechazo” 
porque consideran que las reglas que se han establecido para conducir este 
proceso constituyente son inadecuadas o abiertamente contraproducentes para lo 
que se busca lograr. 

También hay múltiples razones por las que otros chilenos y chilenas han optado 
por la opción “Apruebo”. Si bien algunos sueñan con una casa común que 
podamos construir entre todos y otros aspiran a enterrar y olvidar para siempre el 
legado de la dictadura militar, una buena parte de las personas que apoyan una 
nueva constitución creen que ese es el camino para ampliar los derechos 
sociales. Mucha gente cree que una nueva constitución significará mejores 
pensiones, más oportunidades de trabajo, mejor educación o mejor salud. Para 
muchos chilenos y chilenas, la constitución se ha convertido en varita mágica 
que vendrá a solucionar sus problemas. 

Si bien las constituciones son esenciales, porque establecen las reglas del juego 
democrático en un país, no son milagrosas ni solucionan los problemas 
económicos y sociales. Si los países pudieran ser desarrollados solo porque 
logran consensuar una nueva constitución, América Latina, una de las regiones 
con más constituciones en el mundo, sería la región más desarrollada. Una nueva 
constitución no es una panacea, aunque muchos líderes que apoyan el proceso 
constituyente parecen equivocadamente sugerirlo en sus declaraciones y 
discursos. 

Pero es innegable que apoyar una nueva constitución se ha convertido para 
muchos en su forma de decir que quieren un Chile mejor. Pues bien, aquellos 
que rechazan el proceso constituyente también están motivados por construir un 
Chile mejor. El 26 de abril, los chilenos estarán divididos sobre cómo votar, no 
sobre su amor por la patria o su deseo de que a Chile le vaya bien. No 
corresponde decir que solo a los que votan “Rechazo” los une una preocupación 
por el bienestar de Chile. Porque aquellos que votan “Apruebo” también quieren 


el bien del país. El plebiscito del 26 de abril no es una pelea entre los que aman y 


los que odian a Chile. Es simplemente una oportunidad para que los chilenos 
decidamos cuál es el camino que debe seguir el país en materia de cambio 
constitucional. 

Por eso, no es comparable al plebiscito de 1988, que era una disputa entre los 
que querían el retorno de la democracia y los que querían mantener un régimen 
autoritario o evolucionar hacia una democracia protegida por los militares. En 
Chile, hoy, ya estamos en democracia. Pinochet murió en 2006 y no quedan 
vestigios autoritarios en la Constitución de 1980. Es más, uno tal vez pudiera 
pensar que después de la muerte de Pinochet, aquellos que lograron usar su 
oposición a su mandato para ganar elecciones tomaron la Constitución de 1980 
como una nueva bandera de lucha. Si ya no estaba Pinochet para usar de 
punching ball en las campañas, entonces se podría usar la Constitución de 1980 
como el enemigo al que se debía derrotar electoralmente. Pero aun si la 
constitución de 1980 se ha convertido en la forma que tiene la izquierda para 
mantener vivo el legado de Pinochet, el plebiscito del 26 no será un momento de 
división entre chilenos. 

Porque Chile tiene una democracia que funciona, el 26 de abril los chilenos que 
se molesten en ir a votar decidirán libre y soberanamente cuál es el camino a 
seguir. Si gana la opción “Apruebo”, entonces se iniciará un proceso 
constituyente que tomará dos años en completarse. Si gana la opción “Rechazo”, 
la democracia chilena seguirá existiendo con el mismo vigor y fortaleza 
institucional que ha mostrado hasta ahora. Por cierto, no se terminará el debate 
sobre reformas y cambios a la constitución. Ese es un debate que está presente 
en todas las democracias. Chile no será la excepción. Así como el país ha 
modificado su constitución múltiples veces desde el retorno de la democracia en 
1990, cualquiera sea el resultado del plebiscito de abril de 2020, la constitución 
chilena —sea la de 1980 o la de 2022— no será inmutable en el tiempo. Mucho 
más temprano que tarde, comenzarán nuevamente los debates sobre futuros 
cambios y reformas constitucionales. Porque las constituciones son documentos 


vivos que evolucionan con la sociedad, el debate sobre el cambio constitucional 


no se inició el 18 de octubre y por cierto no terminará el 26 de abril, cualquiera 


sea el resultado del plebiscito. 


Del “Apruebo” al “Rechazo” 


Andrés Allamand 


Senador por la Región Metropolitana. Ex ministro de Defensa. Abogado. 


El 15 de noviembre de 2019, en medio de la violencia desatada y cuando la 
estabilidad de nuestra democracia estaba gravemente amenazada, diversos 
partidos políticos suscribieron el Acuerdo por la Paz Social y la Nueva 
Constitución. 

El primer numeral de tal documento establece a la letra lo siguiente: 

“1. Los partidos que suscriben este acuerdo vienen a garantizar su compromiso 
con el restablecimiento de la paz y el orden público en Chile y el total respeto de 
los derechos humanos y la institucionalidad democrática vigente”. 

Asimismo, en tal oportunidad se estableció que habría dos opciones para el 
necesario cambio constitucional: La opción “Apruebo” significa avanzar hacia 
una nueva Constitución a través de una Convención Constituyente trabajando 
sobre una “hoja en blanco”, es decir, desde cero. La opción “Rechazo” significa 
que el necesario cambio constitucional deberá realizarse por la vía democrática 
contemplada en nuestra institucionalidad. 

Inicialmente algunos nos inclinamos por la opción “Apruebo”, en el entendido 
que se abriría en el país una etapa de concordia política, rechazo sin 
ambigiúedades a la violencia y búsqueda de acuerdos sustantivos para avanzar en 


la agenda social. De alguna manera, la premisa era que se podría emular el 


período posterior al ya lejano plebiscito de 1988, en el que las fuerzas políticas 
concordaron importantes reformas a la Constitución de 1980 (54 en total), las 
que se validaron en un plebiscito en julio de 1989. En tal acto electoral éstas se 
aprobaron por un porcentaje superior al 90%. 

Tal plebiscito inauguró la llamada “Democracia de los Acuerdos” que trajo 
enormes beneficios al país y permitió una transición pacífica, ordenada e 


institucional hacia la democracia. 
La paradoja de la legitimidad 


Pocos recuerdan el plebiscito de 1989, y los detractores de la Constitución de 
1980 se empeñan en que pase al olvido. La razón es obvia: ¿Cómo se puede 
sostener que una constitución es ilegítima si un acto electoral masivo e 
inobjetablemente democrático se pronunció acerca de su reforma? 

La paradoja se repite el año 2005. En tal oportunidad se aprobaron 
democráticamente por ambas ramas del Congreso Nacional otra serie de 
importantes reformas a la Constitución de 1980. 

El recuento de Radio Cooperativa de la ceremonia de promulgación es 
elocuente. Parte señalando que “en medio de varias ovaciones, el Primer 
Mandatario encabezó la ceremonia de Estado que marcó el fin de los amarres 
que instauró la dictadura en el texto de 1980”. 

Las palabras del entonces Presidente Lagos aún resuenan. Siempre conforme a 
Radio Cooperativa, “el Presidente afirmó que este es un día muy grande, 
tenemos razones para celebrar, pues tenemos una Constitución democrática, lo 
que significa el mejor homenaje a las glorias patrias. Hoy despunta la 
primavera”. 

La firma del “nuevo texto constitucional” tuvo lugar “mientras el Coro Sinfónico 
de la Universidad de Chile, el Coro de Cámara de Codelco, y el Coro de la 
Escuela de Carabineros de Chile entonan ‘Himno a la alegría””. 


La nota concluye informando que “los candidatos presidenciales Michelle 


Bachelet y Sebastián Piñera llegaron a la ceremonia” junto al ex ministro del 
Interior y actual secretario general de la Organización de Estados Americanos 
(OEA), José Miguel Insulza, quien fue recibido con aplausos en el Patio de los 
Naranjos. 

Tan importantes fueron las reformas —para muchos una virtual nueva 
constitución- que se eliminó del texto constitucional la firma de Augusto 
Pinochet, la que fue reemplazada por la del Presidente Lagos, agregándose la 
firma de varios ministros de la época: Francisco Vidal, Ignacio Walker, Nicolás 
Eyzaguirre, Sergio Bitar y Yasna Provoste, entre otros. Todos ellos sostienen — 
algunos con impudicia— que la constitución vigente carece de legitimidad. 


¿Cómo explicar que hayan validado con sus firmas una constitución ilegítima? 
El acuerdo desvirtuado: destituir al Presidente 


El primer hecho en tal dirección fue la acusación constitucional contra el 
Presidente Sebastián Piñera, cuyo objetivo era destituirlo de su cargo, poniendo 
así fin anticipadamente a su mandato. Dicha acusación —impulsada por el Partido 
Comunista (PC), pero apoyada casi unánimemente por la oposición— fue 
interpuesta el 19 de noviembre, vale decir, cuatro días después de suscrito el 
acuerdo. 

La acusación fue rechazada por apenas 6 votos de diferencia (79 a 73). Toda la 
bancada del Partido Socialista (PS) y del Partido por la Democracia (PPD), 
ambos firmantes del “Acuerdo”, votaron a favor; 9 de 13 diputados del Partido 
Demócrata Cristiano (PDC) hicieron lo mismo, al igual que 2 de 4 del Partido 
Radical (PR). Todo el Frente Amplio (FA) votó a favor y, por cierto, hizo lo 
mismo el Partido Comunista. 

Gran “coherencia” opositora: firman un “Acuerdo” en que se señala 
textualmente que se suscribe ante el “llamado de S.E. el Presidente Sebastián 
Piñera” e interponen en breve una acusación constitucional para destituirlo de su 


cargo. 


Flagrante contradicción. 

En cualquier caso, nadie podría sorprenderse de la actitud del Partido 

Comunista. Desde el primer día del estallido apoyó todas las expresiones de 
violencia —como lo sigue haciendo- y dejó claro que su objetivo era lograr que el 
Presidente Piñera no terminara su mandato constitucional. 

Lo inexplicable es que objetivamente se sumen a tal estrategia partidos firmantes 
del “Acuerdo”. Por supuesto, los dirigentes de algunas colectividades opositoras 
señalan que no la comparten. Pero, entonces, ¿cómo explican que sus diputados 


la apoyen? 
Tramposa interpretación de los 2/3 


Luego vino la mañosa interpretación de la exigencia de alcanzar, en una eventual 
Convención Constituyente, los 2/3 de los votos de sus integrantes para aprobar 
una nueva constitución. Ese alto quórum fue un elemento crucial para lograr el 
referido “Acuerdo” y su texto y sentido es obvio: se trata de exigir un quórum 
muy alto —en rigor, una supramayoría— para aprobar el texto constitucional; es 
decir, se consagra la exigencia de alcanzar acuerdos, de modo que jamás una 
mayoría estrecha pueda imponer su voluntad. 

Sin embargo, algunos personeros de izquierda levantaron una torcida 
interpretación. Según ellos, lo que significaba tal exigencia era simplemente que 
si un tercio más un voto se negaba a aprobar una determinada materia —por 
ejemplo, las normas que protegen el derecho de propiedad a través de establecer 
en la constitución la fórmula expropiatoria o la existencia misma del Tribunal 
Constitucional o un Banco Central autónomo-, éstas simplemente quedaban 
fuera de la Constitución y pasaban a ser materia de ley simple. 

Inmediatamente algunos señalamos que ello era una tramposa manera de ver las 
cosas. Acto seguido hicimos ver que, ante tal estrategia, otro tercio más uno 
podría adoptar igual predicamento con otros capítulos o disposiciones 


constitucionales. Así las cosas, el resultado previsible era el fracaso de la 


Convención, ya que ninguna norma alcanzaría los 2/3. Si ello ocurría, 
obviamente no habría plebiscito de “salida” y en consecuencia continuaría 
rigiendo la Constitución vigente. 

Ardió Troya. El diputado Gabriel Boric señaló que si ello era así “se cae todo” y 
otros tantos los siguieron en la pataleta. 

Sin embargo, la que prevaleció fue nuestra interpretación: la reforma 
constitucional aprobada para viabilizar el plebiscito señala expresamente que 
“una vez redactada la Constitución por la Convención, o vencido el plazo o su 
prórroga, la Convención se disolverá de pleno derecho”. 

Más claro echarle agua. Si no hay texto aprobado por los 2/3 al vencimiento del 
plazo, la Convención se disuelve y rige la Constitución vigente. ¿Qué quería la 
oposición? Que, en tal evento, la Convención siguiera sesionando ad eternum. 


No se salió con la suya. Pero su mala fe quedó en evidencia. 
“Show” de acusaciones 


La aprobación de la acusación constitucional contra el ministro del Interior, 
Andrés Chadwick, que carecía de todo fundamento plausible, fue la 
demostración definitiva de que la oposición no estaba dispuesta a respetar su 
compromiso de “restablecer el orden público”. 

Así lo expresé en el Senado: “Durante todo el día hemos escuchado juicios y 
opiniones sobre los últimos 30 años del país, sobre su esquema de desarrollo, 
sobre logros y falencias del país, y, por cierto, sobre las razones del estallido 
social. No está en discusión el contexto en que hoy vivimos constituye una 
vulneración a los derechos individuales el que una persona sea declarada 
culpable sin un debido proceso, sin que se acredite la causalidad entre las 
acciones u omisiones que se le imputan y las infracciones constitucionales y 
legales que se invocan, sin que quienes emiten un veredicto lo hagan ajustándose 
estrictamente al contenido de la acusación formulada y, por el contrario, 


invoquen fundamentos o razones ajenas a la misma y sin que se alcancen los 


estándares de culpabilidad que la propia Constitución establece”. 

La acusación fue aprobada en la Cámara de Diputados el 28 de noviembre -13 
días después de la firma del “Acuerdo”— con 79 votos a favor y 70 en contra. De 
nuevo, todo el PS, el PPD, el Frente Amplio y el PC votaron a favor. Esta vez no 
hubo un solo opositor que rechazara el libelo, ya que solo se ausentaron de la 
votación dos del PDC y un PR. En el Senado el resultado fue aún más 
categórico: todos los opositores votaron a favor, salvo uno que se ausentó 
justificadamente. 

Por último, el “show” de las acusaciones culminó con la del intendente de 
Santiago, Felipe Guevara. Se le acusó por intentar normalizar la situación de la 
Plaza Italia, que está transformada en una suerte de “trofeo de guerra” de los 
manifestantes adictos a la violencia. Otra vez, los mismos que se 
comprometieron en el “Acuerdo” a “restablecer el orden público” la votaron casi 
unánimemente a favor en la Cámara de Diputados. En el Senado no alcanzó el 
quórum constitucional, pero todos los senadores opositores presentes la votaron 
a favor, con la sola excepción de Jorge 

Pizarro y Carolina Goic, ambos del PDC, que se abstuvieron. Se ausentaron o 
parearon Felipe Harboe, José Miguel Insulza, Rabidranath Quinteros y Ximena 
Rincón. 

Si el recuento de las acusaciones es determinante para establecer la ambigüedad 
de la oposición ante el fenómeno de la violencia, otro tanto ocurre en el ámbito 
legislativo: leyes tan importantes como la “antibarricadas” y “antisaqueos” se 
logran aprobar pese al rechazo mayoritario de los parlamentarios del PS y del 
PPD. Y nadie puede asegurar que leyes tan importantes como la 
“antiencapuchados” o la que autoriza a las FFAA a cuidar “infraestructura 


crítica” serán aprobadas. 
¿Quién hace campaña del terror? 


El presidente del Senado, Jaime Quintana, lo dijo con todas sus letras a 


principios de diciembre: “Si no se llegara a aprobar en abril la idea de un 
plebiscito para una Constitución nueva estaríamos en una situación 
extremadamente compleja, yo creo que es solo comparable con los peores 
momentos de la crisis, donde se veía todo oscuro, donde se veía incluso el riesgo 
de una fractura institucional”. Por supuesto, no faltaron los que adhirieron a su 
planteamiento. 

Una tesis a todas luces antidemocrática y una verdadera extorsión a la 
ciudadanía: si gana el “Rechazo” vuelve —en verdad, se acentúa, ya que nunca se 
ha detenido— la violencia. Más grave aún fue que adhiriera a ella Genaro 
Arriagada, un destacado servidor público, habitualmente moderado en sus 
argumentos. Sin razón aparente, en una columna en El Mercurio descalificó en 
duros términos la opción “Rechazo” contemplada como una de las alternativas 
en el plebiscito previsto para el 26 de abril. De partida argumentó que la opción 
“Rechazo” era “legal”, pero importaba “una feroz negación del espíritu del 
Acuerdo”. 

El planteamiento es completamente absurdo: el “Acuerdo” estableció dos 
opciones para ser sometidas a la ciudadanía. El evidente y genuino espíritu de lo 
acordado el 15 de noviembre fue que ambas opciones compitieran ante los 
votantes en igualdad de condiciones. Nadie había sostenido que sólo una es 
coherente con el referido “Acuerdo”. De ser tal afirmación efectiva, ¿por qué el 
propio “Acuerdo” estableció la alternativa? Más grave aún, si una parte resuelve 
que sólo su opción es legítima, ¿cómo se alcanza la paz? 

Arriagada también afirmó que el “Rechazo” era “imprudente”, que agravaría la 
“polarización de la sociedad” y señaló temerariamente que era una “insensatez” 
el “pretender que ese resultado pueda traer la paz social”. 

En otras palabras, no cabe sino concluir que para importantes sectores de la 
oposición, solo la opción “Apruebo” asegura la gobernabilidad. ¿Qué significa 
eso? ¿Que si el “Rechazo” es mayoritario, la oposición no va a respetar el 
resultado? ¿Que van a intentar recrear las condiciones del 18 de octubre, en que 


la violencia tuvo en jaque la estabilidad misma de la democracia? ¿Que una 


minoría puede siempre hacer prevalecer su punto de vista, “por las buenas o por 
las malas” como anticipó hace algunos años un académico opositor? Es 
completamente antidemocrático y fronterizo con la amenaza aventurar que sólo 
una opción de las dos contempladas en el plebiscito conduce a la normalidad. 
Más aún, ante tal afirmación es lógico preguntarse: ¿quién en este plebiscito 


impulsa la campaña del terror? 
La “revelación de Mesina” 


Si faltaba algún antecedente para terminar de constatar cómo se ha desvirtuado 
el camino del “Apruebo”, este vino de la mano de las declaraciones de Luis 
Mesina, uno de los jefes de la llamada Mesa de Unidad Social, que 

agrupa a una serie de organizaciones que han organizado las manifestaciones 
Callejeras, paros nacionales y que trabajan coordinadamente con los partidos 
opositores. 

¿Cuál fue la “revelación” de Mesina? El dirigente planteó que “dada la 
capacidad de movilización, puede que los constituyentes se constituyan en la 
primera reunión y se autodeclaren soberanos y se acaba todo. Se cierra el 
Congreso inmediatamente. Y eso es una apuesta que depende de nosotros”. Y no 
se quedó ahí: “La soberanía descansa en el pueblo, si éste decidiera cerrar una 
institución que ha perdido legitimidad, en lo absoluto sería antidemocrático”. 
¿Cuál fue la respuesta de la dirigencia opositora ante ese “manifiesto”? Algunas 
críticas para salir del paso, pero ninguna afirmación seria destinada a “separar 
aguas” de las organizaciones que formularon tal planteamiento. 

No sólo eso: pasaron solo unos pocos días para que los partidos opositores — 
desde el Frente Amplio al PDC— aplaudieran la conformación de un “Eje Social 
Constituyente”, apenas un nuevo nombre de fachada para la llamada Mesa de 
Unidad Social, y se coordinaran para las actividades de apoyo a la opción 
“Apruebo”. Sin ir más lejos, el secretario ejecutivo del comando del PDC por tal 


opción declaró que “tales organizaciones tienen un buen trabajo territorial y es 


ahí donde se jugará esta elección”. 
Un ejemplo de oportunismo político. Crítica para la galería, agradecimiento para 


hacer campaña. 
Rechazar para reformar 


El clima político polarizado, la persistencia de las “funas” como método de 
amedrentamiento de los adversarios, la ambigúedad frente a la violencia, el 
apoyo sistemático a manifestaciones que de pacíficas tienen sólo el nombre, 
entre otros elementos, justifican sobradamente apoyar la opción “Rechazo”. 

El plebiscito de abril tiene dos opciones para el cambio constitucional. El 
“Apruebo” ha perdido su fisonomía inicial y hoy se muestra como un camino 
inseguro, inestable y bajo la incertidumbre de la famosa “hoja en blanco”. El 
“Rechazo”, a la inversa, es un camino seguro en que el cambio constitucional se 
realiza por vías inobjetablemente democráticas, reglas conocidas y lejos de la 
violencia. 

Hay un número minoritario de dirigentes de la centroderecha que persisten en el 
apoyo al “Apruebo”. Ojalá calibren el cambio de escenario y mediten desde qué 
lugar se puede defender mejor los principios del sector. Por lo demás, tal es el 
proceso que están viviendo muchos chilenos. Así lo demuestran las encuestas 
que acreditan el avance del “Rechazo”. 

La verdad es que cuesta, a estas alturas, comprender el razonamiento de quienes 
siguen aferrados al “Apruebo”. ¿Qué sentido tiene seguir sumados a una 
estrategia conducida por la izquierda en la que sólo serán “vagón de cola”? ¿No 
han sido testigos de cómo se ha desvirtuado la opción “Apruebo”? 

Por supuesto, tal crítica no se le puede formular a aquellos que, súbitamente, han 
adherido a planteamientos que siempre les fueron ajenos. Hay quienes señalan, 
por ejemplo, que la actual Constitución es “espuria”. Sería interesante, por 
cierto, que informaran desde cuándo piensan de tal manera. Otros se suman a la 


crítica destemplada al actual orden constitucional. Sin embargo, hasta ahora 


ninguno de tales dirigentes de la centroderecha han señalado cuáles de las 
disposiciones de la actual constitución les resulta repugnante. 

Hay otro grupo de dirigentes que piensan que siempre es mejor estar en el 
“bando ganador”. Paradojalmente muchos de ellos confiesan que “lo mejor 

para el país sería que el resultado fuera estrecho y que ojalá el “Rechazo” supere 
la barrera del 40%, para que el país tenga equilibrio político”. Sin embargo, 
hacen todo lo posible para que el resultado sea opuesto al que prefieren. ¿Quién 
los entiende? 

Y no faltan los que creen que haciéndole reverencias a nuestros adversarios 
contarán con sus votos en futuras elecciones. Es un doble error: mitad 
oportunismo, mitad ingenuidad. 

Desde la oposición se intenta caricaturizar el apoyo al “Rechazo”, haciéndolo 
aparecer como una alternativa por el inmovilismo, para que “nada cambie”. Es 
una falacia: quienes estamos por el “Rechazo para Reformar” ya hemos expuesto 
un conjunto de reformas constitucionales que impulsaremos y sostenemos que es 
un error paralizar el país por los dos años que tomaría el proceso constituyente 
de ganar el “Apruebo”. Hay muchas reformas que se pueden y deben impulsar 
ahora, sin esperar por un resultado que nadie puede adivinar. 

Por último, no está demás volver a un hecho fundamental: no hay razón válida 
para objetar que los cambios constitucionales sean realizados por el actual 
Congreso. La tesis de que el Congreso carecería de legitimidad simplemente no 
se sostiene. Los actuales miembros fueron electos hace dos años a través del 
sistema proporcional que reemplazó al binominal. El “ Acuerdo” establece que 
los miembros de una eventual Convención serían electos utilizando el mismo 
sistema electoral. La pregunta que la oposición no atina a responder es muy 
simple: ¿Por qué los actuales miembros del Congreso carecerían de legitimidad 
y los futuros miembros de una eventual Convención sí la tendrían? 

Hoy el camino del “Rechazo” muestra innegables ventajas para zanjar la actual 
crisis política: es una ruta previsible, con reglas conocidas e inobjetablemente 


democrática. Permite realizar cambios sin partir de cero, despeja la 


incertidumbre que rodeará el funcionamiento de una eventual Convención, 
asegura una deliberación respetuosa de las distintas posiciones y, algo no menor 
en las circunstancias que vive el país: es un procedimiento institucional menos 
expuesto a la amenaza de la violencia y el amedrentamiento que ya existe y que 
algunos quisieran perpetuar y acrecentar hacia adelante como método para hacer 


prevalecer sus planteamientos. 


La nueva constitución es otro mito más de la izquierda 


Cecilia Cifuentes 
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Hace varios años que estamos viviendo en un mar de consignas erradas. Se trata 
para mí de un “falso relato”, eso que los intelectuales plantean como clave para 
ganar y luego ejecutar un buen gobierno, nos está llevando a frustrar el objetivo 
de alcanzar el desarrollo. La “Nueva Constitución” pasa a ser el compendio de 
todas esas consignas, la falacia mayor, una falsa promesa de bien común que nos 
hará chocar con el muro del fracaso. 

Entonces, votar “Rechazo” es una forma efectiva de detener ese festival de 
mentiras y diagnósticos errados sobre los problemas de Chile, que por cierto 
existen y deben ser corregidos. El “Rechazo” es un paso en la dirección correcta 
para corregir los problemas y enmendar el rumbo hacia la meta del desarrollo. 

El diagnóstico errado sobre los problemas del país se inició con las respuestas 
que empezó a proponer la izquierda a partir de las marchas estudiantiles de 2011. 


Sin embargo, los problemas en este camino al desarrollo se habían iniciado al 


menos diez años atrás, con las debilidades que nos mostró la “Crisis Asiática”. 
La década anterior a esta crisis había sido la mejor de la historia reciente de 
Chile en términos de crecimiento, producto de la combinación virtuosa de las 
reformas económicas e institucionales del gobierno militar y el retorno a la 
democracia, lo que permitió 12 años con un crecimiento promedio de 7%, 
basado principalmente en aumentos de productividad. Se mostraba de esta forma 
lo que plantean las teorías modernas de crecimiento; la importancia de los 
factores institucionales en la productividad: el Estado de Derecho, el respeto a la 
propiedad privada, la autonomía del Banco Central, elementos centrales de la 
Constitución de 1980 y de sus primeras reformas en 1989. 

Posterior a la “Crisis Asiática”, el crecimiento de la productividad nunca volvió 
a lo que había sido en la década anterior, y tampoco se recuperaron las tasas de 
ahorro e inversión. El mundo político fue incapaz de dar una respuesta 
institucional suficientemente exitosa a la necesidad de seguir creciendo y 
avanzando en materia social. Esa respuesta vino, en cambio, del elevado 
crecimiento chino, que nos generó a partir de 2003 una década de bonanza 
espectacular del precio del cobre. 

Se inició entonces eso que algunos expertos han llamado “la maldición de los 
recursos naturales”, nombre que me parece muy apropiado para describir el 
fenómeno que empezó a enfrentar nuestro país. El ingreso nacional aumentó 
producto de este “maná caído del cielo”, lo que además fue especialmente 
favorable para las finanzas públicas, no sólo por los aportes de Codelco, sino 
incluso más por los impuestos de la minería privada, y por la recaudación en 
general de una economía que crecía en base a aumentos de la inversión y la 
ocupación, sin que la productividad acompañara el proceso. Las modificaciones 
económicas e institucionales, que en la primera década del retorno a la 
democracia habían tenido foco en el crecimiento, empezaron a dirigirse más a 
temas sociales, siendo la reforma previsional del 2008 un ícono importante en 
esta dirección. La reforma fiscalmente más costosa hasta ese momento se hizo 


sin aumento de impuestos, sólo producto de esa bonanza del cobre. 


Las demandas sociales se empezaron a hacer más patentes, el gobierno tenía los 
recursos suficientes para paliar los efectos de la “Crisis Subprime”, que 

resultó finalmente bastante inocua en comparación con la “Crisis Asiática”, no 
sólo por el significativo impulso fiscal, sino también por la expansiva respuesta 
china, que al poco tiempo se tradujo en términos de intercambio aún mejores a 
los del período previo a la crisis. La situación fiscal se recuperó rápidamente, lo 
que mantuvo la percepción errada de que el país podía seguir financiando las 
demandas sociales. Ya empezaba a hacerse más fuerte la percepción acerca del 
rol del Estado en la satisfacción de las demandas sociales y en la redistribución 
del ingreso, a pesar de que diversos estudios mostraban que era el crecimiento, y 
la creación de empleo que lo acompaña, el factor más importante en explicar las 
mejorías sociales que el país había logrado. 

Las protestas estudiantiles, tanto las de 2006 como las de 2011, hacen evidentes 
problemas reales, ciertamente no originados en el sistema del libre mercado, sino 
en las carencias en la política educacional del Estado. Efectivamente, la calidad 
de la educación parecía estancada, muchos jóvenes, que eran primera generación 
en acceder a la educación superior empezaron a ver frustradas sus expectativas 
de que un título universitario, por el cual se habían endeudado, les permitiría un 
desarrollo profesional efectivo. 

En ese clima, el discurso de la desigualdad y de un mayor rol del Estado empieza 
a encontrar tierra fértil, la izquierda y la centroizquierda ven que por esa vía 
pueden recuperar el poder, y se empieza a perder un elemento central en el éxito 
de nuestro país: la calidad de las políticas públicas. En vez de enfrentar los temas 
educacionales con la corrección de los instrumentos que estaban fallando, nos 
empezamos a ir por el camino fácil de las consignas. El problema era el lucro en 
la educación y la segregación producto del aporte de recursos de los padres, por 
lo que la respuesta debía ser la gratuidad y el fin del lucro, con un rol aún mayor 
del Estado en el proceso, a pesar de que técnicos de todos los sectores se 
mostraban contrarios a ese discurso. 


Por otra parte, dado que los elevados precios del cobre seguían permitiendo 


resultados satisfactorios de crecimiento sin avances de productividad, se cae en 
el error de creer que los aumentos del PIB son parte de la naturaleza, algo dado. 
Tal como una familia que se gana la lotería por muchos años seguidos, el 
conflicto empieza a ser cómo gastarse esa bonanza, en vez de centrarse en cómo 
generarla hacia futuro, que era lo realmente importante en pro del desarrollo. 

El problema pasa a ser que “el chancho está mal pelado”; tenemos que disminuir 
la desigualdad a través de mayores transferencias del Estado, para lo cual 
debemos lograr que los ricos paguen más impuestos. ¿Y cómo? Se debe eliminar 
el Fondo de Utilidades Tributables (FUT), que permite postergar el pago de 
impuestos al capital en la medida en que las utilidades se reinviertan, y que lleva 
a que los dueños de las empresas paguen menos impuestos. Frente a esa nueva 
consigna errada, que deja de lado el hecho de que en una economía abierta los 
impuestos al capital los terminan pagando principalmente los trabajadores, se 
implementan dos reformas tributarias erradas y sin sustento técnico, que le pegan 
fuertemente a la inversión y al crecimiento, y por supuesto, también al empleo 
formal y a los ingresos laborales. 

Nuevamente, la falta de rigor en la implementación de políticas públicas nos 
pasa la cuenta. En vez de corregir los problemas del instrumento, como era el 
que algunos retiros de utilidades “se disfrazaran” de reinversión, lo que requería 
ser mejor fiscalizado y sancionado, se altera la esencia de una política tributaria 
que había sido clave en el significativo aumento del ahorro y la inversión en la 
llamada “docena dorada de crecimiento” entre 1986 y 1997. 

La mitología en la elaboración de políticas públicas se dio también en materia 
laboral. A pesar de la clara demostración de que era el crecimiento lo 

que permitía mejorías en la situación de los trabajadores, se vuelve la mirada 
hacia el concepto sesentero de lucha de clases. Los trabajadores sólo podían 
mejorar su situación si captaban una mayor porción de la renta, y para eso se 
debía empoderar a los sindicatos a través, entre otros, de la prohibición absoluta 
del reemplazo en la huelga. Poco importaba el que en una economía abierta no 


existen “rentas” en el largo plazo, y que en un contexto de rápida automatización 


iban a ser los propios trabajadores los que perdieran, al hacerse más costosa la 
contratación. Tampoco el hecho de que incluso en países con alto 
proteccionismo laboral, el reemplazo interno no fuera considerado reemplazo. 
En Chile optamos por darles a los sindicatos el poder para paralizar por 
completo las empresas, prohibiendo todo tipo de reemplazo, sin condenar 
tampoco la violencia en las huelgas. Encarecer el costo laboral para las empresas 
ha sido la tónica de las políticas que se han tomado en ese ámbito en los últimos 
tres gobiernos. No es de extrañar entonces que el país no muestre avances en 
formalidad laboral, y que a pesar de haber alcanzado un nivel de ingreso medio, 
un tercio de los trabajadores no acceda al mercado formal, lo que perjudica 
especialmente a los sectores más vulnerables. 

En el intertanto, ya se había creado el mito de la “Nueva Constitución”, ya que 
para establecer de verdad los derechos sociales se hacían necesarios cambios 
institucionales más profundos. Esta nueva Constitución era parte también del 
perjudicial programa de reformas de Bachelet II, pero había sido tal la 
desprolijidad, problemas y efectos negativos de las reformas educacional, 
tributaria y laboral, que el proyecto constitucional no logró ver la luz. 

La ciudadanía pareció percibir el daño del programa de Bachelet II, el efecto 
negativo del llamado “otro modelo”, reeligiendo a Sebastián Piñera con la 
promesa de lograr “tiempos mejores”, aunque el estreno de una nueva 
legislación electoral se había traducido no sólo en que el gobierno estaba en 
minoría en ambas cámaras, sino también en un Congreso más fragmentado, con 
un mayor peso de la izquierda más dogmática y radicalizada. 

Se produjeron entonces a mi juicio dos errores de diagnóstico por parte del 
nuevo gobierno: el primero, que era factible con algunas reformas revertir el 
daño del gobierno anterior, y el segundo, más grave, que iba a ser posible 
aprobar esas reformas en el Congreso, cuando ya no existía en absoluto en el 
mundo político la capacidad de hacer reformas con un sustento técnico serio. La 
mal llamada “tecnocracia” ya había sido sustituida totalmente por las consignas 


simplistas y fáciles de difundir en las redes sociales. Se instala por parte de la 


izquierda, sin ningún rigor técnico, la idea de que el gobierno sólo quería 
favorecer a los “súper ricos”, las AFP eran las responsables de las bajas 
pensiones y el neoliberalismo era el culpable de los problemas sociales y la 
desigualdad. 

En definitiva, los “tiempos mejores” no llegaron, generándose un creciente 
malestar en la población, que ya se veía afectada por seis años de un crecimiento 
muy bajo. Si además sumamos otros ingredientes a este caldo, como el 
desprestigio de las élites y el debilitamiento por años del Estado de Derecho, se 
dieron las circunstancias para el estallido de violencia del 18 de octubre, cuyos 
efectos estamos sufriendo, y cuyo desenlace es aún una incógnita. 

Como planteé al inicio, es evidente que el país tiene importantes desafíos 
pendientes para alcanzar el desarrollo. Debe lograr aumentos de productividad 
que permitan recuperar el crecimiento, único camino para lograr mejoras 
sociales sostenibles. Sin duda también necesitamos mejor política, tanto en 
términos de la calidad de las políticas públicas como en recuperar un clima de 
amistad cívica. Debemos reforzar el Estado de Derecho, de tal forma que los 
actos tengan consecuencias, tanto para los empresarios que se coluden, los 
políticos que se corrompen, los evasores de impuesto y del transporte público, 
los fraudes de licencias y, por supuesto, también el vandalismo, la destrucción de 
colegios y el desprecio a la autoridad. En definitiva, mayor cultura cívica, el 
respeto por el otro, que es probablemente lo que más nos diferencia de un país 
desarrollado. 

¿Y qué pasa con las demandas sociales? Porque más allá de la violencia, es 
evidente que existe un malestar en parte importante de la población. A mi juicio, 
este malestar proviene de dos vertientes: primero, la crisis de confianza generada 
en las fallas éticas de las élites políticas, empresariales y religiosas; y segundo, 
las dificultades socioeconómicas que, más que originarse en la desigualdad de 
ingresos, se explican en un período de seis años de debilidad económica y en el 
deficiente rol del Estado en la provisión de servicios públicos. 


Ninguna de estas causas tiene que ver con la constitución y menos aún con el 


modelo de desarrollo, sin embargo, la mitología vuelve a unirlas. Es así como 
equivocadamente se plantea que para resolver las demandas sociales es necesario 
cambiar el modelo de desarrollo, y para eso, se requiere una nueva constitución. 
El mundo político hace ahora un mea culpa, por haber hecho “oídos sordos” a 
las demandas sociales de la población, y que de ahora en adelante eso debe 
cambiar. Suena empático, pero es totalmente falso. Dificulto que existan muchos 
países que hayan incrementado sus recursos para gasto social en forma tan 
significativa como el nuestro en las últimas décadas, muy por sobre lo que ha 
aumentado el PIB per cápita. Efectivamente, el gasto social per cápita ha crecido 
a una tasa real por año de 5,4% en las últimas tres décadas, tomando en cuenta lo 
que se gasta en educación, salud, vivienda, protección social y subsidios de 
transporte, mientras que el ingreso per cápita creció a una tasa promedio anual 
de 3,4%. Se trata de un aumento muy considerable, que medido en monto y 
considerando al 80% de la población que recibe beneficios del Estado, se traduce 
en un gasto social por persona (en moneda de hoy) que ha pasado de $530.000 
anuales en 1990 a cerca de $2.500.000 en 2019. Por lo tanto, la idea de los 
“oídos sordos” no tiene ningún sustento; no sólo hemos crecido 
económicamente, sino que además lo que hemos destinado a satisfacer 
demandas sociales ha aumentado a un ritmo muy superior al del aumento 
promedio de ingresos. 

Entonces, ¿por qué tanto descontento? Habría que preguntarse si los beneficios 
que está recibiendo una parte muy mayoritaria de la población efectivamente son 
valorados en lo que nos están costando como país, y la respuesta más probable 
es que no. De hecho, la desigualdad de ingresos en Chile prácticamente no 
cambia luego de la acción del Estado. Entonces el problema es que la calidad de 
esos servicios públicos no ha mejorado, a pesar del significativo aumento de 
recursos. No se trata de “oídos sordos”, sino de un aparato estatal ineficiente y 
crecientemente capturado, que impide que esos crecientes recursos se traduzcan 
en servicios públicos de un valor equivalente. La respuesta correcta a las 


demandas sociales es la reforma del Estado, y no seguir destinando más y más 


recursos, que parecen caer en un barril sin fondo de ineficiencia y malas 
prácticas. 

¿Puede una nueva constitución que parta de cero lograr ese mayor desarrollo 
económico y cultural, o es otro mito más de los muchos que nos han 
acompañado en los últimos años, y que nos han hecho tanto daño? Debo 
reconocer que mi primera reacción frente al “Acuerdo por la Paz Social y la 
Nueva Constitución” alcanzado el 15 de noviembre fue la aprobación, y no 
porque en algún momento pensara que una nueva constitución fuera una 
condición necesaria para avanzar, sino porque después de años de un clima 
político fuertemente confrontacional, se había logrado construir un acuerdo 
transversal de las fuerzas políticas democráticas, lo que parecía destacable y 
meritorio en sí mismo, y generaba la esperanza de que esa actitud de amistad 
cívica se mantuviera hacia adelante. Ese consenso era necesario para condenar 
en forma clara y abierta la violencia, recuperar el orden público y la vigencia del 
Estado de Derecho, todas condiciones absolutamente necesarias y mínimas para 
avanzar en los desafíos pendientes. 

Lamentablemente no fue así, el clima confrontacional, de “negar la sal y el 
agua”, de una condena tibia a la violencia, en la medida en que puede ser 
funcional a agendas políticas personales, de insistir en reformas técnicamente 
erróneas, se mantuvo, y en muchos casos se agudizó hasta el extremo, 
aprovechando la notoria debilidad del gobierno. Mientras se hablaba de la 
necesidad de tener una nueva constitución, parlamentarios de todos los sectores 
violaban impunemente la normativa de la actual. ¿Y para qué una nueva 
constitución si finalmente cada uno hace lo que le parece mejor para ganar votos 
y las leyes no tienen importancia para parte importante del mundo político? 
¿Qué se saca con tener nuevas normas si no se considera como algo esencial el 
respeto al Estado de Derecho? 

La crisis que enfrentamos es, finalmente, mucho más profunda de lo que parece, 
más allá del problema de la violencia, que es gravísimo y debería ser intolerable. 


Aunque por supuesto hay excepciones, la clase política está descompuesta, y no 


tanto por vínculos ilegítimos con el mundo privado, sino principalmente porque 
el único objetivo que cuenta es mantenerse en el poder, el bien del país parece 
irrelevante. 

En este contexto, estoy convencida de que el voto “Rechazo” es la forma más 
clara de transmitir el mensaje de que lo que necesitamos es una mejoría del 
mundo político en su globalidad, no una nueva Constitución. Es cierto que las 
instituciones son claves, pero si las personas no respetan esas instituciones, es 
equivalente a que no existan. ¿Es un imposible lo que se requiere? No lo es, de 
hecho, en esa “docena dorada” tuvimos las instituciones y las personas, y el 
resultado fue destacable. Con instituciones similares y mejor calidad de la 
política es factible lograr mejorías para todos. 

El triunfo del “Apruebo” se traduciría en seguir aplicando herramientas erradas a 
los problemas, como ha sido la tónica de las reformas de los últimos años, 
“rascar donde no pica”. El mundo político se abocaría entonces a la casi 
imposible tarea de lograr consensuar normas constitucionales en un clima de 
violencia y de enemistad cívica, dejando de lado el hecho de que antes que 
nuevas normas necesitamos revertir precisamente esos dos serios problemas. 

En estas condiciones, sólo veo un camino que nos permita recuperar la difícil y 
necesaria senda del desarrollo: el triunfo de la opción “Rechazo” el 26 de abril. 
Será un mensaje claro de que esta forma de hacer política es inaceptable para la 
mayoría de los chilenos. Se deben recuperar primero los elementos esenciales 
para el logro del bien común: el respeto al Estado de Derecho y la democracia, 
en un clima de convivencia pacífica, de competidores políticos y no de 
enemigos, en que queden excluidos de las decisiones aquellos incapaces de 
respetar esas normas básicas. 

Logrado lo anterior, por supuesto que es totalmente viable buscar 
perfeccionamientos de la actual Carta Fundamental, dentro de los cuales los 
temas de organización política y electoral parecen importantes. Lograr una mejor 
relación institucional entre el poder Ejecutivo y Legislativo podría ser un camino 


necesario para atenuar los problemas actuales. Y si se trata de reformas claves, 


mucho más que la constitución, lo que se requiere es una reforma de fondo del 
Estado, no sólo para satisfacer de mejor forma las legítimas demandas de 
mejores servicios públicos por parte de la población, sino también para que el 
funcionamiento del aparato estatal deje de ser una traba en el proceso de 
desarrollo de la empresa privada, y pase a ser de verdad un agente colaborador. 
La reforma del Estado es clave no sólo para liberar los recursos necesarios en la 
agenda social, sino también para darle un impulso a la productividad y al 
desarrollo, lo que al mismo tiempo termina siendo la más poderosa agenda 
social, como lo demuestra claramente nuestra historia económica reciente. 

En conclusión, yo RECHAZO para mostrar en forma clara que hay un camino de 
búsqueda efectiva del bien común, pero que no pasa ni de cerca por abocar las 
escasas energías de búsqueda de acuerdos con las que contamos a la elaboración 


de una nueva Carta Fundamental, a partir de una hoja en blanco. 


Tres razones para votar “Rechazo” 
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Abogado de la PUC. Consultor de empresas. Columnista y analista político. 


Actualmente es miembro del directorio de TVN. 


Las razones por las que una persona de izquierda -que básicamente cree que el 
rol del estado es modelar una sociedad más o menos igualitaria- quiere una 
nueva constitución para Chile son más o menos evidentes. Sin embargo, me 
resulta difícil comprender los motivos que podrían llevar a alguien de carácter 
conservador o de pensamiento liberal libertario a votar “Apruebo” en el 


plebiscito de abril y por eso este artículo es un intento de reflexión dirigido a 


quienes desde esa vereda tienen dudas o derechamente creen que es bueno entrar 
en esta ruta constituyente. 

Votaré rechazo por tres razones: primero, porque Chile no necesita una nueva 
constitución; segundo, porque este proceso no conduciría a una constitución 
nacida en democracia; y, tercero, porque un triunfo significativo del “Apruebo” 
llevaría muy probablemente a una desestabilización institucional de la mayor 
gravedad. 

Chile no necesita una nueva constitución. El argumento tan manido de que la 
carta fundamental carece del atributo de representar a todos los chilenos, porque 
nació bajo un régimen dictatorial y contiene un modelo de sociedad únicamente 
compatible con el proyecto de la derecha, es sencillamente una falacia. 

Así también lo es la pretensión de que se puede redactar una constitución 
“neutra” o, dicho de otro modo, una constitución “mínima”, de forma tal que sus 
prescripciones sean tan generales que nos representen a todos. 

Ambos mitos prescinden de un dato básico: la nuestra sigue siendo una sociedad 
en que no hay un marco de acuerdo, un consenso sobre la naturaleza de la 
sociedad política, sus fines y facultades, que hagan innecesario regular con cierto 
detalle tanto los derechos individuales como las atribuciones del estado. 
Coexisten proyectos políticos radicalmente incompatibles en su visión de la 
libertad de enseñanza, la libertad de conciencia, la propiedad y la explotación de 
los recursos naturales; en términos generales, acerca del sentido y alcance de 
aquello que llamamos libertad individual. 

El proyecto político que promueve no solo el Partido Comunista, sino buena 
parte del Frente Amplio e incluso sectores del Partido Socialista, es incompatible 
con una constitución que reconozca la autonomía del individuo por sobre la 
sociedad política en términos mínimamente aceptables para la centroderecha. 

No existe un texto que merezca llamarse constitución que pueda concitar el 
acuerdo de 2/3 del actual Congreso, por colocar la cifra convenida entre los 
distintos sectores políticos que abrieron la puerta a este proceso. 


“La casa de todos” es una utopía, un verdadero “caballo de Troya” que conduce 


a un enfrentamiento cuyo único resultado posible es un texto que seguirá siendo 
inaceptable para una parte relevante del país. La cuestión constitucional no se 
cerrará, por la sencilla razón que no existe el grado suficiente de acuerdo sobre 
el modelo de sociedad y la estructura de derechos en que ella deba fundarse. 

El argumento contrario es bastante conocido, muchos dirán que parto de una 
base exageradamente fatalista: los chilenos somos capaces de ponernos de 
acuerdo, primará la racionalidad y la capacidad de diálogo. Elegidos los 
constituyentes, se abrirá un espacio de debate racional, pues los chilenos siempre 
hemos sido capaces de ponernos de acuerdo en los grandes momentos. 

Pero todas esas no son más que frases voluntaristas, mezcla de ingenuidad e 
incapacidad para aceptar la realidad tal como es. Una parte importante de la 
izquierda se ha negado a rechazar la violencia desatada a contar del 18 de 
octubre; más aún, muchos de ellos la han alentado. El Congreso está lleno de 
proyectos de ley que muestran una visión incompatible con la sociedad que 
hemos construido en los últimos treinta años. 

Capacidad de ponernos de acuerdo solo hemos tenido en el período en que la 
extrema izquierda estuvo fuera del Congreso y la expresión política del llamado 
progresismo era una socialdemocracia que actuaba sin la fiscalización y la 
censura permanente de los grupos extremos que volvieron a integrarse a ambas 
cámaras legislativas, especialmente después que derogamos el sistema electoral 
mayoritario para volver a uno proporcional. 

Para aquellos que creen que es posible llegar a esa “casa de todos” es un buen 
ejemplo recordar lo que sucedió con el sistema electoral. La izquierda denunció 
el sistema mayoritario -el estigmatizado binominal- como la causa de todos los 
males de la política; así también era la causa de la falta de legitimidad del 
Congreso. Por ello, era indispensable cambiarlo por un sistema que no excluyera 
a ningún grupo, cuando todos estuvieran representados. Entonces sí tendríamos 
un cuerpo legitimado, lo más parecido a “la casa de todos”. 

Pues bien, se cambió el sistema, fuimos a un proporcional en que tenemos 


diputados con un 1% de los votos, nadie puede reclamar exclusión. Sin embargo, 


este Congreso, el primero elegido con las reglas que supuestamente permitirían 
recuperar su legitimidad, ha sido denunciado por la misma izquierda que antes 
clamaba por la exclusión, como un órgano carente de legitimidad para ejercer la 
más básica de sus potestades: la constituyente. 

Pero tenemos que creer -ahora sí- que con la nueva constitución la tierra 
prometida del pacto de todos se hará realidad. 

A la luz de la experiencia, no es razonable creer que la meta de la “constitución 
de todos” es posible y tampoco es verdad que el texto actual provoque un 
rechazo ciudadano que lo vuelva una Carta ilegítima. En esencia una 
constitución es un cuerpo político jurídico que resuelve el problema del poder en 
una sociedad, estableciendo los derechos individuales, así como la organización 
del estado con sus distintos órganos, competencias y potestades. 

El objetivo de una constitución es establecer las bases de un ordenamiento 
jurídico que provea de seguridad a las personas y de estabilidad política a la 
sociedad, permitiendo el mayor desarrollo espiritual y material posible. Desde 
luego, no doy a la expresión “espiritual” una connotación religiosa, sino a la 
capacidad del ser humano de elegir y desarrollar su proyecto de vida en 
conformidad con lo que le dicte su conciencia, en la medida que no sea contra 
derecho ajeno. 

Pues bien, esta constitución no solo ha cumplido con esta misión, sino lo ha 
hecho en mayor medida que ninguna otra en nuestra historia. Esta constitución 
permitió un tránsito ordenado y pacífico desde un régimen dictatorial a uno 
democrático; permitió, asimismo, transitar desde ser una de las sociedades más 
pobres de América Latina a ser la de mayor desarrollo del subcontinente 
americano, con los mejores indicadores económicos y sociales de su historia. 
Permitió, por último, el período de mayor estabilidad política y social de nuestra 
vida republicana, con el mayor grado de libertades públicas e individuales. 

Sólo aquellos que niegan estas afirmaciones y sostienen que los últimos treinta 
años han generado una sociedad llena de desigualdades e injusticias, con un 


modelo neoliberal que ha vuelto más pobres a los pobres y más ricos a los ricos, 


que ha mercantilizado las relaciones sociales y ha destruido la ciudadanía, al 
convertir los derechos sociales en bienes de consumo, pueden justificar su 
demanda por una nueva constitución. 

La pregunta que surge es obvia: ¿dónde está la visión ideologizada de nuestra 
sociedad, en la constitución vigente o en quienes niegan el enorme progreso 
alcanzado bajo ella para construir algo completamente diferente? 

La doctrina distingue entre la legitimidad de origen y la legitimidad de ejercicio 
de los cuerpos constitucionales. Es difícil encontrar una constitución cuya 
legitimidad inicial provoque consenso, pues los casos de una ruptura 
constitucional pacífica y pactada democráticamente son casi de laboratorio, 
probablemente el nacimiento de la República Checa después de la caída de la 
Cortina de Hierro sea un ejemplo. Pero la regla general es que las constituciones 
surgen como consecuencia del quiebre del orden constitucional previo. Lo 
importante es verificar si ese quiebre, una vez superada la crisis que le dio 
origen, conduce a un sistema político y social estable, que provea seguridad 
jurídica, paz social y progreso. 

Este es el caso de nuestra constitución, ampliamente modificada en democracia, 
aplicada por sucesivos gobiernos de distinto signo, por Congresos de diferente 
integración, acatada por nuestro sistema de justicia de manera regular e 
indisputada. Es difícil sostener que alguna de las constituciones anteriores de 
nuestra historia pudo haber alcanzado mayor grado de legitimidad social e 
institucional, salvo por un solo aspecto: el permanente ataque político de que ha 
sido objeto por parte de la extrema izquierda. 

Aunque ahora lo niegue y trate de explicar lo inexplicable, hasta antes de este 
estallido de violencia la propia socialdemocracia se había conciliado con el texto 
constitucional, a través de la profunda reforma realizada bajo el gobierno del 
Presidente Ricardo Lagos, con la que le puso su firma. 

Segunda razón: no es efectivo que este proceso conducirá a una constitución 
nacida en democracia. Quienes afirman esto simplemente prefieren ignorar la 


realidad o tienen una visión muy distorsionada de lo que es un estado 


democrático de derecho. 

El acuerdo por el que se convino un proceso para una nueva constitución no fue 
producto de un diálogo libre e institucional. La violencia había llegado a tal 
intensidad y extensión en el país que fue necesario buscar un camino que 
apaciguara los ánimos de los violentistas que estaban destruyendo la propiedad 
pública y privada en las principales ciudades de Chile. 

Si no hubiera existido esa presión completamente ilegítima sobre el sistema 
político, jamás se habría abierto esta puerta y, de hecho, a contar de la firma de 
ese acuerdo la Constitución está virtualmente derogada, al punto que la fuerza 
pública es incapaz de asegurar el orden y la seguridad a las personas. 

En el momento de escribir este artículo nadie puede asegurar realmente cómo 
será el mes de marzo, en términos de violencia; por primera vez la Prueba de 
Selección Universitaria tuvo que repetirse en tres ocasiones, pues el estado se 
vio impotente para asegurar la tranquilidad de los colegios en que se rindió. 

Así las cosas, un primer hecho objetivo es que este proceso comienza mediante 
la imposición por la fuerza que colocó al sistema político ante la inminencia de 
un estado de anarquía de consecuencias impredecibles. 

Tampoco se puede afirmar que este sea un proceso que se ubique dentro del 
régimen institucional. Las normas jurídicas son esencialmente generales y 
abstractas, vale decir, se dictan para regular situaciones hipotéticas y sin que el 
legislador conozca a quiénes en concreto se aplicarán. Nada de esto ha ocurrido 
aquí. Una vez desatada la crisis, en lugar de aplicarse las normas generales 
vigentes, éstas fueron derogadas para imponerse regulaciones ad hoc, carentes de 
toda objetividad, en absoluto impersonales y menos aún redactadas y aprobadas 
en un ambiente de libertad. 

Se puede decir que este es un proceso institucional en lo formal, pero no que lo 
es sustantivamente; buen indicador de esto es la ambigiedad de sus 
estipulaciones, así como cierto nivel de incoherencia, que ha debido irse tratando 
de corregir en el camino, todas expresiones de la improvisación con la que se 


actuó. Es el caso de la paridad de género, del mecanismo de elección de los 


convencionales e incluso del esfuerzo por salvar la dignidad llamando 
convención a un órgano constituyente íntegramente elegido al efecto: una 
asamblea constituyente o, como gusta decir al presidente venezolano Nicolás 
Maduro, simplemente una “Constituyente”. 

A lo anterior se suma que, desde el estallido de violencia, progresivamente ha 
crecido un ambiente de “funa” a todo nivel. Se agrede en el Congreso a los 
parlamentarios que votan de una manera que contradice la voluntad de la 
extrema izquierda; se agrede a los jueces que dictan resoluciones que molestan a 
los grupos violentistas; ninguna persona que participe del debate público con 
posiciones que sean contrarias a estos sectores más “ultra” puede estar tranquilo, 
pues en cualquier momento puede ser objeto de una agresión en la vía pública, 
en su casa o en su lugar de trabajo. 

¿Se puede afirmar que un proceso que nace así, que se formaliza de la manera en 
que lo hizo y que se desarrolla en este ambiente de violencia es un proceso 
institucional? Es sorprendente que personas que ocupan altos cargos de 
responsabilidad en el estado y que tienen formación jurídica puedan afirmarlo, 
ignorando la realidad del quiebre al sistema institucional y democrático que 
hemos vivido y seguimos viviendo. 

Tercera razón por la que votaré “Rechazo”: el triunfo del “Apruebo”, 
especialmente si llegara a ocurrir por un margen muy amplio, probablemente 
conduciría a una desestabilización institucional de alcances difíciles de anticipar. 
Tercera razón por la que votaré rechazo: el triunfo del “Apruebo”, 
especialmente si llegara a ocurrir por un margen muy amplio, probablemente 
conduciría a una desestabilización institucional de alcances difíciles de anticipar. 
Esta es la razón que despierta más escepticismo entre los idealistas del 
“Apruebo”, pues lo llaman inmediatamente “campaña del terror”. Al menos yo 
no lo planteo en esos términos, vale decir, no atribuyo a las personas una 
conducta diferente de la que le conocemos, sólo me permito hacer algo bastante 
obvio: proyectar esa conducta hacia el futuro. 


Es verdad que en el plebiscito del año 1988 se hizo una auténtica campaña del 


terror, especialmente por parte de los autores de la franja televisiva de la opción 
“Sí”. Pero entre aquella época y la actual hay una diferencia radical: entonces no 
había ningún antecedente que permitiera razonablemente suponer que don 
Patricio Aylwin, Gabriel Valdés, Ricardo Lagos, Enrique Silva Cimma y los 
principales dirigentes de la entonces Concertación de Partidos por la 
Democracia, conducirían el país hacia una dictadura de izquierda o hacia una 
crisis como la previa a 1973. 

La conducta pasada es el mejor predictor de la conducta futura, esto es un hecho 
evidente. Hoy no necesitamos hacer ninguna campaña del terror, basta con 
proyectar la conducta presente de la extrema izquierda, la debilidad de los 
sectores socialdemócratas y la legitimación de la violencia por una parte 
significativa de nuestra sociedad, para anticipar que en un contexto de triunfo 
arrollador del “Apruebo” las condiciones de gobernabilidad para el Presidente 
Piñera se volverían virtualmente imposibles. 

Nuevamente la actitud de negación se impone entre los idealistas del “Apruebo”, 
pues frente a las acciones y declaraciones de personeros de la extrema izquierda, 
como el diputado Hugo Gutiérrez, el alcalde Jadue, o dirigentes como Daniel 
Mesina, simplemente niegan que ellos tengan injerencia real en el proceso 
político y siguen pegados a la imagen de los años 90 en que los conductores de 
los partidos de la Concertación representaban a la mayoría social y política de la 
izquierda chilena. 

Pero ese mundo se acabó, esos dirigentes perdieron su liderazgo, están 
sometidos a eso que se llama “la calle”, carecen de toda posibilidad de controlar 
la violencia de los grupos anarquistas, extremistas y lumpen. Son, en realidad, 
mudos pasajeros de un tren que otros conducen, con el objetivo declarado de 
hacer caer el gobierno constitucional y remplazar el actual modelo de sociedad 
burgués por alguna de sus utopías tan indefinidas como antidemocráticas. 

Es más cómodo imaginar un mundo ideal, una suerte de academia ateniense en 
que los constituyentes discuten la mejor organización política y jurídica para 


nuestra sociedad, en que nuestros filósofos del constitucionalismo moderno 


contrastan sus interpretaciones de Rawls, Finnis y las concepciones del poder de 
Foucault, entre otros. Así, esta generación -como gusta decir a algunos- tendrá la 
oportunidad maravillosa de legar un pacto político y social de consenso a las 
nuevas generaciones. Y en ese momento Alicia salta por el espejo... 
Absolutamente nada de lo ocurrido entre el 18 de octubre y este momento 
permite tener la más mínima expectativa racional de que, bajo el supuesto de un 
triunfo importante del “Apruebo”, el gobierno del Presidente Piñera -el gobierno 
constitucional de Chile- podrá conducir un proceso constituyente en un ambiente 
de seguridad, que permita la libre expresión de las distintas visiones, de manera 
que estas puedan conciliarse y articularse en un pacto político común. 

Hasta aquí mis razones por las cuales en el plebiscito de abril votaré por la 
opción rechazo. Pero creo que es indispensable dedicar algunas reflexiones a 
otros dos tópicos: ¿por qué hay dirigentes políticos importantes y talentosos de 
centroderecha que están por la opción apruebo? Esta es una pregunta importante 
de plantearse y reflexionar acerca de ella, porque nos abre una ventana a mirar lo 
que podemos esperar de este sector y del sistema político en el futuro. 

La segunda pregunta, incluso más importante que la anterior: ¿cuál es la causa 
del estallido de violencia que comenzó el 18 de octubre? Sin un diagnóstico 
mínimamente afinado de lo que nos está ocurriendo difícilmente saldremos bien 
parados y menos será posible que la dirigencia política vuelva a encontrar el 
camino del que hoy parece mayoritariamente extraviada. 

Entre los dirigentes políticos de centroderecha que están por el “Apruebo” me 
interesa particularmente un grupo: los que creen que el “Rechazo” será derrotado 
de manera aplastante, que estamos insertos en un momento de cambio mayor de 
las preferencias políticas, pues el modelo neoliberal está agotado y la única 
manera de seguir siendo actores relevantes es asumir que tenemos que ser 
protagonistas de los cambios y, tal parece, no importa mucho la naturaleza y 
sentido de esas transformaciones. En el fondo, es una versión más elaborada del 
viejo dicho de Groucho Marx: “estos son mis principios, pero si no le gustan 


también tengo estos otros”. 


Su argumentación asume que durante muchos años defendimos cierto ideario, 
pero el “estallido social” nos demostró que la gente quiere participar más rápido 
de los beneficios del progreso, que quiere más redistribución, que la desigualdad 
que ha generado el modelo ya no es tolerable y que “los señores empresarios” 
tienen que meterse la mano al bolsillo. En el fondo, nos dicen, hay que bajar del 
barrio alto para ver el país real, ese que se cansó de vivir siendo víctimas de 
abusos. 

Uno de los principales problemas que tiene esta argumentación, con 
prescindencia de quien la enarbole, es que no existen datos que la confirmen. Si 
tomamos como punto de partida la mitad de la década de los ochenta, vemos que 
somos por lejos el país con mejor desempeño en reducción de la pobreza, así 
como en mejoría de todos los indicadores de desarrollo humano en América 
Latina. Incluso la desigualdad, tan recurrida como verdadera arma arrojadiza por 
los críticos del modelo, ha venido cayendo sostenidamente, al punto que el 
extraordinario trabajo del economista Claudio Sapelli -sistemáticamente 
ignorado por la izquierda- muestra que en las generaciones nacidas bajo este 
modelo la desigualdad es equivalente a la de un país centro europeo. 

Nuestra economía ha crecido, muchas de nuestras empresas se han 
internacionalizado y hoy son líderes a nivel sudamericano. Es verdad que en esta 
economía con altos grados de libertad han existido casos graves de colusión y 
abusos de distinto tipo, pero ¿no son acaso las conductas desviadas y abusivas el 
mayor costo de la libertad en todo ámbito de la vida social? 

La pregunta relevante no es si acaso este modelo ha permitido los abusos, las 
preguntas correctas son otras dos: ¿Los críticos nos proponen un modelo 
alternativo equivalente en los beneficios y a menor costo de abusos? ¿Este 
modelo ha permitido la impunidad de quienes cometen abusos? 

A la primera pregunta, la respuesta es obvia cuando se trata de las críticas que 
provienen de la extrema izquierda, de partidos que se identifican con los 
proyectos dictatoriales latinoamericanos como el venezolano, el cubano o el 


sandinista. Esos, que llevan la voz cantante a la hora de pedir nueva constitución 


y el fin del modelo, no tiene absolutamente nada que ofrecer como alternativa, 
salvo aquellos que su ceguera ideológica les muestra como proyectos 
“populares”, que han terminado la libertad y hundido a sus países en las más 
brutales dictaduras. 

Distinto es el caso de quienes propugnan una alternativa auténticamente 
socialdemócrata, sobre la base de aumentar la carga tributaria, establecer un 
sistema de seguridad social colectivo que redistribuye cotizaciones y que pone el 
acento en la provisión estatal de bienes públicos, sin destruir la alternativa 
privada, ni menos estatizar la producción de bienes y servicios. 

Ese proyecto -completamente equivocado en mi opinión- puede requerir 
efectivamente algunos cambios a la actual constitución para llevarse adelante de 
manera más expedita, pero está muy lejos de necesitar una “nueva constitución”. 
Bastaría con modificar los quórums legislativos para que por vía de ley se 
llevara adelante prácticamente en su totalidad. 

Tampoco puede argumentarse que este modelo ha permitido el abuso impune; 
muy por el contrario, en la última década se han incrementado las penas a los 
delitos económicos, a las violaciones a la libre competencia, a las infracciones a 
los derechos del consumidor, como nunca en nuestra historia. La sanción social 
se ha vuelto implacable, al punto que una de las líneas periodísticas más 
rentables en términos de espacio e influencia es la que se dedica a denunciar los 
abusos empresariales. 

En nuestro modelo de desarrollo no ha existido ni existe la impunidad; tampoco 
hay una verdadera alternativa que la supere y que requiera una nueva 
constitución para implementarse. 

La persistencia de la extrema izquierda le ha permitido instalar un discurso que 
irreflexivamente o por temor ha sido seguido primero por los partidos 
moderados de su sector y luego incluso por dirigentes de centroderecha que han 
caído en un discurso lleno de frases rimbombantes, pero carentes del menor 
contenido. Autoridades de gobierno o alcaldes que se declaran partidarios de una 


constitución más “moderna” o que denuncian a los “momificados” que quieren 


que nada cambie. 

Sin embargo, nunca aclaran qué es lo que ellos quieren cambiar o por qué 
modernizar instituciones sería la respuesta, cuando la verdad es que el gran 
problema que estamos viviendo es precisamente la crisis de las instituciones de 
la modernidad para resolver el problema político. 

Llego aquí a la última parte de estas reflexiones sobre mi opción por el rechazo. 
Es válido que alguien, llegado a este punto me pregunte: ¿y si todo ha 
funcionado tan bien, por qué estalló la crisis en la que estamos? 

Efectivamente pienso que esta es la pregunta central que debemos responder 
quiénes estamos por el “Rechazo”, porque obviamente podemos estar en 
desacuerdo con la solución que plantean quienes quieren una nueva constitución, 
pero no podemos negar que existe un problema y que este es de una gravedad 
enorme. 

El primer error de quienes buscan la solución en una nueva constitución es que, 
parafraseando el viejo dicho, están pensando “dentro de la caja” y esta es una 
crisis que obliga a buscar las soluciones fuera de la caja. Por eso una nueva 
constitución, que mantenga intactos la forma del estado y la manera de 
organización tradicional de las instituciones de la democracia representativa, no 
será la solución. 

Se equivoca el intendente Guevara cuando cree que necesitamos más 
modernidad, porque estamos viviendo una crisis de la democracia representativa, 
de la racionalidad formal como fuente de legitimidad del poder y del control de 
la información que esa racionalidad ejercía. Es decir, están en crisis las bases del 
sistema político de occidente en la modernidad, que han sido incapaces de 
resistir fundamentalmente a dos fenómenos: la explosión de las comunicaciones 
provocada por internet y la globalización del mercado. 

Más aún se equivoca el alcalde Alessandri cuando cree que los que estamos por 
el “Rechazo” estamos “momificados”, ya que no queremos que nada cambie. Es 
exactamente al revés, la crisis es de tal profundidad y extensión que requerirá 


cambios de otro orden de magnitud, tenemos que repensar la estructura del 


estado, me parece que sin una descentralización real será imposible enfrentar los 
desafíos del futuro, la libertad de expresión no está concebida como un derecho a 
ejercerse en las redes sociales, la cultura parlamentaria del siglo XIX imperante 
es incompatible con la sociedad del siglo XXI. 

En fin, quisiera detenerme sólo en dos aspectos a modo de ejemplo: la 
información falsa que circula por la red y el impacto de la globalización del 
mercado en la elite empresarial y profesional. 

Uno de los mayores errores que cometió la clase dirigente, pública y privada, fue 
ignorar durante más de una década lo que ocurría en las redes sociales y seguir 
creyendo que la información que importa es la que aparece en los medios de 
comunicación tradicionales. 

Lo que ha mostrado esta crisis es que hay una parte importante de la sociedad 
que está convencida de que sus problemas tienen culpables específicos, 
empresas o personas incluso, que los han robado, que abusan de ellos, que les 
mienten descaradamente. Ello, porque durante años han sido bombardeados por 
informaciones falsas, mentiras groseras que, repetidas y exacerbadas sin que 
nadie las dispute, han terminado por configurar un cuadro tan falso como 
irritante, tanto como para que una parte importante del país crea que se justifica 
quemar, saquear y ejercer la violencia contra este “sistema”. 

Esto se ha visto facilitado, además, porque en la sociedad contemporánea los 
problemas requieren soluciones muy complejas, el ciudadano común está muy 
lejos de poder comprenderlas, así como los mismos políticos tampoco logran 
procesarlas adecuadamente. Ello no se debe a que el ciudadano común o la 
generalidad de los políticos sean incapaces o ignorantes, es porque son 
problemas que requieren alto nivel de especialización y años de experiencia. 

Un buen ejemplo es el de las tablas de mortalidad con las que se calculan los 
flujos destinados al pago de pensión en el retiro programado. La percepción de 
que la tabla de mortalidad determina el número de años en que se dividen los 
ahorros es tan generalizada como absurdamente equivocada, la tabla de 


mortalidad puede alcanzar hasta los cien años, los ciento veinte o los doscientos 


sin afectar de manera alguna el monto de la pensión. Afirmar eso es lo mismo 
que creer que la huincha con la que se mide la altura de un grupo de personas 
podrá hacer que éstos sean más bajos o más altos. 

Pero lo que antes se legitimaba en la medida que era resuelto por las 
instituciones representativas ahora no obtiene esa legitimidad, es objeto de 
cuestionamiento y el sistema político se ve enfrentado a elegir entre dar 
respuestas con fundamento técnico que no logran legitimidad social o ceder a las 
exigencias de la gente y dar respuestas que no resuelven los problemas. Para el 
ejemplo, derogar las tablas de mortalidad o “acortarlas”, como si con eso se 
acortara la vida de las personas (la solución del seguro es traspasar el uso de la 
tabla de mortalidad a un tercero, la compañía de seguros). 

La modernidad legitimó la decisión política por la vía de la representación y la 
regulación de los procesos, ninguno de esos dos elementos está cumpliendo hoy 
su función, la horizontalidad propia de las redes sociales y los flujos de 
información (noticias falsas) han pulverizado ambos atributos. La gente no 
valida a los representantes ni se conforma con soluciones adoptadas siguiendo 
los procedimientos sancionados socialmente, cuando esas decisiones contradicen 
la información que ellos manejan. 

Por último, la globalización del mercado ha producido un grupo de profesionales 
y empresarios que se han escapado de la escala económica del mercado asociado 
al país al que pertenecen y se han ido a escalas continentales o, eventualmente, 
mundiales. 

El CEO de una empresa de retail chilena que hace 20 años tenía remuneración y 
bonos asociados a los resultados de una empresa local, vale decir de un país con 
poco más de 10 millones de habitantes, hoy tiene ingresos asociados a un 
mercado de cientos de millones de personas. Esto pasa en todo el mundo y ha 
producido un fenómeno nuevo: el de los súper ricos. 

La existencia de fortunas de miles de millones de dólares valida la impresión de 
que el capitalismo ha aumentado las desigualdades en el mundo, en 


circunstancias que a nivel global nunca más personas habían salido de la extrema 


pobreza como en los últimos 30 años. Pero esta globalización del mercado ha 
afectado seriamente la competitividad de los obreros no especializados de los 
países ricos, que hoy no pueden competir con los trabajadores asiáticos. 

Este fenómeno también ha llegado a Chile, la internacionalización de muchas 
empresas ha permitido el incremento patrimonial de sus dueños, que se han 
integrado al listado de los llamados “súper ricos” y han reforzado la percepción 
equivocada de que la desigualdad ha aumentado. 

En definitiva, los problemas que enfrentamos son extremadamente graves, 
difíciles y de largo aliento; por ello, requerirán cambios que tendremos que ir 
trabajando muy seriamente y mirando las experiencias comparadas, porque lo 
que estamos viviendo no es único, ni menos original, como muy acertadamente 
nos dijo Castell hace unos meses cuando vino al CEP. 

La solución simplista, de entregarse al discurso ramplón de la izquierda que nos 
exige una nueva constitución para implementar lo que fracasó en el siglo XX, 
creyendo que esa es la solución para los desafíos de una nueva era en occidente, 
sencillamente es el camino al barranco. 

Por todo esto es que la estrategia de los dirigentes de centroderecha que piensan 
que pueden “subirse a la ola” del “Apruebo” y navegarla es tan superficial como 
equivocada. Si el “Apruebo” llega a ganar por un amplio margen el sistema 
democrático institucional estará en serio riesgo, pues ello llevará a la extrema 
izquierda a sentirse validada en su discurso y en su pretensión de derrocar el 
gobierno constitucional del Presidente Piñera. Entonces, la consigna ya no será 
la elección de constituyentes, sino elecciones generales de presidente y 
constituyentes, en un ambiente de inestabilidad institucional incompatible con 
cualquier proyecto democrático institucional de izquierda o derecha. 

En el caso de que el “Apruebo” gane por un margen estrecho, el país tiene una 
esperanza de estabilidad, en un proceso largo, que postergará el desenlace de la 
crisis, pues la causa no está en la constitución y, por ende, tampoco se encuentra 
allí su solución. Y si el “Rechazo” obtiene más de un cuarenta por ciento, los 


dirigentes de centroderecha que estuvieron por el apruebo pueden ir buscando 


electores en la izquierda, porque en su sector está claro que no los van a 
encontrar. 

Por último, si el “Rechazo” gana tendremos un reforzamiento de la legitimidad 
del estado para recuperar el orden público, fortalecer las soluciones 
institucionales y empezar a trabajar desde ya en una nueva mirada a la solución 
del problema político. Se vienen cambios de verdad, eso es inevitable, pero para 
eso hay que pensar “fuera de la caja”, algo que no alcanzan a ver los 


“momificados” que están por el “Apruebo”. 


¿”Rechazar” o “Aprobar”? Los caminos del cambio 


Ricardo Escobar 


Abogado. Fundador de Unidos por Chile. Miembro de la corporación 


Convergencia Liberal. 


Si el 30 de septiembre le hubiesen preguntado a cien chilenos elegidos al azar 
qué cosa les gustaría cambiar para que Chile fuese un mejor país para la mayoría 
de las personas, la respuesta menos probable habría sido reemplazar la 
Constitución por una nueva. Desde luego, poca gente sabe qué es la 
Constitución; muchos menos conocen sus mecanismos de distribución y 
contrapesos de poder; menos aún sabrían qué cosas concretamente querrían 
sustituir para mejorarla, y dudo que siquiera uno fuese capaz de concebir el 
contenido de una nueva Constitución completa que de algún modo por su virtud 
pudiera mejorar Chile. 

Cientos de miles de personas se congregaron pacíficamente en torno a la semi 


destruida Plaza Italia el 25 octubre de 2019. Sin banderas de partidos políticos, 


sin escenario desde el que dirigentes políticos invitaran a alguna acción, sin 
artistas cantando canciones de protesta. ¿Qué querían cambiar, por qué 
marchaban? ¿La señora con polera rosada que caminaba sonriente de la mano de 
su pequeña hija, quería lo mismo que el señor de barba canosa y jeans 
desgastados que tenía un letrero No + AFP, o la chiquilla del lado en la bicicleta 
verde con un letrero en el canastillo que decía - ABUSOS + AMOR? ¿Alguien 
podría con alguna seriedad atribuirse la representación de los deseos de ese 
millón de chilenos? 

En el medio de la barbarie desatada, apoyada por líderes de partidos 
históricamente antidemocráticos, así como por sus militantes en organizaciones 
sindicales y sociales, con la fuerza pública reducida a actuar por presencia contra 
energúmenos que les lanzaban peñascos y molotov... Mientras los delincuentes 
destruían semáforos, parques, hoteles, pequeños negocios, y 30 años de paz, 
surgió el acuerdo del 15 de noviembre. El gobierno asediado, sin autoridad, los 
parlamentarios desprestigiados y los partidos políticos en un nivel de aprobación 
coincidente con el margen de error de las encuestas, buscaron una salida. Se 
necesitaba una señal que diera esperanza a la ciudadanía que pedía un liderazgo 
para salir del caos de esos días. Vino entonces el madrugado Acuerdo por la Paz 
Social y la Nueva Constitución. 

Convenientemente, el PC y el Frente Amplio se restaron del acuerdo. Quedaron 
así en una cínica libertad, sin estar atados por un compromiso de aceptar nada 
del proceso y actuar como siempre han querido. La señal fue clara: se separó el 
mundo que entiende la democracia occidental que conocemos, de aquél que la 
utiliza a conveniencia y que busca en cuanto se dé la oportunidad cambiarla por 
otra “democracia”, que, según el caso, se adjetiva con palabras tales como 
popular, directa, Bolivariana, de partido único, etc. Habían logrado su objetivo, 
generaron las condiciones para que apareciera la ocasión de hacer un cambio 
político de magnitud en el cual pudiesen influir decisivamente, no con su peso 
político popular, ya que su votación y apoyo es mínimo, sino por la posibilidad 


de usar los otros medios: la fuerza bruta, bien sea esta física o de redes sociales. 


El temor consiguiente y la falta de fuerza pública del Estado les dieron el platillo 
que llevaban años esperando comer. Pasaron los mensajes con efectividad 
militar: una diputada filtró a redes sociales los números de teléfonos de 
parlamentarios que no aprobaron un proyecto de su grupo; un diputado aplaudió 
los atentados con fuego a Carabineros en Antofagasta, dirigentes sindicales 
llegaron con ojos parchados a La Moneda. El que se cruzase en su camino 
sufriría el escarnio y la violencia. Directo y claro. 

El acuerdo de noviembre, no obstante sus deficiencias, tenía claridad en lo 
central. La clase política, dado el estado de ruptura social provocado, diseñó un 
plan para tener la oportunidad de generar acuerdos amplios, que tuviesen 
legitimidad. Un tiempo y un camino para volver a generar poder político 
suficiente que permitiese gobernar el país, garantizar la seguridad y la paz que 
requiere una nación civilizada. La primera etapa de la ruta es el plebiscito del 26 
de abril, una oportunidad para que los chilenos escojamos si seguir con la 
constitución actual o iniciar el camino de su sustitución en el curso de los dos 
años siguientes. Desde luego el acuerdo en sí mismo, así como la Constitución, 
nada tienen que ver con lo que querían las personas el 30 de septiembre del 2019 
para mejorar Chile, ni con la multiplicidad de deseos, frustraciones, aspiraciones 
y emociones de quienes marcharon en Plaza Italia el 25 de octubre. 
Políticamente, se trataba de otra cosa: crear la oportunidad de reconstruir una 
mínima amistad cívica nacional, generar un acuerdo para continuar con la 
constitución actual o bien con una nueva, para así recuperar la cohesión social 
indispensable para que un país pueda operar en forma civilizada. Y sin duda hay 
que aplaudir esa visión. Era necesaria, urgente, dadas las circunstancias. Muy 
frustrados quedaron los que en días previos y hasta esa noche babeaban por la 
posibilidad de la renuncia del Presidente; para asumir el poder por el camino 
corto y no democrático del caos. 

Transcurrido el verano, tenemos dos caminos al frente, el del “Apruebo” o el del 
“Rechazo”. Ambos pueden llevarnos al éxito del destino buscado, esto es, un 


país con grandes mayorías unidas habiendo acordado un marco constitucional 


indiscutido. Ambos pueden fallar también, y dejarnos en la oscuridad de una 
ruptura social aún mayor. 

Probablemente, la mayor parte de los votantes del “Apruebo” y del “Rechazo” 
quieren un mejor Chile y piensan que ya no puede seguir evadiéndose el buscar 
y poner en práctica soluciones que ayuden a las personas a salir de la pobreza 
que aún subsiste, a mejorar la calidad de la educación pública, a asegurar 
mejores pensiones, a poner coto a los delincuentes y terminar con el 
narcotráfico, a asegurar un desarrollo económico ágil, pero que cuide 
efectivamente el ambiente, a tener acceso oportuno a la salud. Del mismo modo, 
estoy seguro de que unos y otros no queremos otra dictadura, sea de izquierda o 
de derecha. No queremos unos iluminados que, sin los acuerdos y mayorías 
correspondientes, por la fuerza nos digan cómo tenemos que vivir nuestras vidas. 
Costó dolor, muerte y tragedia recuperar la democracia, no estamos para jugar 
con ella. 

Yo votaré “Rechazo”. Gente a la que quiero y respeto mucho por la pasión 
compartida que tenemos por Chile, su progreso y la democracia que hemos 
construido, votarán “Apruebo”. Cada uno cree que el camino que elegimos es 
mejor que el otro para lo que sigue a partir del día 27 de abril. 

¿Estamos acaso en bandos opuestos? Creo que no. Esta es la oportunidad de 
conversar sobre lo que sigue. Darle contenido a la discusión constitucional es la 
forma de aislar y separar a quienes no tienen interés en la democracia 
representativa ni la sociedad libre que apreciamos. Estoy convencido de que la 
conversación concreta y razonada sobre cambios que deben hacerse (terminar la 
reelección indefinida, ajustar los plazos de los períodos electorales, terminar o 
reducir las leyes que requieren quórum calificado, etc.) no tiene el dramatismo 
del cambio revolucionario con que sueñan las minorías violentistas. Gente 
razonable, moderada, puede acordar los cambios necesarios en uno y otro 
camino. Y ese es el verdadero desafío. Porque si somos capaces de llegar a 
ciertos acuerdos que queden políticamente comprometidos podremos exigir que 


se cumplan, bien modificando la constitución actual o bien en el texto de la 


nueva constitución que surja en los próximos dos años. Le cerramos así el paso a 
los sueños seniles sesenteros de quienes fracasaron en su juventud y ahora, con 
su última chispa de energía, quieren volver a meternos en el túnel de su 
inmadurez. Se lo cerramos también a quienes con soberbia energía y nula 
experiencia quieren llevarnos a experimentar juveniles utopías basadas en 
dogmas viejos y fracasados repetidamente. 

Creo que el “Rechazo” es el camino más fácil y menos riesgoso para hacer los 
cambios requeridos. Es rápido; si hay acuerdos bastarían un par de meses para 
cambiar lo que se necesite en la Constitución. No distrae recursos ni atención y 
permite enfocarse sin demora en lo que de verdad querían las personas en 
septiembre de 2019. Evitamos pasarnos dos años en suspenso, con baja 
inversión, postergando el desarrollo, generando mayor frustración, tensionando a 
la sociedad con las herramientas de violencia con las que nos provocan cada día 
y la indispensable fuerza pública que se requerirá para controlarla. El camino del 
“Apruebo” me parece innecesariamente costoso y arriesgado. El del “Rechazo” 
creo que puede ser más efectivo y seguro. 

Puedo estar equivocado o quizás no, nunca lo sabremos, porque si llega a haber 
plebiscito habrá sólo un camino que deberemos recorrer. Por eso, lo importante 
al final es el acuerdo base entre las fuerzas democráticas. Este es el momento de 
liderazgo crucial. La oportunidad para rescatar la política desde el hoyo de su 
desprestigio. Desde el “Sí” y el “No” del año 88 no había habido tanta gente 
interesada nuevamente en el devenir político de nuestro país. Hasta septiembre la 
mayor parte de las personas no querían saber de política; hoy todos están 
interesados en lo que ocurrirá. Los que sepan aprovechar esta vitrina con 
grandeza, valor y generosidad, serán los vencedores. Los que creemos y 
defendemos la democracia representativa y responsable, los que “Rechazamos” 
y los que “Aprueban”, los apoyaremos en lo que viene. Llegó la hora de unirnos 
y actuar, y reducir a los violentistas y totalitarios a su rincón en la historia. 
Defendamos el plebiscito y acordemos sin demora los cambios constitucionales 


necesarios. 


La otra “primera línea” 


María José Hoffmann 
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Sé que para muchos de ustedes haber sido testigos de la violencia e intolerancia 
en los últimos meses ha sido duro. Imagínense para quienes nos ha tocado estar 
en la otra “primera línea”, la que busca defender el estado de derecho, la 
democracia, la que condena la violencia sin matices. Cuántos de ustedes no han 
sentido confusión e incluso una pizca de miedo. Les dejo una pequeña reflexión. 
Esto no termina el 27 de abril, ese es solo el principio. 

Por la paz, por las demandas sociales, por la libertad 

1. Por la paz 

Nuestro país va a enfrentar un plebiscito en abril para ver si va o no a iniciar un 
proceso constituyente de dos años; un largo camino hacia una nueva 
constitución, como parte del Acuerdo por la Paz Social y la Nueva Constitución 
que surgió como la respuesta política de gran parte del sistema político al clima 
de extrema violencia vivido antes del 15 de noviembre. 

Más allá de que se hace evidente que la instalación de la violencia política está 
lejos de retroceder en nuestra sociedad, su intensidad y legitimidad social bajó 
después del acuerdo, logrando dividir a la izquierda democrática, que se sumó al 
acuerdo, de aquella otra izquierda que no lo hizo e insiste en usar la violencia 
como medio de acción política. 


Es por la urgencia social en que se ha transformado recuperar la paz en nuestra 


convivencia ciudadana que siento la obligación de plantearla como el primer 
argumento de esta reflexión. 

Son varias las razones de por qué el orden público y la paz son a mi juicio 
elementos claves de tener presentes al momento de decidir mi opción. Primero, 
porque sin orden público se hace muy difícil el necesario respeto para expresar 
las distintas opiniones, y esto es un requisito esencial del diálogo democrático: el 
que cada ciudadano puede expresar con completa libertad su opinión sin temor a 
ninguna represalia. 

Se ha ido instalando la cultura del asambleísmo, que se opone al concepto de 
democracia. Y es precisamente la democracia la que se ha visto afectada 
gravemente en estos meses por distintos episodios de violencia, específicamente 
dirigidos a imponer una visión, como la única posible y tolerable. Esto es lo que 
hemos apreciado en nuestras calles, en las redes sociales, e incluso con 
vergüenza hemos visto cómo en varias oportunidades el propio Congreso ha 
caído en estas prácticas violentas de funas y agresiones a quienes piensan 
distinto a esa izquierda extrema e intolerante. 

Así se entiende el resurgimiento de la dialéctica de la lucha de clases -ellos 
contra nosotros, ricos contra pobres- que pensábamos superada por el Chile de 
clase media, pero que ha vuelto a llenar de odio nuestras calles, y que ha actuado 
como el argumento legitimador en su visión de la violencia desatada. 

Quizás esto se refleja con fuerza en una palabra que se ha vuelto tristemente 
común en el lenguaje de estos grupos: “traidor”, frente a cualquiera que no vote, 
haga o diga exactamente lo que ellos quieren. Ejemplos hay muchos, desde la 
votación de Pepe Auth en la acusación constitucional contra el Presidente Piñera, 
donde debió enfrentar los ataques en vivo de este “fascismo de izquierda” como 
él mismo lo llamó, o las funas a Beatriz 

Sánchez caminando cerca de Plaza Italia el día después del acuerdo del 15 de 
noviembre, o la que se hizo viral contra Gabriel Boric atacándolo y gritándole 
“traidor” a pocos centímetros de su cara. 


Todas ellas tienen en común ser acciones violentas dirigidas hacia líderes 


políticos de izquierda, con el fin de amedrentarlos, para que no voten o actúen de 
manera independiente a lo que esta izquierda fascista dicta. Nunca hay diálogo 
ni intercambio de argumentos, solo violencia y castigo hacia quienes se entiende 
traicionan su causa. Estas “sanciones”, además, se difunden ampliamente con un 
ánimo ejemplarizador, para que quede claro a qué se exponen los que se alejan 
de esta supuesta verdad oficial. 

Eso es lo peligroso de esta lógica del asambleísmo. ¿Quién dictaminó qué se 
puede o no decir o hacer? ¿Cuándo se votó para saber lo que la mayoría quería 
hacer? Nunca hay votaciones, solo se usa la retórica del territorio, la asamblea o 
el pueblo para imponer y hacer cumplir incluso por la fuerza esos conceptos. 
¿Puede existir algo más ajeno que esto al diálogo democrático o a la convivencia 
pacífica que necesita toda sociedad libre? 

La violencia se está haciendo parte de una decisión que le debiera ser ajena, 
como lo es si aprobamos o rechazamos un proceso constituyente. Por eso le 
hemos pedido a la izquierda democrática que aísle a los sectores violentos, pero 
no sólo con declaraciones, sino con hechos. La responsabilidad de dejar sin 
legitimidad política ni social a esa violencia depende de aquellos que han dudado 
tanto en condenarla y que, de una u otra forma, por temor o falta de convicción, 
han preferido mirarla con distancia. ¿Cómo pedirles a los miles de víctimas de 
esa violencia y de los saqueos que olviden lo vivido al momento de votar, que no 
busquen responsables de su sufrimiento y pérdidas? 

Este uso de la violencia como verdadero mecanismo de control social, se ha ido 
reproduciendo en cada barrio, en cada comuna de nuestro país, imponiéndose 
como un elemento que distorsiona y degrada nuestra convivencia. Parte de la 
izquierda no entiende que tolerarla o alentarla pone en riesgo las bases mismas 
de nuestra sociedad. Por eso, para los que somos de derecha la necesidad de 
orden es un valor social muy importante. Pero también lo es para muchos que, 
siendo independientes de posiciones políticas, terminan viendo amenazados sus 
proyectos personales y familiares por la expresión de esta violencia, y buscan 


desde el más básico de los sentidos comunes que con urgencia se recupere la paz 


y la convivencia, con respeto de toda diferencia. 

2. Por las demandas sociales 

Por otro lado, con igual o mayor importancia incluso están las demandas sociales 
que dieron origen a que una gran mayoría compartiera la necesidad de cambios 
urgentes. Durante las primeras semanas se inundó el debate público con los 
dolores de Chile: bajas pensiones, dificultades en el acceso a la salud a niveles 
intolerables que afectan la dignidad misma de quienes las padecen, los bajos 
sueldos y el costo de la vida, así como una larga lista de abusos que terminaban 
afectando negativamente la vida de las personas, especialmente de la clase 
media, que solidarizó rápidamente con todas estas demandas. 

El progreso que hemos vivido en los últimos 30 años es evidente. Basta con 
iniciar una conversación con cualquier persona para revivir en sus propias 
historias personales estos avances, y ver cómo están en una mejor situación que 
la de sus padres a su edad o que el acceso que han tenido sus hijos está muy por 
sobre el que ellos mismos tuvieron a esa edad. 

Pero hay un sentimiento que es necesario tener muy presente para lograr 
entender los temores de esta nueva clase media: hemos sido exitosos en acceder 
a bienes y servicios, pero las dificultades están en lograr mantener esas mejoras. 
Cuando muchas familias miran el futuro con más preocupación y temor que 
optimismo, hay una señal que la política no puede desatender. 

Mirar la vejez con temor, mirar el enfermarse con temor, es la realidad de la 
mayoría de los chilenos, especialmente de la nueva clase media. De esa que en 
base a su esfuerzo ha logrado salir adelante, pero que siente que cada vez se le 
hace más difícil mantenerse a flote. El mensaje de urgencia social en pensiones y 
salud no es nuevo: llegamos tarde y esa es la verdad. 

Durante los últimos 10 años ha sido la incapacidad política la verdadera 
responsable de las bajas pensiones y las deficiencias en el acceso a la salud que 
sufre la mayoría de nuestros conciudadanos. Lo sé porque he sido testigo de 
cómo la imposibilidad de alcanzar acuerdos amplios ha hecho que gobierno tras 


gobierno estos temas terminen postergados, dando una señal no buscada, pero 


muy real de indolencia del Congreso frente a estos verdaderos dolores de Chile. 
Campaña tras campaña, gobierno tras gobierno, se habla de la necesidad de 
abordar las bajas pensiones, pero no se avanza. Mes tras mes nuestros jubilados 
comprueban la ineficacia de la política para lograr mejorar su calidad de vida, 
especialmente en las pensiones estatales, como lo son las pensiones básicas 
solidarias, pero también en las del pilar contributivo, que son las de quienes 
trabajaron y aportaron sin alcanzar una pensión que les permita una vejez digna. 
Es evidente que tenemos diferencias con la izquierda en cómo resolver estos 
problemas, pero tenemos la obligación moral de, más allá de esas legítimas 
diferencias, avanzar en soluciones que alivien a quienes padecen de estos 
problemas y marquen un camino de solución. Pero eso no es lo que hemos visto 
estos años, sino la incapacidad de diálogo, primero, y de alcanzar acuerdos, 
después, lo que ha generado una distancia muy fuerte entre los ciudadanos y la 
política. A esta se le ve como algo estéril frente a la solución de sus problemas y 
centrada solo en ganar elecciones para alcanzar el poder. Por el contrario, nada 
legitima más a la política que producir verdaderos cambios en la calidad de vida 
de las personas y eso es lo que nos ha faltado estos años. 

Son muchos los que ven con preocupación cómo la política se vuelve a alejar de 
las demandas sociales, sin haberlas solucionado, para concentrarse en los debates 
más abstractos de la política y la administración del poder. Cómo culpar a 
quienes creyeron genuinamente que estos movimientos sociales podrían resolver 
las bajas pensiones o el acceso a una salud digna, o los abusos en materia de 
remedios, o lo difícil que se ha vuelto acceder a la vivienda y que hoy una vez 
más se empiezan a defraudar al ver que los mismos que dijeron escuchar sus 
demandas las dejan de lado para priorizar un proceso constituyente. 

No necesitamos esperar dos años, eso es no entender nada. Las personas ya han 
esperado demasiado. Tenemos la obligación de resolver hoy y con prioridad y 
urgencia estos problemas sociales. No se deben usar las necesidades de las 
personas para obtener su voto, eso es subestimar sus capacidades e inteligencia, 


y sólo alimenta la desconfianza que ya existe sobre la política. 


Ejemplo de lo anterior es la reforma de pensiones, que busca mejorarlas hoy, y 
que refleja un acuerdo político amplio que implicó que cediéramos mucho en 
nuestras posiciones para alcanzar este acuerdo con al menos una parte de la 
izquierda democrática. Es verdad que no es la reforma que nos hubiera gustado 
hacer, ni es la que según nuestras ideas podría resolver mejor este problema, 
pero es un avance y un alivio a esos miles de pensionados que esperan una señal. 
En momentos de crisis es importante tener el coraje para defender lo que se cree, 
pero también para entender que se debe avanzar en soluciones que den 
legitimidad a la política y dejen aislado el discurso de la lucha de clases. 

Una parte de la oposición votó en contra de subir las pensiones a través de esta 
reforma, o demoró su aprobación para que no se empezara a pagar mejores 
pensiones antes del plebiscito de abril, acaso porque así se validaba una verdad 
incómoda: que no se requiere una nueva constitución para reformar el sistema de 
pensiones, que es la principal preocupación actual de los chilenos. Así ocurre en 
varias otras materias. 

Muchos de nuestros compatriotas piensan de esa forma; son personas sensatas y 
moderadas que creen que una nueva constitución es indispensable para avanzar 
en las demandas sociales que realmente les preocupan. Ellos deben ser el centro 
de nuestra preocupación y debemos reconocer que nos falta mucho por 
convencer y trabajar, para que sea más evidente para ellos que para mejorar la 
salud o las pensiones, para mejorar la calidad de la educación o el acceso a la 
vivienda, para avanzar en mayor justicia social y mejorar la calidad de vida de 
todos, no hace falta una nueva constitución, sino hacer cambios legales, que 
requieren de acuerdos para avanzar. 

3. Por la libertad 

El principio de subsidiariedad que inspira a nuestra actual constitución es uno de 
los pilares de una sociedad libre. Por lo mismo, causa especial preocupación que 
sea el que con mayor frecuencia la actual oposición apunta a eliminar. 

Vale la pena recordar en qué consiste este principio: en que el estado esté 


obligado a respetar a los cuerpos intermedios de la sociedad, es decir, a todas las 


agrupaciones de personas que con un fin específico deciden organizarse y 
destinar sus esfuerzos a cumplir con ese fin. Toda sociedad libre fija un límite, 
que protege a las personas del Estado; de alguna manera, ese es el rol propio de 
una constitución y, en específico, es la función que busca garantizar este 
principio. 

Para aquellos que ven que el Estado debería copar el ámbito social, desplazando 
la acción de las propias personas, el principio de subsidiariedad es sin duda 
incómodo para sus deseos. Para la izquierda de raíz totalitaria es simplemente 
intolerable la presencia de la subsidiariedad en la constitución y, por lo mismo, 
para quienes promovemos las ideas de la libertad debe ser un principio 
intransable. 

Entender que el Estado está al servicio de la persona, y no al revés, es lo que 
busca sostener este principio. El orden social basado en la persona, la familia y 
los grupos intermedios, le pone un límite claro a cualquier pretensión de un 
estado totalitario que busque abarcar todos los ámbitos de la sociedad ahogando 
la libertad de las personas. 

Como ejemplo claro de lo anterior podemos ver a la educación particular 
subvencionada, tan valorada por los chilenos, y que existe en parte importante 
gracias a la libertad de enseñanza, pero también gracias al principio de 
subsidiariedad. La posibilidad de cientos de miles de familias de elegir la 
educación de sus hijos requiere de una provisión mixta de colegios particulares 
subvencionados y públicos. 

Dejar fuera a las personas de la posibilidad de aportar en las soluciones de los 
problemas públicos es de una ciega fe en el Estado y no considera la mala 
experiencia que viven muchos de nuestros ciudadanos en su relación con este. 
Creo mucho más en la capacidad y talento creador de las personas, en sus 
capacidades casi infinitas de imaginar y concretar soluciones, en su mayor 
capacidad de conocer y detectar los problemas que enfrentan en su día a día. Sin 
duda que el Estado tiene funciones que le son exclusivas y excluyentes, como la 


defensa y la justicia, por ejemplo, pero creo importante que exista un límite en su 


acción, y esto es el principio de subsidiariedad, que se respete la acción de las 
personas. 

Otro ejemplo es la autonomía universitaria. Es la misma que requiere que sean 
los rectores los que autoricen el ingreso de la fuerza pública en caso de 
desórdenes en el interior de los planteles, y que por lo tanto ha dado protección a 
esos mismos manifestantes que piden ahora sacar este principio de la 
constitución. 

Hay una parte de la izquierda que durante décadas ha ido responsabilizando de la 
ineficacia del estado al principio de subsidiariedad. Eso es falso, ya que este 
principio no inhabilita al Estado a intervenir frente a una necesidad de bien 
común, sino que solo le pide respetar a la sociedad civil que desempeña su labor 
en ese ámbito. Vale la pena preguntarse por qué les molesta tanto este 
requerimiento de respeto. ¿Alguien cree que las deficiencias de los colegios 
públicos son responsabilidad de la existencia de los colegios particulares 
subvencionados? ¿O que la subvención que reciben los alumnos en igual 
condición socioeconómica debiera ser menor o mayor según el tipo de 
establecimiento, estatal o particular? 

Cuando hablamos en concreto de lo que significa el principio de subsidiariedad 
empezamos a entender su importancia para nuestras vidas, y también 
comprendemos por qué para algunos con visiones totalitarias del Estado es un 
obstáculo gigantesco a sus deseos. 

Parte importante de nuestra historia reciente, de los progresos y avances en 
materia social y económica, han ido de la mano con la libertad que se garantiza 
en nuestra constitución y en el principio de subsidiariedad que la inspira. Es 
verdad que todavía nos falta mucho para alcanzar un desarrollo integral, pero 
todo correcto diagnóstico debe partir por reconocer lo que ha funcionado bien, 
para poder a continuación visualizar qué debemos reformar o cambiar. 

Ese espíritu guía a muchos de los que trabajamos por la opción “Rechazo”, y 
sentimos que la urgencia debe estar en reformas y cambios concretos de nuestras 


instituciones, que generan un impacto real en la calidad de vida de las personas, 


y no un debate de “página en blanco” como exigen los sectores más radicales de 
la izquierda. 

¿Cómo entender las reales intenciones de quienes exigen que todo parta desde 
una “hoja en blanco”? ¿Tiene sentido que volvamos a discutir la separación de 
poderes del estado? ¿O el derecho a huelga de los trabajadores? ¿O que 
debatamos largamente sobre todos y cada uno de los avances sociales que se han 
ido garantizando a través no solo de nuestra breve historia republicana, sino 
también durante la historia de la humanidad? 

Siento que esa pretensión apunta a desconocer algo muy simple: que la actual 
Constitución es una buena constitución, que puede requerir de cambios y 
reformas, pero que en gran medida cumple con su función de buena manera. De 
hecho, la Presidenta Bachelet presentó al Congreso, a pocos días de terminar su 
mandato, un proyecto completo de nueva constitución que, al revisarlo y 
compararlo con la actual, deja en evidencia que las similitudes superan 
ampliamente a las discordancias; incluso el principio de subsidiariedad seguía 
colándose entre los artículos de ese proyecto. 

Veamos un ejemplo. El artículo primero de la actual Constitución dice: 

“Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos. La familia es el 
núcleo fundamental de la sociedad. El Estado reconoce y ampara a los grupos 
intermedios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad y les 
garantiza la adecuada autonomía para cumplir sus propios fines específicos. El 
Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien 
común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan 
a todos y cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor 
realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y 
garantías que esta constitución establece. Es deber del 

Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y a la 
familia, propender al fortalecimiento de esta, promover la integración armónica 
de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de las personas a 


participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional”. 


Y el proyecto de constitución del gobierno de la Nueva Mayoría proponía para el 
artículo primero: 

“Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos. La 
dignidad del ser humano es inviolable. A su respeto y protección está obligado el 
Estado, así como todas personas y las diversas formas en que las mismas se 
agrupan. La familia, en sus diversas modalidades, es el núcleo fundamental de la 
sociedad”. 

¿Y qué pasa con el resto del actual artículo primero de la Constitución? La 
Presidenta Bachelet no lo eliminaba, sólo lo movía al nuevo artículo tercero de 
su proyecto, que dice: 

“El Estado está al servicio de las personas y su finalidad es el bien común, para 
lo cual debe crear las condiciones necesarias para el desarrollo integral y 
sostenible de la comunidad y de sus integrantes, respetando plenamente, y con 
responsabilidad fiscal, los derechos y garantías que esta constitución consagra. 
El Estado reconoce, ampara y promueve a los grupos intermedios a través de los 
cuales se organiza y estructura la sociedad y les garantiza la autonomía para 
cumplir sus propios fines específicos, con apego a lo establecido en esta 
constitución”. 

Es decir, la Nueva Mayoría, en su propio proyecto constitucional, no solo 
mantenía el principio de subsidiariedad, sino también la prevalencia de la 
persona, la familia y los grupos intermedios por sobre el estado. ¿Cómo explicar 
que dos años después piensen que es este mismo principio el origen de todos los 
males y algo que hay que arrancar de la constitución? 

Esto refleja lo oportunista de la argumentación y la debilidad política de la 
izquierda democrática actual. 

¿Cómo confiar en que ahora sí serán capaces de mantener sus convicciones si 
son “funados” por la extrema izquierda, o que no terminarán cediendo sus 
posiciones una vez más ante los gritos de una asamblea? 

¿No se darán cuenta en la oposición de que en esta debilidad y falta de 


convicción ante la izquierda totalitaria está el origen de la incapacidad política 


de los últimos diez años de avanzar en grandes acuerdos y en políticas públicas 
consensuadas que le dieran estabilidad al país? 

Porque, de lo contrario, sabrían que apostar por un proceso constituyente en 
estas condiciones es irresponsable, y que la alternativa de rechazar para avanzar 
en reformas concretas como las hechas en 1989 o en el 2005 son un camino 
institucional y que da mayores garantías de no poner en riesgo nuestra 
democracia. 

Conclusión 

Si hay algo valioso en política es saber representar con convicción a quienes 
comparten nuestras ideas, nuestros valores, una mirada de sociedad basada en la 
libertad. Pero para poder hacerlo en medio de este proceso siento que se vuelve 
indispensable hacerlo con humildad, escuchando mucho, preguntando mucho, 
con la humildad de quien sabe que no tiene todas las respuestas ni es capaz de 
ver todos los ángulos posibles de un problema. 

Esto es todo lo opuesto a la política de eslóganes facilistas que, buscando 
simplificar en extremo la realidad, la terminan falseando, al servicio de los 
intereses partidistas de turno. 

Lo mismo ocurre con la necesidad que nos plantea este momento de polarización 
política de no caer en la dicotomía de buenos y malos, donde sólo los que 
comparten mi posición son amigos y todo el resto enemigos, desconociendo la 
legítima diferencia democrática de mantener posiciones distintas con respeto. 
Así como hay buenas personas en el “Rechazo”, también las hay entre quienes 
optan por el “Apruebo”. Nuestro desafío es convencer y convocar a esas 
personas con argumentos y no con descalificaciones. 

Parte importante de nuestro trabajo tendrá que ver con poder vencer estos dos 
vicios que se han instado en nuestra política, pero también con no perder de vista 
lo que la gran mayoría de las personas espera y quiere El sentido común de los 
chilenos será nuestro gran aliado. 

Esto no es nuevo. Ya hace dos años ganamos unas elecciones presidenciales 


llenas de descalificaciones y agresiones, con una campaña alegre y con 


esperanza de que se podían hacer las cosas mejor. Hemos ganado dos de las 
últimas tres elecciones presidenciales, por lo que debemos confiar en nuestra 
capacidad de convocar mayorías sociales para impulsar cambios, pero debemos 
tener cuidado de no motivar divisiones y rencores que debiliten nuestro trabajo. 
El “Rechazo” debe ser una opción para quienes creemos que la violencia 
deslegitima cualquier proceso al no permitir la libre expresión de las diferentes 
posiciones. También para quienes sostenemos que las demandas sociales no 
necesitan de una nueva constitución para ser abordadas, y que son una urgencia 
social prioritaria. Y por último para quienes sienten que es nuestra sociedad libre 
la que se ve amenazada por posiciones radicales de izquierda que buscan poner 
al estado por encima de todo, olvidando que es la persona, la familia y la 
sociedad civil el centro de la acción política y de la búsqueda del bien común, 
por lo que el Estado debe siempre respetarlas en su autonomía. 

Son muchas y muy diferentes las razones para votar “Rechazo” en el plebiscito 
del 26 de abril, pero lo más importante es que este no es el final de nada, sino 
solo un episodio más de un proceso más largo. Si algo debemos aprender de 
estos meses de confusión es que las buenas ideas no se defienden solas, 
necesitan de personas dispuestas a encarnarlas, y que desatender la política es 
muy peligroso para una sociedad, a riesgo de que las malas ideas avancen no por 
su propio mérito sino por el interés de algunas minorías muy activas en 
promoverlos. 

Por eso debemos apurar el tranco para ganar el plebiscito, pero sabiendo que, 
aun ganando, deberemos seguir trabajando por un Chile más libre y justo para 


todos. 
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Chile tiene la pobreza más baja de Latinoamérica y el Índice de Desarrollo 
Humano más alto del continente. Además, es el país número 26 del mundo y el 
más alto de Latinoamérica en el Índice de Felicidad del World Happiness 
Report. Sin embargo, hay mucho descontento en su población, lo que resulta 
bastante paradojal. 

Las razones de este contraste entre el progreso de Chile en su desarrollo social y 
la felicidad de los chilenos, y el descontento que manifiestan con el modelo 
económico y social que ha hecho posibles los logros alcanzados, son complejas 
y difíciles de desentrañar. 

Una de ellas es una percepción de frialdad del modelo, que está muy centrado en 
la eficiencia y la impersonalidad de las relaciones e instituciones, lo que hace 
que solo motivos racionales pueden generar adherencia al mismo, y no razones 
afectivas. Esto hace que la mayoría de la población no tenga apego por el 
modelo, y esté siempre dispuesta a recoger las miradas críticas sobre el mismo. 
Una segunda causa del mencionado contraste es que muchos líderes políticos 
desean un sistema más comunitario, donde la eficiencia no sea uno de los valores 
principales, sino la solidaridad y la intervención del Estado, en busca de una 
mayor equidad, aunque fuera a costa de sacrificar crecimiento, riqueza y 
bienestar. Esto los hace ser muy críticos y promover la visión negativa del 
modelo. 

Una tercera es que el país padece de un clima político muy tóxico entre sus 
dirigentes, que se contagia a toda la población. Chile es uno de los muchos 
países del mundo que tienen un clima de alta conflictividad y odiosidad en sus 


relaciones políticas. Esto es generalizado en los países latinoamericanos, pero 


también es de común ocurrencia en algunos países desarrollados, como Estados 
Unidos, España, Francia, e Italia. Sin embargo, también hay otros países, como 
Australia, Nueva Zelandia, Dinamarca, Noruega, Holanda, Suiza y, en gran 
medida, Alemania, que gozan de un clima de amistad democrática entre sus 
políticos, que son capaces de buscar consensos y convivir pacíficamente en sus 
diferencias. 

El descontento de mucha gente con el modelo se ha llegado recientemente a 
exacerbar con los llamados estallidos sociales, que fueron el resultado de ataques 
revolucionarios organizados que se potenciaron con el abundante combustible 
del descontento de mucha gente. 

El espectro político hoy se podría dividir entre, por una parte, sectores 
democráticos, que incluyen muchas miradas divergentes y abarcan desde la 
izquierda moderada hasta la derecha, y por la otra, los sectores revolucionarios, 
muchas veces dispuestos a usar la violencia para alcanzar sus objetivos, a los que 
se suman otros no violentos, pero que comparten los objetivos con los 
violentistas y los apoyan y azuzan para mantener el clima de violencia, 
destrucción y disturbios que hoy campea en nuestro país. 

La división que existe entre los demócratas, que se expresa en agrias rivalidades 
dentro de ese sector, no hace sino facilitar y dar ímpetu a las revueltas que hoy 
asolan el territorio, junto con agitar un espíritu de confrontación e irritabilidad 
entre los chilenos. 

Chile necesita sacudirse de esta situación que entraña grandes riesgos para su 
futuro. Para lograrlo, la gran vía que aparece es acordar una amplia “Amistad 
Democrática”, donde los sectores democráticos depongan sus 

rivalidades y desarrollen un clima de relaciones positivas, con ánimo de lograr 
consensos que permitan calmar las aguas. Logrado este clima positivo y 
tolerante, los demócratas podrán abordar el desafío de controlar la violencia y 
devolver la paz al país. 

La tarea no es fácil, pero es indispensable. Ella requiere, en primer lugar, el 


abandono por parte de las distintas sensibilidades democráticas, de los 


maximalismos que los llevan a la confrontación y los muros divisorios. Solo con 
moderación será posible alcanzar los razonables consensos para poder establecer 
ese clima de concordia democrática. En segundo lugar, hay muchos líderes 
políticos de distintos lados, que deberían dar un paso al costado, ya que sus 
relaciones históricas han sido tan agresivas que ya es casi imposible tornarlas en 
las relaciones amistosas requeridas. Esto dependerá naturalmente de que los 
electores voten para cambiar estos líderes, prefiriendo caras nuevas que vengan 
en son de convergencia amistosa en lugar de la tóxica intolerancia rampante que 
hoy impera. 

Esta “Amistad Democrática” sería imposible en un proceso de redacción de una 
nueva constitución, que llamaría a maximalismos, al girar la discusión en torno a 
un cambio total de la Carta Magna, donde las partes que habrían ganado el 
plebiscito tratarían de estresar al máximo el cambio profundo de la constitución, 
y a continuación, el de muchos otros aspectos básicos del modelo, con ánimo 
refundacional del país. Los sectores violentos ejercerían toda clase de presiones 
ilegítimas contra los constituyentes que se opusieran a sus deseos. En un 
escenario como ese, la convergencia a consensos y a la concordia democrática 
sería totalmente irrealizable. 

Para converger hacia esta anhelada “Amistad Democrática” hay que recorrer un 
largo camino: la primera etapa es rechazar la idea de un cambio radical y total de 
la constitución que propone el plebiscito de abril. Luego, hay que comenzar un 
proceso de diálogo y convergencia entre los sectores democráticos, 
diferenciándose claramente de los sectores revolucionarios y violentos. Tal 
proceso requeriría moderar todas las posiciones, desterrando los maximalismos 
de uno y otro lado. Los votantes deberían comenzar a marcar en octubre de este 
año una preferencia por aquellos candidatos en las elecciones locales que 
estuvieran demostrando el requerido espíritu de amistad y moderación para ir 
construyendo la necesaria concordia. Luego, en octubre de 2021, deberían 
cambiar profundamente las personas elegidas para el parlamento, de modo de 


erradicar las prácticas tóxicas que han enraizado en los actuales líderes, y dar así 


espacio a personas que encarnen el nuevo espíritu de “Amistad Democrática”. 
Al ir gradualmente configurándose este ambiente de “Moderación, Prudencia y 
Concordia”, los sectores democráticos podrán unirse y enfrentar la mayor 
prioridad que tiene Chile hoy: la pacificación del país. 

1. La paradoja de los felices descontentos 

A pesar de la profunda datofobia que existe en Chile, empezaré este capítulo con 
algunos datos: 

1. Chile evolucionó desde un país de ingresos mediocres dentro de América 
Latina en las décadas de los 40 a los 70, hacia el mayor ingreso per cápita de la 
región entre 2000 y 2016. Últimamente fue superado por Panamá. Hoy va 
segundo en la región. 

2. De acuerdo con el PNUD, Chile tiene el mayor Índice de Desarrollo Humano 
de América Latina y pertenece al exclusivo club de los países de Desarrollo 
Humano Muy Alto, que es la máxima categoría que otorga el PNUD en esa 
materia. 

3. En materia de desigualdad, Chile tiene un Coeficiente de Gini alto, comparado 
en el mundo, pero en Latinoamérica tiene un índice de desigualdad 

más bajo que 16 países y solo tiene un índice mayor que cinco latinoamericanos: 
Salvador, Uruguay, Cuba (si le creemos a sus datos), Venezuela (ídem) y Haití. 
Pero estos países que nos superan en igualdad, con la excepción de Uruguay, son 
países con bajo ingreso per cápita y una pobreza altísima. 

4. La pobreza, medida con igual vara, se ha reducido desde 45% en 1990 a 8,6% 
en 2018. No hay mediciones anteriores con la misma vara, porque ésta va 
aumentando de tiempo en tiempo, y lamentablemente no se normalizan las 
mediciones anteriores para tener series comparables. Chile es lejos el país con 
menos pobreza en América Latina en esas mediciones. 

5. En movilidad social, Chile es el tercer país latinoamericano con mayor 
movilidad social, tras Uruguay y Costa Rica, y el número 47 del mundo. 

6. Finalmente, respecto a la felicidad de los chilenos, el índice World Happiness 


Report clasifica a Chile como el país número 26 del mundo en felicidad y como 


el más feliz de Latinoamérica. 

Muchos chilenos, cuando escuchan cifras como las anteriores, menean la cabeza 
con escepticismo. ¿Cómo puede ser eso cuando uno está viendo que la gente en 
Chile lo está pasando muy mal? Pero al mismo tiempo, cuando se les pregunta 
por su propia situación, responden que están bastante bien, que han progresado y 
que tienen confianza en su futuro. Además, responden que son bastante felices. 
Pero paradojalmente, responden muy negativamente cuando se les pregunta por 
su percepción de la situación del país. Así termina resultando que la mayoría de 
los chilenos están muy bien pero el país en su conjunto está muy mal. 

¿Cuál puede ser la causa de esta paradoja? Mi hipótesis es que hay varias causas: 
en primer lugar, una percepción de que el modelo es frío, ya que tiene como 
principal rostro la eficiencia, incluso en su focalización del esfuerzo social en los 
más pobres, lo que daría a las clases medias una sensación de cierto desamparo. 
En segundo término, la creencia de la mayoría de los políticos en un modelo más 
intervencionista y redistribuidor, que llevaría a una mayor igualdad, aunque 
tuviera que ser al costo de tener menos crecimiento y bienestar. En tercer lugar, 
ha influido mucho la propaganda. Durante todos los gobiernos de la 
Concertación se les habló a los chilenos negativamente acerca del “modelo” y 
rara vez los políticos reconocieron los méritos de la economía social de mercado, 
de la focalización de la ayuda social del estado en los más pobres, del estado de 
tamaño moderado y concentrado en realizar de la mejor forma posible aquellas 
tareas que lo hacen necesario, en lugar de dispersarse en múltiples funciones que 
no crean valor social sino que básicamente se hacen para apuntalar las bases 
electorales de los políticos profesionales, a costa de impuestos pagados por todos 
los chilenos, y a costa de un menor aumento del bienestar de lo que habría sido 
posible con esos recursos. Por otra parte, los políticos de derecha, en vez de 
defender el “modelo”, preferían el camino fácil de sumarse a las críticas, 
aceptando que era un modelo injusto, que promovía la desigualdad, la 
explotación y los abusos, y terminaban participando activamente en las 


comunicaciones para desprestigiarlo. 


A lo anterior hay que agregar a muchos comunicadores, entre los que destacaría 
a los rostros de televisión, a muchos artistas y muchos profesores, por mencionar 
sólo algunos, que también se han solazado mostrando los vasos medio vacíos, 
aunque las personas sientan los suyos en particular, más bien medio llenos. 

Los chilenos, entonces, fueron presa del fuego propagandístico en contra del 
modelo durante los últimos 30 años y eso, a mi juicio, explica mucho la paradoja 
de que la mayoría opine que a ellos personalmente les va bien y están contentos, 
pero que el país, por lo que han oído, está muy mal. 

El otro aspecto que sin duda nos ha dividido es el maltrato que acostumbramos a 
darnos en la política. Es un trato despiadado y odioso, que divide a toda la 
sociedad y que exacerba la mala relación ciudadana en todos los niveles y 
circunstancias. Divisiones rabiosas entre los hinchas de un equipo de fútbol y 
otro. Divisiones irreconciliables entre religiosos y ateos, entre homosexuales y 
heterosexuales, entre hombres y mujeres, entre militares y civiles, entre viejos y 
jóvenes, entre ambientalistas e industriales, entre artistas y productores, etc. 

2. Las retroexcavadoras revolucionarias 

Es así como nos encontramos hoy en un país que estalló en violencia incendiaria 
a pesar de que las inmensas mayorías de los chilenos consideraban que estaban 
bastante bien, y que los datos objetivos, como veíamos antes, demuestran en 
forma palmaria que Chile, con su “modelo”, ha logrado enormes beneficios para 
sus habitantes de todos los estratos y condiciones. 

Si uno logra escuchar en medio de su ruido a los actores de la violencia y los 
incendios, escucha visiones delirantes de un país lleno de sangre derramada por 
doquier por un puñado de abusadores que lo hacen para hacerse ricos a costa del 
sufrimiento de las grandes mayorías. En cambio, quien observa la realidad 
desapasionadamente, encontrará un país que avanza, al cual hay que corregirle 
muchas cosas y acelerarle otras tantas, pero en ningún caso un país al que haya 
que prenderle fuego por los cuatro costados y hacerlo presa de tanta violencia 
como sea posible hasta lograr la “Revolución”, en un tardío renacer de ideas 


marchitas de fines del pasado milenio, en una especie de revival setentero 50 


años después. ¡Hasta nuestra orgullosa historia Patria, con sus notables padres, 
héroes y hazañas, deben ser borradas para poder comenzar a partir de cero! 

El afán de hacer una nueva constitución a partir de una “hoja en blanco” es parte 
de este afán de pasar retroexcavadoras y hacer tabla rasa de lo que hemos 
logrado entre todos con tanto esfuerzo y tanta persistencia, y además, prenderle 
fuego. Que no quede piedra sobre piedra. La Constitución que nos rige es una 
parte del modelo que ha llevado a Chile a la cabeza de Latinoamérica y a que sus 
habitantes tengan hoy un nivel de vida muy mejorado respecto a su padres y 
abuelos. 

De eso se trata: un primer paso es cambiar la Constitución “a partir de una hoja 
en blanco”. Luego hay que seguir la tarea de demolición del modelo. La 
constitución debería demoler “revolucionariamente” todas las instituciones, pero 
todavía faltaría llevar a la práctica esa demolición profunda hasta lograr que 
desaparezca toda traza del modelo y se pueda comenzar a construir un “Nuevo 
Modelo” (esto ya fue anunciado hace años por un grupo de intelectuales de 
izquierda). Y ese “Nuevo Modelo” debe representar una revolución profunda de 
nuestra sociedad para eliminar de raíz sus inaceptables vicios. Es, en pleno 
Tercer Milenio, el viejo sueño de la Revolución, cuyos efectos a finales del 
milenio pasado fueron ruina y muerte de más de 100 millones de personas. 

3. Partir de una hoja en blanco 

¿Por qué ese empeño en partir de una “hoja en blanco”? Y, ¿en qué se traduciría 
“partir de una “hoja en blanco””? 

En primer lugar, partir de una “hoja en blanco” significa empezar a construir 
desde cero una nueva constitución. En otras palabras, construir desde cero una 
nueva República. Todo en la actual Constitución estaría malo y no habría nada 
que rescatar. Esto se traduciría en que no sería posible, en la práctica, repetir 
ninguno de los conceptos de la Constitución actual, bajo pena de que los 
constituyentes fueran acusados de borrar con el codo la decisión del pueblo de 
redactar a partir de una “hoja en blanco”. Esa limitación es durísima. 


¿Podría seguir siendo Chile una república unitaria, por ejemplo? Eso podría 


soslayarse con una república plurinacional, como se ha sugerido. Ello redundaría 
con toda probabilidad en una nueva organización de la república que tendríamos 
que aprender a probar en la práctica con altas probabilidades de tener conflictos 
futuros no previstos y dificultades serias en la aplicación real de este concepto 
totalmente inédito en nuestra historia. 

¿Qué pasaría con el régimen presidencial? Difícilmente podría sostenerse que 
continuará en la constitución a partir de una “hoja en blanco”. De lo contrario, 
sería tener a la vista debajo de la mesa la actual Constitución y estar copiando 
sus actuales preceptos. Entonces, lo más probable es que se intente transformar a 
Chile en una república parlamentaria o semi. Este intento ya se hizo en una 
ocasión en nuestra historia y dio muy malos resultados. Como siempre, se puede 
argúir que esa vez se implementó mal y que ahora se hará bien. Sin embargo, 
con lo disconforme que está la mayoría de los chilenos con el Congreso, es bien 
probable que este cambio profundo presente dificultades serias de adaptación 
durante varios años. 

¿Qué pasaría con los derechos individuales que consagra hoy nuestra 
Constitución? Está casi en la esencia de la “hoja en blanco” que se cambien 
profundamente. ¿Cuáles son estos derechos? 

“Artículo 1. Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos”. ¡Qué 
complicado redactar algo así de nuevo en forma distinta para que se note que la 
página estaba en blanco! ¡Y qué complejo tratar de escribir lo mismo de otra 
manera sin que ese cambio de redacción dé pie a interpretaciones distintas!, 
puesto que, habiendo los constituyentes cambiado la redacción, es claro que no 
quisieron decir lo mismo que decía la Constitución antigua, sino algo diferente. 
Esto podría dar lugar a complejidades de interpretación que pueden tener 
consecuencias que solo el tiempo y la práctica irían diciendo. 

El Artículo 19 establece el derecho a la vida y a la integridad física y síquica de 
las personas. ¿Por qué derecho distinto lo cambiaríamos? Establece que la ley 
protege la vida del que está por nacer. Eso también sería obviamente cambiado. 


¿Sería bueno que no estuviera protegida la vida del que está por nacer? ¿Sería un 


avance hacia el progreso y la modernidad hacer constitucional matar al que 
todavía está por nacer en cualquier momento de su gestación? ¿Y el derecho a la 
vida dicho más arriba para los ya nacidos? ¿Sería también un avance quitarlo de 
la constitución? 

El mismo Artículo 1 sigue: “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad”. 
¿Esto también habría que cambiarlo? ¿Y cuál sería ahora el núcleo fundamental 
de la sociedad? ¿Tal vez los individuos? En tal caso, habría una gran 
contradicción con una de las críticas frecuentes a nuestro actual ordenamiento en 
cuanto a que sería un sistema individualista. ¿Serían ese núcleo las 
organizaciones civiles como juntas de vecinos, sindicatos, ONG u otros? El 
funcionamiento de eso estaría por verse, especialmente teniendo en cuenta que 
naturalmente la inmensa mayoría de los chilenos se estructura en sus aspectos 
más fundamentales en relación a sus familias. Una nueva constitución no puede 
cambiar eso de verdad. Entonces, escribir otra cosa solo llevaría a una 
constitución inaplicable y eso tendría consecuencias jurídicas importantes. 

En este punto, no se preocupe el lector. No voy a entrar en un análisis 
pormenorizado de la constitución. Solo agregaré algunas cosas más para ilustrar 
las consecuencias de la famosa “hoja en blanco” si no se quiere ratificar 
contenidos de la actual constitución: 

— que Chile es una república democrática; 

— que la Constitución establece que el Estado está al servicio de la persona 
humana, lo que habría que cambiar, ¿tal vez poniéndolo al revés: la persona 
humana estaría al servicio del Estado? ¡Menudo cambio!; 

— que el Estado tiene como finalidad promover el bien común; 

— que el Estado debe resguardar la seguridad nacional; 

— que el Estado debe asegurar la igualdad de oportunidades; 

— que el Estado debe garantizar los derechos esenciales de la naturaleza humana; 
— que hay igualdad ante la ley y se prohíbe la aplicación de todo apremio 
ilegítimo; 


— que las personas tienen derecho a la libertad personal y la seguridad individual 


y que el hogar es inviolable; 

— que hay libertad de conciencia y creencias; 

— que tenemos derecho a vivir libres de contaminación; 

— que las personas tienen derecho a la protección de la salud y a elegir el sistema 
estatal o privado para la ejecución de sus acciones de salud; 

— que las personas tienen derecho a la educación, y que los padres tienen el 
derecho preferente y el deber de educar a sus hijos; el Estado debe financiar un 
sistema gratuito de educación desde el nivel parvulario hasta la media; 

— que hay libertad para abrir y mantener establecimientos educacionales; 

— que hay libertad de opinión e información y de reunión pacífica sin permiso 
previo; 

— que hay libertad de trabajo, derecho a negociación colectiva y a sindicalizarse; 
— que hay derecho a la seguridad social; 

— que hay libertad para desarrollar cualquier actividad económica legítima, 
adquirir bienes de toda clase y derecho de propiedad; en caso de expropiación, el 
Estado deberá indemnizar al afectado por el daño patrimonial real causado; 

— que hay libertad de creación y difusión de las artes. 

En fin, para qué seguir. ¿Todo esto sería excluido en una nueva constitución, 
para que se notara que partió de una “hoja en blanco”? 

¡La verdad es que la famosa “hoja en blanco” es una restricción tremenda para 
hacer una constitución bien hecha! 

La “hoja en blanco” lo que va a terminar significando es que se trabajará con la 
constitución bajo la mesa, y que las grandes diferencias con la alternativa de 
revisar la actual Constitución para volver a modificarla a partir de su texto 
vigente y dentro de sus normas, serían principalmente dos: 

La primera, que en vez de hacerlo el Congreso, lo haría una Convención 
Constituyente, ya sea Mixta o solo con asambleístas elegidos especialmente para 
este efecto. 

La segunda, que en vez de requerirse 2/3 de los votos del Congreso para cambiar 


algo de la Constitución, se requerirían dos tercios de los votos de la Convención 


Constituyente para mantener algo o incluir algo nuevo en la nueva Constitución. 
Lo que no reúne dos tercios, no queda en el texto. Al final, sin embargo, también 
se requerirían dos tercios de la Asamblea para acordar el texto definitivo 
resultante, de modo que podría haber aún negociaciones adicionales para lograr 
la aprobación de un texto final. Luego vendría el plebiscito “de salida” en que el 
pueblo tendría que ratificar o rechazar el texto acordado por la asamblea 
constituyente. 

Estas diferencias son muy grandes: en vez de requerirse 2/3 para modificar la 
Constitución vigente, se requerirían 2/3 para no hacerlo, pero también se 
requerirían 2/3 para introducir nuevas normas. Esta dinámica tendería a una 
Constitución de mínimos, lo que, en nuestro caso, significaría dar un poder sin 
control a la legislatura. ¿En qué terminaría esto? Esta sería una gran incógnita 
durante todo el proceso constituyente. 

4. Años de incertidumbre para el empleo 

El proceso propuesto se estima duraría dos años a contar de abril de 2020. 
Durante ese período, habría gran incertidumbre acerca de adónde va a ir a parar 
el proceso que habríamos elegido iniciar. Con todo lo expuesto más arriba, es 
evidente que habría un sinnúmero de preguntas importantísimas abiertas a la 
especulación durante dicho proceso. Sin embargo, la incertidumbre sería aún 
más compleja, puesto que, al terminar el proceso constituyente, suponiendo que 
solo tomara dos años su realización, todavía quedaría por verse qué más debería 
ocurrir para que el cambio de modelo tuviera la profundidad realmente deseada 
por quienes estarían en control del país. ¿Sólo quieren que cambie la 
constitución? Por lo que han demostrado y, a su modo, expresado, la cosa no 
estaría ni cerca de parar ahí. De hecho, lo del cambio constitucional fue una cosa 
de políticos, no de “la calle”. “La calle”, lo que dice querer es un cambio total de 
modelo y ha sido además apoyada en ese planteamiento por políticos formales 
aficionados al uso de maquinaria pesada para remover los cimientos del modelo. 
Al principio bastaba con una máquina, pero con el correr del tiempo, ahora se 


requieren tres: una de ellas para cambiar la Constitución; otra para aumentar “a 


lo retroexcavadora” la carga tributaria; y otra para arrasar con los fondos de 
pensiones. Es cosa de tiempo quizás para que a este tipo de políticos vayan 
despertándoseles nuevos requerimientos de maquinaria pesada. Así las cosas, 
emprender nuevas inversiones se haría evidentemente más riesgoso, por lo que el 
futuro se ve complejo para la actividad y el empleo en Chile. 

El empleo en Chile está en difíciles circunstancias. En primer lugar, se están 
reduciendo las jornadas laborales. Este es un encarecimiento fuerte del costo del 
trabajo. Por otra parte, se está aumentando sustancialmente el costo del 
empleador por las nuevas cotizaciones previsionales introducidas. A esto se 
agregan las pérdidas de capital de muchas empresas, entre ellas innumerables 
Pymes, producto de los destrozos, incendios y saqueos de que han sido víctimas. 
Una importante mayoría de los empresarios tendrá dificultades para enfrentar ese 
encarecimiento que los pueden llevar a reducir sus negocios y en algunos casos, 
a la suspensión de los mismos. 

Agreguemos a lo descrito los mencionados años de incertidumbre que vendrían 
no solo por el propuesto proceso constitucional, sino también por las 
retroexcavadoras y aires revolucionarios que rugen por doquier, y el panorama 
de negocios se ve muy sombrío. La inversión venía a la baja ya desde antes de 
los estallidos violentos por medidas anti-inversión que se habían adoptado en 
varios frentes. Así las cosas, con la inversión deprimida, muchos negocios 
golpeados, y una fuerte incertidumbre, el panorama para el empleo es muy 
preocupante. 

5. La esquiva paz 

Hay quienes están por aprobar el cambio de la Constitución pensando que así se 
podría recuperar la paz y el orden en Chile. En mi opinión, eso es ilusorio. De 
partida, de aprobarse el proceso constituyente, los revolucionarios han anunciado 
que no permitirán una discusión pacífica y serena de la Carta Magna. Por el 
contrario, se aprestan a instalar campamentos en los jardines del antiguo 
Congreso, que sería la sede de la Asamblea Constituyente, para presionar -léase, 


agredir-, a quienes no concurran con sus votos a otorgar la aprobación de las 


normas que sean de su preferencia. Es decir, los asambleístas estarían 
dictándonos una constitución según las preferencias de los violentistas, bajo 
amenaza de ser agredidos física y síquicamente cada día al terminar sus jornadas 
de discusión. Tales condiciones son inaceptables como proceso constituyente y 
como proceso de paz. 

Por otra parte, el logro de la paz requiere obtener un consenso que una a los 
demócratas en concordia, de modo que, en lugar de destruirse entre ellos 
mismos, con la vana pretensión de salir ganadores de esta encrucijada, puedan 
construir un futuro que sea aceptable para todos ellos, aunque no logre ser lo 
ideal para muchos de ellos. Esto requiere abandonar los maximalismos de unos y 
otros lados de las tendencias democráticas, y consensuar un modelo moderado, 
que salvaguarde la esencia de lograr un razonable crecimiento económico, con 
un razonable desarrollo social, y por los medios que resulten también aceptables 
para las distintas corrientes integrantes de este referente amplio de moderación, 
tolerancia y concordia. 

Hay que lograr que los disensos dentro de este referente sean de grado tolerable, 
de modo de cambiar el paradigma de la destrucción del rival por el de la 
“Amistad Democrática” que permita transacciones aceptables, aunque exijan a 
todas las partes renunciar a sus maximalismos históricos. Así, por ejemplo, la 
derecha liberal debería aceptar muchas más regulaciones e intervenciones 
estatales que lo que sería su ideal de máxima, y el socialismo democrático 
debería moderar sus aspiraciones de un estado que cubra máximamente todas las 
necesidades sociales, tenga todos los espacios para actuar en la producción y 
regule todos los aspectos posibles de la actividad privada, como tal vez sería su 
ideal de máxima. 

Si se logra un pacto de “Amistad Democrática” como el propuesto, podría 
construirse un referente sólido y sereno, menos caricaturizable por parte de los 
revolucionarios maximalistas, y se podrían adoptar las medidas normales de 
control de las situaciones, con una mezcla de los diversos medios disponibles 


para volver a restaurar la paz social y permitir que el pueblo pueda entregar su 


apoyo a este nuevo referente que no va a llevar en su interior el germen de la 
autodestrucción y se podrá contener los ímpetus revolucionarios que se apoyan 
en la confusión que generan los desencuentros entre los demócratas por querer 
destruirse actualmente entre ellos, esperando vanamente lograr imponer sus 
actuales maximalismos después de la tormenta, de la que se imaginan saliendo 
triunfantes. 

Razones para votar “Rechazo”: Lograr la “Amistad Democrática” 

La inmensa mayoría de los chilenos estamos hastiados de las tóxicas relaciones 
imperantes en la política. Queremos mayor tolerancia y respeto. Queremos un 
Chile unido por objetivos comunes que nos convienen a todos. 

La modalidad propuesta para modificar la Constitución a partir de una “hoja en 
blanco” es una camisa de fuerza que, por una parte, hace muy difícil 
salvaguardar una constitución razonable como resultado, y por otra, tiende a 
dejar una constitución minimalista que dejaría al arbitrio de las mayorías 
circunstanciales aspectos fundamentales de nuestras reglas de convivencia, con 
la consiguiente incertidumbre crónica. 

Por otra parte, el clima de violencia y los maximalismos revolucionarios 
extremos que hoy amenazan a Chile en el proceso propuesto en el plebiscito de 
abril se mantendrían vigentes por muchos años, y hasta que no se consolide la 
demolición total de todo lo que hemos construido. Este proceso bajo la 
permanente amenaza y ejercicio de la violencia haría que las relaciones entre los 
chilenos fueran cada vez haciéndose más tóxicas y una “Amistad Democrática”, 
el respeto y la serenidad a que aspiramos la mayoría de los chilenos, se haría 
cada vez más imposible. 

Por estas razones, y muchas otras sobre las que abundan otros capítulos de este 
libro, es aconsejable, a mi juicio, votar “Rechazo” en el plebiscito. Si logramos 
que se rechace el proceso constituyente propuesto, el pueblo 

chileno habrá tomado el camino de la paz y podrá comenzar a construir por 
etapas la anhelada “Amistad Democrática” que la mayoría deseamos. 


Este proceso, a continuación del triunfo del “Rechazo”, incluirá varias tareas 


importantes: 

1. Seleccionar representantes políticos que sean proclives a un clima de 
“Amistad Democrática”. Para ello, los chilenos tendremos que aprovechar las 
elecciones locales de octubre de este año, y las elecciones parlamentarias de 
octubre de 2021. 

2. Proceso de reformas para adecuar evolutivamente el modelo hacia un sistema 
más acorde con consensos moderados donde las distintas tendencias 
democráticas aporten renuncias a sus maximalismos para lograr una constitución 
reformada que genere gran adhesión de la ciudadanía, así como promulgar leyes 
y aplicar políticas que reformen evolutivamente el modelo, para hacerlo más 
amable, aceptado y valorado por los chilenos. 

3. Consolidación gradual de la “Amistad Democrática” necesaria para detener el 
destructivo espíritu de odio y división que muchas veces sufre nuestro país. 

4. Fortalecer un cuerpo unido democrático, que tenga la autoridad moral para 
aplicar las medidas necesarias para recuperar y consolidar la paz y la 


tranquilidad en nuestra vida nacional. 


Vender la pomada 


Juan Pedro Lúhrs 


Periodista PUC. Coordinador de Comunicaciones de la plataforma "No, gracias". 
Master en Marketing Político de la Universidad Autónoma de Barcelona. Fue 


secretario ejecutivo FECH 2011. 


El 15 de noviembre las fuerzas políticas firmaron el Acuerdo por la Paz y la 


Nueva Constitución. Esta fue la respuesta tras un mes de violencia desatada, 


negligencia del Estado y mucha rabia contra las élites. Y pasó lo que tiende a 
ocurrir con los movimientos sociales inorgánicos: se impuso la solución 
propuesta por la minoría mejor organizada. Recalco que es una minoría, pues el 
cambio constitucional jamás fue una prioridad para los ciudadanos, ni en las 
encuestas ni en las elecciones. Así nace la mayor “venta de pomada” de nuestra 
joven democracia. 

Es una “venta de pomada” auspiciada por matones y por oportunistas. Los 
primeros nos vienen amenazando desde octubre, planteando que destruirán, 
robarán o sabotearán todo lo que puedan hasta que se les dé en el gusto. Y puede 
que ni así paren. La “primera línea” y la Aces (organización de estudiantes 
secundarios) son sus mejores exponentes. 

Los oportunistas son quienes aplauden como héroes a los matones, pues les son 
útiles. No tienen empacho en hacer trampa a la democracia, pues les importa 
más imponer su agenda. Oportunista es Luis Mesina, que propuso un golpe al 
Congreso; también el senador Alejandro Navarro, que rindió homenaje a los 
encapuchados; pero también los parlamentarios que convirtieron al Congreso en 
un tribunal de ministros. No les importa estirar el elástico, pues no pagarán los 
costos de este proceso. 

El proceso es una “venta de pomada” porque posterga las urgencias sociales. 
Todos los estudios demográficos muestran que las prioridades de los chilenos se 
concentran en pensiones, salud, seguridad y educación. Otra constitución no 
resolverá esos problemas y los pondrá más atrás en la fila. Caldo de cultivo para 
más frustración. 

Por otro lado, se nos habla de perfeccionar la democracia, pero nos obligan a 
convivir con la violencia. ¿Existe libertad de expresión cuando priman las 
“funas”, las persecuciones y las agresiones? No, en ningún caso. La épica 
democrática se vuelve un espejismo en tanto la discusión pública evoca más al 
Gran Terror de Robespierre que a una democracia moderna. Jamás podrán 
Callarnos, pero vaya que lo han intentado. 


También es “venta de pomada” que no se mencionen los costos. La destrucción 


de infraestructura le costará al estado 1.400 millones de dólares, según el 
Ministerio de Hacienda. A eso sumemos los 2.700 millones de pesos que costará 
echar adelante el proceso constitucional y contrastémoslo con los cientos de 
negocios cerrados por ser atacados, incendiados o saqueados, y el aumento de un 
180% de los despidos “por necesidades de la empresa” respecto de enero de 
2019. 

Incluyamos en la ecuación dos años de incertidumbre económica y el freno para 
la inversión que eso significa. Este proceso está hipotecando el trabajo de la 
gente más pobre y de la clase media. El presidente del Banco Central, Mario 
Marcel (cercano al PS), dijo que “si el desempleo se estacionara en cifras en 
torno al 10% y la inflación se empinara al 6%, el coeficiente de Gini, que mide 
la desigualdad en la distribución del ingreso, retrocedería 27 años, hasta los 
valores que exhibía a comienzos de los 90”. 

Finalmente, es una “venta de pomada” porque se nos promete que Chile 
mejorará, pero no se ofrece ninguna garantía de mantener lo bueno. 

Y sí, Chile ha hecho muchas cosas bien. Las referencias históricas sitúan a 
nuestro país como la colonia más pobre de España en América Latina, pero hoy 
estamos en los primeros lugares de salud, educación e ingreso. Y no solo eso, 
entre 2000 y 2015 el ingreso del decil más pobre se incrementó en un 145%, 
mientras que en el decil más rico el aumento fue del 30% (Informe sobre 
desigualdad del PNUD). Hechos, no mitos. 

Parte de ese éxito se debe al resguardo de instituciones como el Banco Central y 
a la consagración exhaustiva de derechos como la propiedad. Para mantener lo 
bueno, Chile debe ser un país libre, estable y con instituciones sólidas. Nada de 
eso está asegurado. 

El 26 de abril tendremos la elección más importante en 30 años de democracia y 
la historia nos estará mirando. Si nos “venden la pomada”, tendremos que dar 
explicaciones a las próximas generaciones. Tendremos que decirles por qué no 
cuidamos nuestro progreso y lo apostamos todo por un espejismo. 


¿Otra constitución? No, gracias. 


“RECHAZAR”, una opción de sentido común 


Luis Pardo 


Diputado por el Distrito N° 6, Región de Valparaíso. Ex presidente de la 
Asociación de Radiodifusores de Chile (ARCHI). 


Chile experimentó en los últimos 30 años un salto exponencial; pasó de ser una 
de las economías más pobres de la región a liderar en muchos ámbitos, muy 
especialmente en desarrollo social, incluido el famoso índice de Gini, que mide 
la desigualdad. La receta chilena, con todos sus defectos, que por cierto los tiene, 
logró reducir la pobreza y construir una clase media emergente que goza de una 
calidad de vida que ninguno de los países que sirven de modelo a la izquierda 
nostálgica ha logrado alcanzar en nuestro continente. 

Sin embargo, como es propio de los países que producto de un acelerado 
desarrollo económico construyen una gran clase media, los temores e 
inseguridades de quienes han salido de la pobreza y sus legítimas expectativas a 
partir de una nueva posición, derivan en lo que la literatura denomina “la trampa 
del ingreso medio”, que no es otra cosa que exigir prestaciones sociales que 
corresponden a niveles de un desarrollo económico aún no alcanzado. 

No obstante, dentro de lo que nuestra economía puede solventar, había mucho 
espacio para conjugar un crecimiento económico sostenido con mayores niveles 
de desarrollo social, brindando más seguridades y mejores servicios a una clase 
media que se siente abandonada; entre una clase alta que disfruta de todos los 
beneficios de la modernidad y una clase baja que, no obstante sus graves 


carencias, recibe importantes ayudas y subsidios del estado. 


El malestar social, combinado con una justificada indignación y desencanto con 
la política y las instituciones, se sitúa principalmente en la clase media y refleja 
sentimientos reales, que trascienden las categorías políticopartidistas; mucha 
gente que votó por Sebastián Piñera y que probablemente vuelva a votar por la 
centroderecha experimenta la misma frustración. De hecho, muchos se 
manifestaron pacíficamente. 

El programa de gobierno de Chile Vamos pretendía dar respuesta parcial a esas 
dolencias y aspiraciones de nuestra clase media, que fueron el sentido de la 
promesa de “tiempos mejores”. El bloqueo de la mayoría opositora en ambas 
cámaras a las reformas y leyes indispensables para cumplir el programa de 
gobierno es un dato inobjetable. 

No podemos soslayar que, si los 600 mil chilenos adicionales que corrieron a las 
urnas en segunda vuelta hubiesen votado también en la primera vuelta, 
probablemente habríamos tenido mayoría para gobernar y probablemente no 
estaríamos hoy en este trance histórico. 

La ciudadanía responsabiliza al gobierno de no cumplir una promesa y una 
expectativa electoral, desconociendo que la llave la tuvo siempre la oposición en 
el Parlamento (una falla de nuestro régimen presidencial que no abordaremos en 
este artículo). Una oposición que no estuvo a la altura antes del 18 de octubre, 
negándose a colaborar y tratando de imponer las mismas recetas que la 
ciudadanía había rechazado en las urnas. De lo contrario, habría triunfado 
Alejandro Guillier con su programa de gobierno. Una oposición que tampoco ha 
estado a la altura ahora, demostrando una total falta de sentido republicano 
después de los graves episodios de violencia que han azotado nuestra patria. 
Tampoco podemos decir que el gobierno lo haya hecho extraordinariamente 
bien. Durante los primeros dos años faltó conducción política para 

confrontar a la oposición e impulsar el programa de gobierno, dejando en 
evidencia ante la opinión pública quién bloqueaba las iniciativas para 
implementar lo que la ciudadanía había resuelto en las urnas. Se perdió el primer 


año de gobierno con una conducción política zigzagueante. 


Después del 18 de octubre, el gobierno ha tenido la generosidad y flexibilidad 
que la oposición no tuvo para modificar sus reformas emblemáticas: la tributaria 
y la de pensiones, cediendo además en materia de límites al gasto fiscal, para 
concretar así importantes avances de una amplia agenda legislativa social. Ello 
ha permitido, en parte, desacoplar las demandas sociales del movimiento 
insurreccional violentista. 

Sin embargo, nuestro gobierno muestra la misma debilidad de conducción 
política ya descrita, al no dejar en evidencia la conducta irresponsable de una 
oposición que tiende a justificar y relativizar la violencia, negando su apoyo para 
el indispensable restablecimiento del orden público. 

En ese complejo contexto de violencia contumaz, de malestar social e 
indignación ciudadana transversal, surge de la nada una tercera variable, el 
cambio de la Constitución, a partir de un itinerario institucional acordado por 
todas las fuerzas políticas con representación parlamentaria, con excepción del 
Partido Comunista y una parte del Frente Amplio. 

Como diría un distinguido columnista de izquierda: “En vez de resolver los 
problemas urgentes que están a la mano, crea otro más: cambiar las bases 
constitucionales, el régimen político y el modelo de desarrollo. La consigna 
parece ser ésta: para alivianar la situación, volvámosla más pesada. Es una receta 
para hundirnos definitivamente”. José Joaquín Brunner, (La Tercera, 1 de 
noviembre de 2019). 

Cómo llegamos a este plebiscito 

El Acuerdo por la Paz Social y la Nueva Constitución, redactado en una tensa 
noche contra el tiempo, podría haber sido la solución para reencauzar el debate 
nacional, tan ferozmente deteriorado por la diatriba y la consigna, si no fuera por 
la porfiada realidad. 

En efecto, la idea de redactar entre todos una nueva carta fundamental, 
suponiendo un proceso constituyente basado en la deliberación democrática -es 
decir, sin violencia, en un ambiente de respeto cívico y serenidad- suena tan 


idílica como ingenua. 


Recordemos que este pacto surge del mal denominado “estallido social”, 
fenómeno que tiene dos dimensiones bien definidas: 

1. Un malestar ciudadano por graves carencias sociales insatisfechas, incubado 
durante muchos años, combinado con una molestia o indignación respecto de 
abusos y privilegios asociados a la élite, con el consiguiente descrédito de las 
instituciones. 

Este malestar ha ido decantando en demandas sociales muy específicas: a) bajas 
pensiones, b) pésima salud pública, c) bajo poder adquisitivo y endeudamiento 
de la clase media, d) abusos y privilegios, corrupción. 

Todas estas demandas están siendo procesadas por el sistema político en 
diferentes reformas: incremento y reforma del pilar solidario (aprobado); 
reforma del sistema de pensiones, con cambios relevantes a las AFP. La reforma 
de FONASA presentada a tramitación se suma a leyes ya aprobadas, como la 
que interviene en los precios de los medicamentos o el límite al copago en las 
prestaciones no auge. Respecto del bajo poder adquisitivo, se tramita el ingreso 
mínimo garantizado, se aprobó el congelamiento de tarifas eléctricas. El 
gobierno ingresó un proyecto de integridad pública que establece penas de cárcel 
para delitos de cuello y corbata como la colusión o el cohecho, entre otras 
iniciativas. 

2. Paralelamente, lo que se inició el 18 de octubre con el incendio de las 
estaciones del Metro, entre otros atentados terroristas es un proceso 
insurreccional o revolucionario, acotado en términos cuantitativos de 
participantes activos, pero extremadamente violento, sistemático y persistente en 
el tiempo, lo que revela coordinación, capacidad de conducción y de apoyo 
logístico y económico. 

Este proceso insurreccional se retroalimenta del malestar social e indignación 
ciudadana, y aparenta representar y liderar el malestar ciudadano, pero lo cierto 
es que no busca satisfacer las demandas sociales, pues para ellos la injusticia y la 
desigualdad se solucionan arrasando con todo para construir una nueva sociedad; 


de hecho, el aislamiento de los grupos violentistas da cuenta de que se trata de 


un fenómeno diferente, que busca derechamente reemplazar el modelo 
“neoliberal” y derrocar el régimen democrático. Ninguna reforma social ni 
ningún proceso constituyente institucional va a detener el proceso insurreccional. 
Confundir ambas dinámicas es errar profundamente el diagnóstico. La violencia, 
que con distintos niveles de intensidad se mantiene hasta nuestros días y 
amenaza perpetuarse indefinidamente, no se detendrá con las reformas sociales, 
ni menos aún con un eventual triunfo de la opción “Apruebo” en el plebiscito. 
La vía insurreccional tiene como propósito derrocar el orden establecido, 
creando las condiciones para una Asamblea Constituyente. 

El fallido sentido del “Apruebo” 

Si la solución a las demandas sociales no pasa por cambios constitucionales, y la 
violencia desatada, por otra parte, no aspira a un cambio constitucional bajo las 
reglas del Acuerdo por la Paz Social y la Nueva Constitución, ¿cuál es el 
sentido de este proceso? 

El proceso de construir una nueva constitución habría tenido algún sentido si los 
suscriptores del citado acuerdo hubiesen cumplido con el artículo primero del 
acuerdo: “Los partidos que suscriben este acuerdo vienen a garantizar su 
compromiso con el restablecimiento de la paz y el orden público en Chile y el 
total respeto de los derechos humanos y la institucionalidad democrática 
vigente”. 

Categóricamente, la oposición no ha honrado la palabra empeñada en el acuerdo. 
Los partidos de izquierda, firmantes del acuerdo, han sido tibios para condenar la 
violencia, justificándola o relativizándola, al mismo tiempo que han sido 
inconsecuentes al momento de respaldar a las autoridades que deben resguardar 
el orden público. Muy por el contrario, se han sumado alegremente a las 
acusaciones constitucionales impulsadas por la extrema izquierda en contra del 
Presidente de la República, del ministro del Interior (logrando su destitución) y 
del Intendente de Santiago. 

Para sustentar estas acusaciones y justificar su ambivalencia discursiva, han 


avalado el relato de las supuestas violaciones sistemáticas a los derechos 


humanos perpetradas por el gobierno, desconociendo que en Chile operan 
Tribunales de Justicia autónomos e independientes y que el uso de la fuerza 
pública se ajusta a las mismas disposiciones y medios constitucionales que ellos 
también utilizaron cuando fueron gobierno, y que son los medios propios de 
cualquier democracia para el uso legítimo de la fuerza. 

Si la izquierda hubiese honrado su palabra, haciendo posible un restablecimiento 
del orden público, esencial para el restablecimiento de la paz, el proceso 
constituyente habría tenido algún sentido. Ello ya no ocurrió, la 

izquierda moderada no tuvo la convicción ni el coraje necesario para distinguir 
su rol opositor del deber republicano que en horas difíciles demanda esa entereza 
y altura de miras que permite renunciar al oportunismo político cuando se trata 
de salvar la institucionalidad. 

Si bien algunos líderes e intelectuales de izquierda, de incuestionable peso, han 
alzado la voz para condenar la violencia y relevar la necesidad imperiosa de 
restablecer el orden público, los parlamentarios en ejercicio simplemente no han 
estado a la altura. 

Los sucesos de febrero auguran una escalada violentista que continuará 
amenazando la paz social, vulnerando los derechos y la tranquilidad de la 
ciudadanía y dejando en evidencia la incapacidad del estado para hacer 
prevalecer el estado de derecho, lo que se traduce, necesariamente, en una 
profundización del frenazo económico que ya estamos viviendo. 

La destrucción de 300 mil puestos de trabajo producto de estos repudiables 
episodios, responden principalmente al impacto que la violencia ha tenido sobre 
las Pymes, especialmente las microempresas y empresas familiares que en la 
imposibilidad de solventar sus compromisos, han tenido que despedir 
colaboradores o simplemente cerrar sus negocios. 

Viene ahora el impacto de los proyectos de inversión de mayor envergadura, 
postergados, suspendidos indefinidamente, o simplemente abortados; se prevé 
una cesantía de dos dígitos y un posible incremento de la inflación producto del 


alza del dólar y debilitamiento de la moneda nacional; esto último, combinado 


con una casi segura rebaja en la clasificación de riesgo país, traerá aparejado un 
encarecimiento del crédito que golpeará a las pymes y a las familias de clase 
media. 

La destrucción de nuestra economía y el doloroso impacto social que conlleva es 
un precio demasiado alto para pagar por un proceso que, sin desmerecer el valor 
de lo simbólico, sólo tiene ese carácter. El camino del “Apruebo”, lejos de 
solucionar las demandas sociales, las posterga como prioridad y, lo que es peor, 
pone en entredicho la capacidad económica del país para financiar las reformas 
sociales en materia de pensiones, salud, poder adquisitivo, etc. 

La perpetuación de la violencia impactará en la calidad del debate constitucional, 
de la misma forma en que grupos han irrumpido en el Congreso, insultando y 
“funando” legisladores irrumpirán en la Convención Constituyente. Su lógica de 
imponer sus términos políticos desde la violencia, generando temor y buscando 
limitar la expresión y la movilización de quienes piensan distinto, será la tónica 
durante dos años, a lo menos, si triunfa el “Apruebo”. 

El desconocimiento de las reglas acordadas para la Convención Constituyente 
será el objetivo declarado de la violencia subversiva y de la izquierda extrema. 
La Convención está constitucionalmente mandatada para redactar un nuevo texto 
constitucional en un plazo definido, respetando las normas establecidas, pero de 
triunfar el “Apruebo” toda la energía revolucionaria se concentrará en provocar 
que la Convención asuma el poder constituyente originario y gobierne de facto, 
disolviendo las instituciones democráticas, como lo anuncian públicamente 
algunos líderes e ideólogos del movimiento subversivo. Cabe preguntarse qué 
capacidad tendrá el estado de imponer la legalidad y el estado de derecho bajo 
esas circunstancias. 

No faltarán quienes nos acusen de realizar una campaña del terror. Pero las 
campañas del terror son respecto de hipotéticas situaciones futuras. Lo que 
estamos constatando son datos de la causa que están ocurriendo a vista y 
paciencia de todo el país. Ni el frenazo económico y su costo social, ni la 


violencia desatada, que amenaza desembozadamente con mantenerse hasta 


lograr sus objetivos, son supuestos de campaña. 

Muy a nuestro pesar, son la realidad que estamos viviendo. 

El renovado sentido del “Rechazo” 

Si la ilusión de encontrar una salida a la crisis por la vía del “Apruebo” se 
desvaneció hasta representar hoy más costos que beneficios, la opción del 
“Rechazo” cobra renovado valor a la luz de los hechos y acontecimientos antes 
resumidos. 

La opción del “Rechazo” nos ofrece la gran oportunidad de legitimar no sólo una 
Constitución que se reformó varias veces en democracia, sino también de 
legitimar lo mejor de la historia reciente de nuestro país. Legitimar una vocación 
de entendimiento, de grandes acuerdos en torno a cambios sustantivos y 
graduales, por sobre los saltos al vacío o las aventuras populistas. 

Legitimar la historia reciente de Chile no significa en ningún caso legitimar las 
falencias, injusticias y abusos que se hayan incubado en ese período. Por el 
contrario, legitimar lo bueno permite fortalecer el cimiento sobre el cual 
podemos seguir construyendo, reconociendo y corrigiendo lo que está mal o no 
funciona. 

La Constitución ha sido progresivamente modificada en sucesivos gobiernos 
democráticos, logrando una inobjetable legitimidad de ejercicio. Bajo esa 
constitución se realizó una transición exitosa y se logró el mayor nivel de 
desarrollo económico y social en la historia de Chile, que contrasta con los 
niveles de pobreza de países que hasta hace unas pocas décadas eran 
infinitamente más ricos y desarrollados que nosotros. 

“Rechazar” significa notificar a quienes se han lanzado a la aventura 
revolucionaria, que la mayoría del país no tolera la violencia ni está disponible 
para aventuras irresponsables; quienes sostienen que el triunfo del “Rechazo” 
alentará aún más la violencia, se equivocan doblemente. Primero, porque la 
violencia se mantendrá y manifestará con más fuerza aún durante todo el proceso 
constituyente que se habilitará a partir del eventual triunfo del “Apruebo”, con el 


propósito de subvertir las reglas pactadas y convertir la Convención 


Constituyente en la Asamblea Constituyente que ellos quieren. Segundo, porque 
sólo un categórico rechazo de la ciudadanía a la vía violenta puede generar las 
condiciones para derrotar a los violentistas. 

“Rechazar” significa también, concentrar todas las energías del sistema político 
en las reformas sociales necesarias para dar respuesta a las demandas que la 
ciudadanía nos ha planteado. Demandas sociales que pasarían a segundo plano si 
en paralelo al Congreso Nacional, instalamos (y pagamos) un segundo congreso, 
la Convención Constituyente, deliberando sobre una nueva constitución. 
“Rechazar” significa ahorrarnos dos años de inestabilidad e incertidumbre 
económica, con todo el costo social que implica la prolongación del 
estancamiento económico que ya estamos viviendo. El desempleo, la inflación 
producto de la caída del peso y el alza del dólar, la caída de la inversión, no sólo 
impactarán dramáticamente en la familia chilena, sino que amenazan seriamente 
la viabilidad y el financiamiento de las mismas reformas sociales. 

“Rechazar”, por último, no significa dejar la Constitución tal como está. Muy 
por el contrario, manteniendo una clara prioridad en las reformas sociales, que 
debiéramos despachar en el primer semestre del año en curso, hemos propuesto 
un conjunto de reformas constitucionales que podemos impulsar desde el 
Congreso Nacional, sin necesidad de elegir, habilitar y pagar un segundo 
Congreso. 

Se nos ha cuestionado la voluntad de realizar reformas en caso de ganar la 
opción “Rechazo”. “¿Por qué van a reformar ahora, lo que no quisieron reformar 
antes?”, insinúan, mezclando incluso peras con manzanas. Me parece relevante 
responder este cuestionamiento. 

Primero, contiene una premisa falsa: todas las reformas constitucionales que se 
realizaron a la Constitución durante los últimos 30 años contaron con los votos 
de la derecha. De otra forma no se podrían haber realizado. Desde las más 
emblemáticas al inicio de la transición, pasando por las no menos profundas 
reformas del 2005, cuando el entonces Presidente Ricardo Lagos, al momento de 


estampar su firma en la “nueva” Constitución, afirmó que “tenemos hoy por fin 


una constitución democrática, acorde con el espíritu de Chile, del alma 
permanente de Chile”. 

Segundo, Chile Vamos ha demostrado voluntad de acuerdos, cediendo en 
importantes materias para concretar las reformas sociales que se están 
tramitando en el Congreso después del 18 de octubre, algunas ya totalmente 
aprobadas. No es Chile Vamos quien se aferra rígidamente a sus convicciones 
ideológicas y se niega a concretar avances sustantivos en materia social y 
también constitucional. 

Una parte de la oposición, más bien reducida, ha colaborado con sus votos para 
avanzar en la agenda social, estableciendo condiciones razonables, que no 
compartimos plenamente, pero que el gobierno y los parlamentarios oficialistas 
hemos aceptado como parte inherente de todo acuerdo. El resto de la oposición 
se ha rigidizado en torno de sus visiones ideológicas y tratado de llevar agua a 
sus molinos calificando todas las reformas de migajas y de insuficientes. No son 
ellos los más indicados para cuestionar nuestra voluntad de diálogo y de 
acuerdos. 

Una opción de sentido común 

Dadas las condiciones en que se presenta el futuro, la opción por el “Rechazo”, 
más que una opción de una determinada corriente política, es la opción del 
sentido común. Es rechazar el salto al vacío que representa abocarnos durante 
dos años a discusiones constitucionales abstractas, prolongando las condiciones 
de violencia y polarización que hoy nos consumen, cuyo combustible y aliciente 
es la oportunidad que ven en el proceso constituyente y la debilidad institucional 
reinante, de inclinar la balanza a su favor en medio de la confusión. 

Votar “Rechazo” es apostar por la democracia, conservar la capacidad de elegir 
y de renovar las autoridades políticas con reglas del juego conocidas y de 
exigirles los cambios concretos necesarios para responder a las demandas 
sociales con responsabilidad y sentido de urgencia. 

Votar “Rechazo” es crear las condiciones para hacer las cosas de a una, en el 


orden lógico que aconseja el más elemental sentido común: 


Primero, parar la violencia y restablecer el orden público. La violencia se ha 
instalado por la debilidad de una institucionalidad sobrepasada y golpeada por la 
sorpresa. Un rechazo categórico a la violencia expresado en las urnas inclinará 
definitivamente la balanza política para legitimar el pleno restablecimiento del 
estado de derecho. 

Segundo, concentrar todos los esfuerzos y energía del sistema político en realizar 
las reformas sociales necesarias para atender las demandas que la ciudadanía ha 
expresado y que requieren de grandes acuerdos políticos, pero también de 
recuperar cuanto antes la economía, condición indispensable para generar 
empleo y bienestar, como así también para asegurar la recaudación tributaria que 
posibilita el financiamiento y sostenibilidad de las reformas. 

Tercero, concordar una nueva reforma constitucional, bajo las reglas de la propia 
constitución, tal como se hicieron las anteriores reformas, para modernizar 
ámbitos como la descentralización y regionalización del país, ajustar el régimen 
presidencial, actualizar el catálogo de derechos de los ciudadanos y deberes del 
estado, entre otras materias que nos permitan iniciar una nueva etapa de nuestro 
desarrollo. 

En definitiva, votar “Rechazo” es anteponer la responsabilidad, la evidencia de 
los hechos tal como son, más allá de cómo quisiéramos que sean. Votar 
“Rechazo” es dar la respuesta correcta a la pregunta más elemental que todos 
debiéramos hacernos a la luz de todo lo acontecido desde el 18 de octubre: ¿el 
Chile que sobrevendrá a este proceso, es un Chile mejor o peor que el que 
teníamos antes del 18 de octubre? 

Sin lugar a dudas Chile acumulaba graves problemas sin resolver. Problemas que 
por distintas razones no se evidenciaron en toda su magnitud, ni se atendieron 
con el sentido de urgencia que ameritaban. Problemas que hoy día están 
identificados y reconocidos. Probablemente su solución no sea inmediata en 
todos los casos, pero se puede avanzar decididamente, materializando avances 
concretos y estableciendo una hoja de ruta conocida, responsable y verificable. 


Sin embargo, también es posible que la inestabilidad, la incertidumbre y la 


confusión, nos lleven por un derrotero donde prevalezcan las consignas y las 
promesas populistas. El Chile que sobrevenga a esta crisis puede resultar un país 
más pobre y debilitado que el que tenemos hasta ahora. Un país donde la calidad 
de vida de una clase media que surgió con su propio esfuerzo durante estas 
últimas décadas pase a ser parte de la historia y del recuerdo. Una siniestra 
profecía autocumplida, la de una clase media que teme volver a la pobreza y 
equivoca el rumbo para impedirlo. 

Votar “Rechazo” es asegurar los logros alcanzados. Es poner la pelota en el piso 
y ver cómo seguimos jugando, en vez de lanzar la pelota a una cancha 
desconocida, donde se resolverá nuestro futuro y el de nuestros hijos, sin que 


sepamos siquiera si se respetarán las reglas del juego. 


El cuerpo social 


Javiera Rodríguez 


Periodista UC. Autora de “La Contratoma”, donde relata cómo se vivió por 
dentro la oposición a la toma de la Universidad Católica por un grupo de 
estudiantes feministas. Actualmente es vocera de "No, gracias", plataforma de 


jóvenes por el “Rechazo”. 


Casi invisible para los ojos de cualquier santiaguino apurado, un peculiar 
monstruo de cuatro pies y tres cabezas estaba impreso en un afiche amarillento, 
pegado junto a otros cientos más llamativos cerca de la estación del metro 
Salvador. Las tres cabezas tenían cada una un rostro apenas distinguible, pues el 
estilo de los trazos de la imagen era forzosamente naif. Sin manos, brazos ni 


cuello, parecía un dibujo hecho por un niño que no sabía cómo plasmar una idea 


compleja: bajo sus deformes piernas se leía “somos un cuerpo social”, en 
tipografía Arial. 

La lámina estaba repetida en varias cuadras hacia Plaza Italia y la mayoría de sus 
copias rotas, presuntamente por la constante exposición al sol más que por el 
enojo de los vecinos. Solo a la vista de hombres detallistas, fotógrafos amateurs 
y ambiciosos soñadores, el dibujo no aspiraba a generar una gran reflexión en 
sus espectadores, mas sí alardeaba de una tosca ironía. 

Las cuatro patas de la criatura yacían quietas, pero era tal su repetición que, si el 
artista hubiera empapelado Providencia completo, habría armado un inmenso 
zootropo. Así, como parte de una ilusión óptica, el monstruo avanzaba entre los 
carteles que miraban hacia el Río Mapocho. ¿Podría el rayado “ACAB” (all cops 
are bastards) lograr la misma hazaña visual? 

El polvo levantado por los autos, los 32 grados de temperatura y la desaparición 
del dibujo del cuatrípedo, anunciaban que Plaza Baquedano estaba cerca. 
Monumental, el edificio de la Telefónica era su puerta de entrada, custodiada por 
los ojos de los cientos de ilustraciones que estaban pegadas en su fachada, y de 
las decenas de grafitis que amenazaban a políticos, a instituciones y al sistema. 
Desde la esquina de Avenida Providencia con General Bustamante ya se podía 
ver la rotonda más emblemática del país. El calor de la capital en verano era un 
aporte para el paisaje de desolación; todo humeaba en tonos beige, como si fuera 
un desierto artificial, más aún a las dos de la tarde. Era previsible que la zona 
cero de la marcha más multitudinaria estaba condenada a permanecer como 
peladero por un buen tiempo. 

Sin semáforos y con la tranquilidad de que cruzar en cualquier lado de la vereda 
era una desobediencia mucho menor que todas las ocurridas durante la crisis, el 
trayecto para llegar al centro de la rotonda obligaba a pensar en que el poder de 
autoridad podía romperse hasta en las situaciones más intrascendentes. De igual 
forma había que correr, era peligroso atravesar, no tanto por la voluntad de 
conductores acostumbrados al caos en la zona, sino justamente por los 


santiaguinos sin tiempo. 


Lo primero al pisar la Plaza era el recuerdo nostálgico del pasto y las flores. Solo 
quedaban unas cuantas matas verdes entre los pastelones, sobrevivientes al peso 
de la muchedumbre ocasional, a los resabios de octubre. En la explanada 
inmediata a las pistas, el olor a orina comenzaba a asomarse, pero sentirlo más o 
menos fuerte dependía de la corriente de viento que también ayudaba en algo a 
soportar los grados. 

La sensación de sospecha en los inquilinos de la Plaza era constante, pues la 
gente cruzaba hacia sus tierras a Cada instante para estar cerca del sitio más 
icónico del “despertar chileno”. Eran seis, cinco hombres y una mujer, tal vez 
miembros irrestrictos de la “primera línea”, tal vez solo habitaban Baquedano 
porque vivían en la calle. 

Casi todos tenían menos de veinticinco, salvo uno, que estaba cerca de los 
cuarenta. La sombra mezquina del general de bronce los mantenía reunidos bajo 
su estructura, rodeados de latas de cerveza y botellas de bebidas sin marca. Entre 
ellos se gritaban en buena lid, eran patrones de “Plaza Dignidad”, y felices 
recibían la atención de los forasteros. 

Abuelitos, padres junto a sus hijos chicos, y un par de universitarios se 
acercaban a contemplar la efigie de cerca, tanto como para imaginarla símbolo 
de revolución, o como inexorable muestra de decadencia. ¿Una foto? Los 
inquilinos se ponían la capucha y las antiparras, posando como representantes 
oficiales de los sin ley. A veces les proponían a los turistas una selfie; otras, todo 
se cerraba con un abrazo al son de los bocinazos de apoyo que cada cierto rato 
provenían de los conductores más comprometidos. 
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“i ¿Quién fuma marihuana de aquí?! ¡Me compré un moledor!”, gritó la mujer al 
grupo. Que tenía que ir a comprar pitos, que por favor alguien la acompañara. 
Los demás jugaban con las capuchas practicando para las fotos y tomaban 
cerveza en lata sobre la animita de Joshua Osorio, un joven de 17 años que 
murió tras el saqueo a una bodega de la marca de lencería Kayser. 

Dos cuadras más hacia el poniente se ubicaba otra animita, la de Mauricio 


Fredes. El hombre de 33 años, de la “primera línea”, había fallecido luego de 


caer a una fosa de casi dos metros de profundidad con agua y cables 
electrificados cuando, según el Ministerio Público, huía de Carabineros. 

Pintado de cara a la Alameda, el mural hecho en honor a Fredes tenía escrito, 
con letras blancas y en fondo negro, “las voces que silenciaron vivirán en el 
viento, y cuando aceche el terror, el viento susurrará”. La frase estaba 
acompañada de decenas de rayados subversivos, y de una buena cantidad de 
restos de bombas lacrimógenas expuestas sobre una manta roja con un “ACAB” 
en el centro del género: sí, en su repetición la sigla era igual de inquieta que el 
monstruo deforme, pero al mismo tiempo, mucho menos poética, más caradura. 
En el medio del stock de lacrimógenas, una olla abollada solicitaba aportes 
económicos, quizás para la familia de Fredes, para los cuidadores del mural, o 
para la “primera línea”. A pocos pasos, un hombre con sudadera hablaba 
distendidamente con una pareja de brasileños aventureros. “De parte de mamás y 
papás capuchas, estaremos organizando unas charlas de primeros auxilios para 
las marchas. Ideal si pudieran asistir, les paso mi número”, dijo, mientras sacaba 
su celular del bolsillo. Estaba orgulloso de su pertenencia a los soldados urbanos, 
estaba orgulloso de que el 18 de octubre continuara aún en febrero. 

El recorrido terminaba de vuelta en Baquedano, en el zócalo donde antes estaba 
la entrada principal al metro. Lleno de piedras y restos de escombros, parecía un 
lugar impactado por un derrumbe, salvo que en su centro crecían vigorosas 
matas de romero, palqui, coirón y otras hierbas. Había estado en los bocinazos 
de los conductores, en los abrazos de los visitantes de Plaza Italia, en los papás 
capuchas y ahora, el “cuerpo social” crecía en un huerto comunitario, el cual 
contaba con pequeños carteles al lado de las hierbas que nombraban tanto a la 
especie de la planta como a las víctimas del estallido social. 

La poesía del monstruo había regresado. El deseo de los soñadores por 
convertirse en ese cuatrípedo multiforme se expresaba en cada acto, en cada 
movimiento. Tal como el dibujo naif, también sonaba inocente la añoranza por 
hacer orgánico al colectivo. El cuerpo social se movía ávido entre ilusiones de 


cambio y la ambición por robustecer sus trazos con figuras iguales, y se hacía 


más omnipotente con tan solo la creencia popular de que en él habitaban cientos 
de miles de rostros. 

¿Cómo poder distinguir al cuerpo social entre tantas buenas intenciones? Ante 
las legítimas dudas que pueden surgir de un contexto político tan caótico, hay 
que ser un detallista desconfiado: entre el monstruo y los ACAB, los rayados que 


les siguen son de “sí po, apruebo una nueva constitución”. 


La “señora Juanita” y “Joe el plomero” 


Gerardo Varela 


Ex ministro de Educación. Abogado. Columnista. 


Los políticos siempre han querido interpretar el sentir del elector promedio. 
Identificar sus temores, anhelos y preocupaciones es crucial para ganar 
elecciones. Nuestro ex Presidente Ricardo Lagos creó dos personajes 
inolvidables: la “señora Juanita” y “Moya”. 

La “señora Juanita” representa el sentido común en estado puro, esa valerosa 
mujer chilena, que vive y muere por su familia, que la vida le ha enseñado a ser 
escéptica y que sabe que el paraíso existe, pero no en esta tierra. La “señora 
Juanita” es práctica: como ministro me tocó conocer varias. A una en La 
Araucanía le pregunté si quería que le enseñaran mapudungún a su hijo en el 
colegio y me dijo: “no, ministro, mejor enséñele inglés, porque mapudungún se 
lo enseño yo en la casa”. Ella nunca ha sido demasiado comprometida con 
ningún partido, marchó contra Allende por la inflación y el desabastecimiento; 
marchó contra Pinochet por la cesantía del 83 y apoyó la transición; votó y se 


defraudó con Bachelet II y después eligió los tiempos mejores. La “señora 


Juanita” quiere democracia, pero en orden. 

Donald Trump construyó su plataforma política en torno a “Joe the plumber” 
(“José el gasfíter”), un ciudadano yanqui promedio que teme a la globalización, 
es patriota a morir, no quiere que los chinos le quiten el trabajo y desprecia el 
mundo financiero y sofisticado de las costas americanas. Joe sacó presidente a 
Trump y es probable que lo reelija. 

Los políticos saben que las elecciones se ganan en el medio y tanto la “señora 
Juanita” como “Joe”, son los que dan la victoria. 

Mi columna sobre la “señora Juanita” publicada a principios de febrero en El 
Mercurio pretendió interpretarla a ella más allá de encuestas, redes sociales y 
opiniones de los rostros televisivos. ¿Qué va hacer la “señora Juanita” en un 
plebiscito donde se va a votar por hacer o no una nueva constitución a partir de 
cero? Mi interpretación es que ella va a rechazar, por las varias razones que doy 
en la columna y que espero interprete a más de alguna lectora. 

Para los varones, les quiero decir que, por razones de género, yo más bien me 
identifico con “Moya”, ese chileno buena onda que se desloma trabajando, pero 
como no participa en ningún sindicato, gremio o movimiento, es el que paga 
todas las cuentas ajenas. El pobre Moya va a ser el “paganini” de la dignidad de 
los demás: no tiene auto y va a pagar el Tag, no tiene niños en la universidad y 
se la va a financiar al resto es el inadvertido financista de todos los derechos 
sociales. Pero para conocer su historia los lectores deberán esperar la segunda 
edición de este libro. 

La “señora Juanita” va a rechazar* 

A riesgo de equivocarme -como no pocas veces en mi vida- voy a aventurar que 
el “Rechazo” va a ganar. No porque exista mucho entusiasmo en torno a él, sino 
porque salvo por algunas minorías a-narco-comunistas, cualquier entusiasmo 
inicial de la gente moderada por tener la posibilidad de discutir en orden, con 
respeto y genuino espíritu democrático un nuevo pacto social, se desvanecen día 
a día. 


El “Apruebo” no tiene respuesta frente a la violencia desatada. Si algunos nos 


esperanzamos esa noche de noviembre cuando en vez de amanecer en estado de 
sitio amanecimos en estado de paz, ese entusiasmo se perdió. 

Cada viernes en que los encapuchados se enseñorean en la Plaza Italia, el 
“Rechazo” crece. Con cada molotov en contra de un policía, el “Rechazo” crece, 
con cada saqueo, barricada, PSU abortada e incendios de iglesias, el “Rechazo” 
crece. 

Hoy la calle tiene agotada a la mayoría que no vive en ellas, sino que las usa 
para transitar al trabajo, o que aspira a que sean lugares de convivencia cívica y 
no de violencia política. Los que han hecho de los espacios públicos sus espacios 
privados, que tienen sexo frente a la UC; usan de letrina el parque forestal; 
obligan a bailar, cobran peaje por transitar; los que impiden disfrutar el fútbol, 
los que no tienen nada mejor que hacer que hacerle la vida miserable al resto, no 
son mayoría, no les importa ni ésta ni la próxima constitución y por eso van a 
perder. 

La mayoría silenciosa de Chile, que es pacífica, democrática y republicana, va a 
votar calladita y sin estridencia “Rechazo”, no porque no quiera cambiar la 
Constitución, sino porque quiere hacerlo en paz y mediante el diálogo y los 
acuerdos, esos que sólo se pueden dar en el Congreso que elegimos, que delibera 
y cuyas reglas de funcionamiento las conocemos todos. 

Por la misma razón que la gente no se sube a una micro con un chofer 
encapuchado, con destino desconocido y donde los pasajeros van gritando, 
tomando y piteando; los chilenos moderados y de a pie van a votar “Rechazo”. 
Por la misma razón que nadie se operaría en una clínica infectada; ni comería en 
un restaurant insalubre; ni se jugaría su libertad o humanidad en un deporte 
donde no conoce las reglas; Chile no puede generar una nueva constitución, que 
busca reencontrarnos jurídica y políticamente, en un escenario de violencia e 
intolerancia. 

Lo que la gente reclama en Chile es mejor salud, pensiones y educación; mejor 
trato y más respeto. Ninguna de las deficiencias en esos temas es nueva ni 


derivan de la constitución. Por eso una discusión constitucional en medio de la 


violencia, no le va a mejorar la vida a nadie, pero se la puede empeorar a todos, 
y eso la gente lo percibe, lo intuye y lo sufre en su vida cotidiana. 

Son más los que no encuentran nada digno en rayar un monumento; que no 
consideran que los carabineros sean bastardos (ACAB); que admiran a otra 
“primera línea”: la que reconstruye en los terremotos, apaga los incendios 
forestales y enseña en colegios vulnerables, no la de los encapuchados que se 
dedican a “funar” y saquear. 

El “Rechazo” va a ganar porque la épica original por una mejor vida en un mejor 
país terminó como terminan todos los hechos de violencia, con más odio, 
división y cesantía; con metros quemados, sin farmacias ni supermercados y con 
los narcos y barras bravas enseñoreándose en la calle. El “Rechazo” va a ganar 
porque la única opción que asegura aislar a los violentistas, recuperar el orden y 
avanzar en la agenda social, es un “Rechazo” abrumador. Va a ganar porque el 
centro moderado y la gran clase media, no están contentos con lo que ven, 
escuchan y sienten. Saben que en una constituyente la hegemonía la van a tener 
los termocéfalos y no los moderados, por eso silenciosamente van a rechazar. 
Las elecciones las decide la “señora Juanita”, ella está peor que el 18 de octubre, 
su vida es más dura, más insegura y el futuro más incierto. Hoy Chile es más 
pobre que hace tres meses, Chile cambió, pero para peor. Por eso en la 
privacidad de la urna, en ese momento íntimo y solemne donde somos dueños de 
nuestro propio destino; la “señora Juanita” va a votar “Rechazo”. 

*Esta columna se publicó en el diario El Mercurio el jueves 6 de febrero de 
2020. 


“Rechazar” es apoyar el Chile que hemos construido entre todos 


Ena Von Baer 


Senadora por la Región de Los Ríos. Periodista. Doctora en Ciencias Políticas. 


Crecí en el campo durante los años ochenta. El país en el que vivía era 
completamente distinto al que habitan mis hijos. En esa época para llegar del 
campo a la ciudad, teníamos que cruzar cordones de campamentos que rodeaban 
las ciudades, donde miles de familias vivían en condiciones de extrema pobreza, 
sin acceso a los servicios básicos como agua potable, alcantarillado y luz. El 
Hospital de Temuco era un lugar bastante precario y las postas rurales no eran 
mucho más que construcciones antiguas. La carretera a Santiago era de una sola 
vía, las autopistas con cruces de sobre y bajo nivel sólo las conocíamos de 
imágenes de Europa o Estados Unidos. 

Mis hijos no conocen ese país pobre. Para ellos la situación económica y social 
que gozamos es obvia. Creen que Chile siempre ha sido próspero. No saben que 
ser un país que crece y se desarrolla fuertemente es más bien una anomalía en 
nuestra historia. 

En los ochenta Chile era un país en tensión. En el campo poco se hablaba de 
política, pero las conversaciones de los adultos transparentaba que vivíamos en 
un país dividido. Además, nuestro día a día estaba salpicado de manifestaciones, 
protestas y violencia. Vivíamos en una sociedad que no había sabido solucionar 
sus diferencias de manera pacífica. 

Con la llegada de la democracia esa división encontró una válvula de escape. 
Los chilenos volvieron a tener la posibilidad de definir el futuro de su patria a 
través del voto. Llegaron al poder los miembros de los partidos de 
centroizquierda que en el pasado habían estado divididos. Pero sus historias de 
vida los reunieron en una de las coaliciones políticas más exitosas de la historia 
de nuestro país. 

Habían comprendido que los maximalismos no dan buenos frutos y se 
concentraron en gobernar guiados por el pragmatismo. Entendieron que para 
construir la democracia debían hacerlo sobre la institucionalidad heredada. Pero, 
sobre todo, sabían que estas instituciones los llevarían a tener buenos resultados 
en el ámbito económico. Tanto fue así que el primer presidente socialista, 


Ricardo Lagos, posibilitó, a través del sistema de concesiones, que conociéramos 


lo que eran las carreteras de dos pistas. La profundización del instrumento de 
soluciones privadas para problemas públicos llevó a que las aguas servidas que 
se vertían sin tratamiento a nuestros ríos y lagos quedaran en el pasado y que 
comenzaran a desaparecer las poblaciones sin agua potable dentro del radio 
urbano. 

Los partidos de centroderecha se acomodaron rápidamente al nuevo sistema 
político buscando preservar la institucionalidad que le estaba permitiendo a 
Chile soñar con ser un país desarrollado, y logrando resultados electorales que 
acercaban la posibilidad de la alternancia en el poder. 

Chile estaba en paz. Parecía que la sociedad había construido un pacto social que 
le permitía lograr éxitos económicos que se traducían también en fuertes avances 
sociales. Nuestro país dejaba rápidamente en el pasado el 40% de población que 
vivía bajo la línea de pobreza a principio de los noventa, mejoraba sus índices de 
mortalidad y un número históricamente alto de estudiantes llegaba a la 
educación superior. Éramos los “Tigres de Latinoamérica”. 

Dejamos atrás nuestro pasado de país pobre y pasamos a ser un país de clase 
media. Los chilenos consideramos que tenemos una mejor calidad de vida que la 
de nuestros padres, muchos son primera generación de profesionales, y la 
mayoría tiene acceso a bienes de consumo con los que sus padres sólo soñaban. 
Aunque el ejemplo más utilizado para graficar el cambio de nuestro país es la 
evolución que han tenido las comunas de La Florida y Maipú, para mí, la 
transformación es aún más evidente en nuestros parques nacionales. En los años 
ochenta, cuando como familia recorríamos los senderos en la cordillera en el sur, 
si nos encontrábamos con alguien, eran casi exclusivamente jóvenes extranjeros. 
Esto sucedía no porque los chilenos no tuvieran interés en conocer los parques 
nacionales del sur. Simplemente en esa época a una familia normal no le 
alcanzaba para viajar en sus vacaciones. Hoy el turismo de chilenos dentro del 
país ha aumentado fuertemente y en los parques uno se encuentra con jóvenes de 
todo el país, muchas veces acompañados por sus padres, haciendo trekking y 


disfrutando de la naturaleza. Mientras a los jóvenes les parece obvio, para sus 


padres muchas veces es la primera vez que hacen este tipo de paseo. 

¿Era sólo una ilusión? 

Dejamos atrás las divisiones políticas insalvables y la violencia como único 
mecanismo para zanjarlas. Logramos construir la democracia de los acuerdos, 
dejando en el pasado las visiones maximalistas, comprendiendo que la 
democracia está hecha de concesiones. Muchos consideraron que la transición 
estaba definitivamente cerrada cuando se produjo la alternancia en el poder y la 
Presidenta socialista Michelle Bachelet le pasó la banda presidencial a Sebastián 
Piñera. 

Cuando nuestros padres nos contaban de aquel Chile dividido, sumido en la 
violencia, incapaz de llegar a acuerdos, donde una diferencia política hacía 
imposible una amistad, donde un adversario político era un enemigo, nosotros 
sonreíamos con indulgencia. Cuando nos decían que vivíamos en un país pobre, 
un país del tercer mundo, pensábamos que sería por poco tiempo. Creíamos que 
el Chile pobre y dividido era del pasado, estaba superado, nosotros sabíamos 
mejor. Alcanzamos el derecho a voto durante la democracia, fuimos conscientes 
de la realidad política en los tiempos de los grandes acuerdos, del pragmatismo, 
del crecimiento económico y la reconciliación. 

Pero Chile no estaba en paz. Debajo de los éxitos se comenzaron a acumular 
frustraciones, miedos y angustias. Ya no es suficiente vivir mejor que los padres, 
porque el Chile de la pobreza es historia, ya no lo recordamos y los más jóvenes 
no lo vivieron. Pero los sueños fallidos son el presente, el miedo de no poder 
pagar las deudas son el ahora, la aflicción frente a la posibilidad de caer enfermo 
es una realidad y las bajas pensiones que tienen los abuelos son una carga real. 
Bastó sólo un momento para que el pasado nos explotara con toda su potencia en 
la cara. Chile volvió a ser el país donde no somos capaces de solucionar nuestras 
diferencias sin caer en la violencia, los distintos grupos sociales y políticos 
volvieron a plantear posiciones maximalistas que miran con desdén la 
posibilidad de llegar a pactos. Simplemente ya no estamos de acuerdo en nada. 


Volvimos a la normalidad del Chile dividido en tres tercios, donde los 


maximalismos impiden los acuerdos, y la incertidumbre frena el desarrollo 
económico. 

Y ahora nos dicen que todo estaba mal 

Para una sociedad, avanzar sin un acuerdo respecto de las reglas básicas de 
convivencia es muy complejo, si no imposible. Comprendíamos antes de octubre 
del 2019 que ese pacto social existía. Pasaron décadas en que gobiernos de 
centroizquierda llevaron adelante reformas construyendo 

sobre la institucionalidad heredada. Se entendía también que después de que 
Ricardo Lagos llevara adelante una profunda reforma constitucional y firmara la 
Constitución del 2005, teníamos un acuerdo respecto a la carta fundamental. 
Chile tenía un pacto social sólido que le permitía mirar el futuro con tranquilidad 
y esperanza. 

Sin embargo, frente a la explosión del pasado, la explicación de la 
centroizquierda es que no tenemos un acuerdo en torno a las reglas 
fundamentales que nos rigen. Plantean que la constitución no tiene un origen 
legítimo y que nunca fue ratificada por la ciudadanía. Por lo tanto, la salida de la 
crisis estaría en un cambio completo a la Constitución y, a través de él, la 
construcción de un nuevo pacto social. 

La pregunta obvia es cómo llegamos al punto en que aquellos que construyeron 
sobre la institucionalidad heredada parte importante de los éxitos de Chile, son 
los mismos que dicen hoy que hay que partir desde cero, de una “página en 
blanco”. O sea, los constructores del sistema de concesiones, del Crédito con 
Aval del Estado, de la consolidación del sistema de educación particular 
subvencionada, consideran ahora que hay que destruir lo que ellos mismos 
construyeron. ¿Cómo llegamos al punto en que los partidos de centroderecha 
somos los que defendemos en el Congreso la institucionalidad diseñada por la 
Concertación? 

La explicación de esta paradoja está en la aparición de una nueva generación de 
dirigentes políticos de izquierda que reniegan de la herencia de sus padres. Igual 


que los adolescentes, consideran que ellos hubiesen hecho las cosas mejor. Para 


el Frente Amplio y el Partido Comunista la “democracia de los acuerdos” es 
entreguismo y el modelo de la economía social mercado, un fracaso. Empujan 
soluciones maximalistas, basadas en un modelo único de sociedad y miran como 
una verdadera herejía la posibilidad de hacer concesiones y llegar a consensos. 
En contra de todo pronóstico, enfrentados con la interpelación de los 
adolescentes, los padres de la Concertación no reivindicaron su obra, no 
pusieron en el centro de la discusión los éxitos evidentes que ha tenido Chile. 
Por el contrario, sucumbieron a los ataques reconociendo culpa y rechazando su 
propia obra. 

En tanto, desde la centroderecha creímos que los éxitos evidentes del modelo 
chileno hacían innecesario el agotador, pero necesario, ejercicio pedagógico de 
explicar a la ciudadanía que los logros no son obvios, ni caen del cielo. 
Preferimos pregonar que Chile estaba al borde del desarrollo y que 
alcanzaríamos la victoria sin mucho esfuerzo. Nos olvidamos, o no quisimos 
aclarar, que la pobreza aún está a la vuelta de la esquina, que el éxito no se 
alcanza sin esfuerzo y que la institucionalidad que habíamos construido en base 
a los acuerdos es la principal razón de los logros de nuestro país. 

Era mucho más fácil plantear que los tiempos mejores llegarían sin mayor 
sacrificio a cada uno de los barrios del país. Pero el discurso chocó rápidamente 
con la realidad, y cuando las expectativas no se cumplieron y los sueños se 
reventaron como pompas de jabón, sólo quedó la frustración y la rabia. 

Ya no basta con tener una vida mejor que la de los padres, porque les 
prometimos a los chilenos que tendrían igualdad de oportunidades. O sea, 
dijimos que si alguien se esfuerza para alcanzar sus metas, dará lo mismo si nace 
en La Pintana o en Las Condes. Pero es evidente que las diferencias de la calidad 
de la educación, el capital cultural de la familia, y las conexiones sociales son 
todavía un fuerte predictor de éxito en nuestra sociedad. 

Prometimos que las soluciones privadas a los problemas públicos siempre 
significarían mejores servicios para los ciudadanos. Pero no advertimos que eso 


sólo se cumpliría si el Estado es un fuerte y estricto garante de los bienes 


públicos. 

Esta situación me volvió a quedar clara en este verano cuando recorrimos los 
senderos de Torres del Paine. Los servicios turísticos están concesionados, lo 
que permite que tengan un mucho mejor estándar que los parques que recorrí 
durante mi infancia. Sin embargo, es impactante que la administración privada 
de Torres del Paine haya fagocitado casi por completo la presencia del servicio 
estatal que debiera velar por el bien público. Un solo ejemplo: para poder 
realizar el circuito “O” del parque se debe reservar anticipadamente un puesto 
para la carpa en cada uno de los campamentos. Pero cuando llegamos al 
campamento Grey, una pareja joven de chilenos no tenía ningún espacio plano 
dónde poner su carpa porque los mejores lugares estaban ocupados por las 
tiendas que arrienda la empresa. De hecho, la mayoría de las carpas para 
arriendo estaban vacías por la caída del flujo turístico de este año. ¿Pero quién se 
hacía responsable de los jóvenes que no tenían dónde armar su carpa, siendo que 
habían reservado un lugar? A los encargados de la empresa que tiene el 
monopolio de los servicios turísticos del parque no les importó gran cosa que 
estos jóvenes durmieran mal esa noche. En tanto, los guardaparques no estaban 
presentes para hacer valer los derechos de la pareja. La conclusión de los jóvenes 
fue obvia: el problema está en la privatización del parque. Sin embargo, 
¿podemos asegurar que el servicio sería mejor si la administración fuera estatal? 
La evidencia en otros parques donde el servicio turístico está en manos de 
CONAF es contundente para dar una respuesta negativa. Por lo tanto, es obvio 
que el camino es fortalecer al Estado (algo que va en contra del instinto de 
alguien de centroderecha) no para que provea el servicio, pero sí para que 
supervigile con mayor firmeza a los privados que administran o entregan bienes 
públicos. No hay nada mejor que un buen sistema de controles y equilibrios 
(check and balance) para asegurar un buen resultado. 

¿Tirar a la basura o arreglar? 

Aunque nos gusta pensar que lo que experimentamos en nuestras vidas es 


excepcional, en su mayor parte otras personas han vivido situaciones similares y 


podemos aprender de su experiencia. 

Cuando nuestros padres o abuelos nos quieren enseñar con sus historias los 
miramos con impaciencia. Pero es en momentos de crisis donde debemos hacer 
un alto, escuchar y aprender el pasado. No es la primera vez que Chile se 
encuentra al borde del desarrollo... pero da un paso en falso y vuelve a caer en la 
pobreza. Nuestra historia está plagada de crisis que finalmente se resolvieron con 
violencia. La pregunta es si vamos a ser capaces esta vez de darle una salida 
institucional al trance que vivimos y retomar la senda del desarrollo. 

La economía y la ciencia política han demostrado que el éxito de los países 
depende de las reglas del juego que se dan como sociedad. De hecho, la 
explicación del rápido desarrollo chileno en las décadas pasadas es la 
institucionalidad que heredó y profundizó la Concertación. Es el actual modelo 
el que rompió la normalidad de desarrollo mediocre chileno y nos transformó en 
una historia de éxito. 

Entonces, si consideramos que las reglas de economía social de mercado que nos 
rigen son la clave del triunfo, ¿por qué firmamos el Acuerdo por la Paz y la 
Nueva Constitución? ¿No estamos haciendo lo mismo que los padres de la 
Concertación, al entregar sin más, la institucionalidad que ayudamos a construir 
y que es la clave para lograr el desarrollo? 

Desde mi perspectiva la firma del Acuerdo por la Paz y la Nueva Constitución 
no significa que renegamos del modelo chileno, sino que justamente lo contrario. 
Creemos que la ciudadanía lo comparte y por eso buscamos que lo legitime a 
través del voto. Estamos sincerando un hecho que quedó en evidencia el pasado 
octubre: el acuerdo tácito de la sociedad chilena en torno a nuestro modelo de 
desarrollo tiene que ser ratificado. 

Comparto el planteamiento de la centroizquierda cuando sostiene que no 
podremos seguir avanzando si no tenemos un pacto en torno a las reglas 
fundamentales que nos rigen como sociedad. Pero no coincido cuando sostienen 
que los chilenos están renegando, como lo hacen los herederos de la 


Concertación, del Chile exitoso que entre todos hemos construido. 


Pero si los chilenos apoyan el modelo de desarrollo que nos hemos dado, ¿cómo 
se explica el estallido social? Considero que la explicación radica en el bajo 
crecimiento económico que hemos tenido en la última década, que frenó el 
rápido avance al que las familias chilenas estábamos acostumbradas. A esto se 
suma la lentitud con la que hemos dado respuesta a problemáticas reales como 
las bajas pensiones. Pero también a la incapacidad que ha tenido el Estado para 
actuar como garante real de la entrega de bienes públicos de calidad tanto 
cuando son provistos por él mismo como por privados. 

Si este es el diagnóstico, entonces es evidente que la respuesta no está en la 
“página en blanco” sino en los cambios legislativos para hacernos cargo de las 
demandas sociales y en las transformaciones necesarias para reimpulsar el 
crecimiento económico. Además, en una profunda reforma al Estado que permita 
garantizar la entrega de bienes públicos de calidad tanto si los provee él mismo o 
privados. Pero sobre todo tenemos que generar los cambios necesarios para 
producir real integración social e igualdad de oportunidades. Debemos construir 
un Chile donde sea verdad que si naces en La Pintana puedes llegar igual de 
lejos que si naces en Las Condes. 

Por otra parte, frente al descontento, a las posiciones políticas que no admiten 
acuerdos, pero sobre todo frente a la violencia, era necesario encontrar una salida 
institucional que permitiera encauzar la crisis. La única manera de asegurarles a 
todos los chilenos que seguiremos avanzando en paz, es que sean todos los 
ciudadanos los que elijan el camino que como país vamos a recorrer. 

El Acuerdo por la Paz y la Nueva Constitución señala un camino que nos 
permitirá legitimar a través de los mecanismos democráticos las reglas que 
ordenarán el funcionamiento de nuestra sociedad en el futuro. No vamos a 
suponer, como lo hicimos en el pasado reciente, que todos están de acuerdo con 
el pacto social que nos rige, vamos a ratificar este pacto en las urnas. 

La clave 

Lo hemos dicho poco, pero nuestra Constitución establece los principios sobre 


los cuales se basa el éxito chileno de las últimas décadas. En ese sentido la 


izquierda tiene razón: si no nos gusta el Chile que entre todos hemos construido, 
si consideramos que las últimas décadas han sido un fracaso, si pensamos que 
hay que destruir lo que tenemos y empezar de cero, entonces hay que 
desmantelar la constitución. Porque es correcto decir que la Carta Fundamental 
no es neutra en la visión de sociedad que establece a través de sus principios. 
Para poder explicar este punto sólo daré algunos ejemplos. 

Primero, la constitución se compromete con la persona humana, antes que con el 
Estado. La Carta Fundamental que nos rige, pone en el centro de la sociedad a la 
persona. Así, lo primero que se señala en ella es que las personas nacen libres e 
iguales en dignidad y derechos. Luego, como la persona no puede satisfacer sus 
necesidades por sí misma, la Constitución sostiene que la familia es el núcleo 
fundamental de la sociedad. Como siguiente paso resguarda un espacio de 
libertad y autonomía para que las asociaciones, los llamados grupos intermedios, 
se puedan organizar y cumplir con sus fines. Finalmente pone al Estado al 
servicio de las personas, dándole la tarea de “promover el bien común y crear las 
condiciones sociales que permitan que todos y cada uno de los integrantes de la 
comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible”. 

Por lo tanto, la Constitución le da la preeminencia a la persona y no al Estado, 
entrega a la familia un rol fundamental y da a los grupos de la sociedad civil un 
espacio relevante en la organización de la sociedad y una robusta autonomía 
frente al Estado. Entonces el orden social reconocido y resguardado en la 
constitución confía más en la capacidad de las personas que en el Estado para 
lograr los fines de cada una de las personas en una comunidad (bien de la 
persona en sociedad). 

Respecto a la provisión de derechos sociales el camino que toma la actual 
constitución tampoco es neutro, porque establece que “es deber preferente del 
Estado garantizar la ejecución de las acciones de salud ya sea que se presten a 
través de instituciones públicas o privadas”. Esto significa que el estado debe 
velar por que todos los ciudadanos tengan acceso a la salud, pero la provisión de 


este bien público se puede realizar a través del Estado o a través de privados. Lo 


que, sin embargo, no debemos olvidar en esta parte, y donde hemos fallado en 
los últimos años, es que el Estado debe ser fuerte y firme en garantizar la calidad 
del bien público entregado ya sea por un privado o por un ente estatal. 
Recordemos a los jóvenes en Torres del Paine. 

En cuanto al derecho a la educación, la Constitución vuelve a poner el foco en la 
familia al entregarle a los padres “el derecho preferente y el deber de educar a 
sus hijos”. Pero, además, establece la libertad de enseñanza con una doble 
garantía, la de los padres a elegir el colegio de sus hijos y la de la sociedad civil 
para “abrir mantener y organizar establecimientos educacionales”. Este derecho 
fue el que frenó la intención del gobierno de la Presidenta Bachelet de que sea 
exclusivamente el Estado el que defina a qué colegio van los niños, sin 
considerar la preferencia de los padres. Por esta razón, aunque sea el ministerio, 
a través de un sistema computacional, quien asigna el colegio a los niños en el 
sector subvencionado, lo hace teniendo que respetar las primeras tres 
preferencias manifestadas por los padres. 

La libertad de emprendimiento también está establecida con mucha fuerza en la 
Constitución. Protege la actividad privada de la competencia estatal, cuando 
sostiene que el Estado y sus organismos sólo podrán participar en una actividad 
económica si lo autoriza una ley de quórum calificado. Esto pone un fuerte freno 
a la posibilidad que los emprendimientos privados sufran de competencia 
subsidiada por parte del Estado en su ámbito económico. 

La Constitución establece también una fuerte protección a la propiedad privada. 
Se puede pensar que esto es sólo relevante para los ricos. Sin embargo, también 
es importante para un pequeño propietario que se enfrenta a la expropiación por 
parte del Estado para la construcción de una calle o para aquellos que reciben en 
propiedad, y por lo tanto pueden heredar, las viviendas sociales construidas con 
fondos del Estado. El estatuto expropiatorio que está establecido en la 
constitución es importante, en cuanto a garantizar al expropiado que será 
compensado en dinero en efectivo, al contado y según el precio justo. 


¿Construir un nuevo acuerdo o ratificar el actual? 


Desde la centroizquierda, y muchos también desde la centroderecha, se ha 
planteado que todos estos principios pueden ser garantizados de igual, o incluso 
mejor manera, en la nueva constitución. El camino a recorrer sería entonces 
aprobar la Convención Constituyente y construir un nuevo pacto social partiendo 
desde cero, desde una “página en blanco”. 

Sin embargo, ¿qué garantiza que los derechos que importan para asegurar el 
desarrollo van a quedar establecidos en un nuevo texto constitucional? Dado que 
los partidos de centro izquierda han vuelto a tomar posiciones 

maximalistas, donde los consensos, como hemos visto en la tramitación de los 
proyectos de ley en el Congreso durante el actual gobierno, son casi imposibles 
de alcanzar, y cuando se logran son descalificados, alcanzar esa meta se torna 
complejo. 

Si enfrentáramos un escenario donde la negociación fuera con la Concertación, 
entonces existiría la posibilidad, tal como fue en el pasado, de garantizar estos 
derechos. Pero los herederos de la Concertación miran con vergüenza su pasado 
de consensos, y observan con pavor la reacción de las nuevas generaciones de 
izquierda cada vez que piensan en llegar a un pacto con la centroderecha. 

Pero, sobre todo, las posiciones maximalistas de la izquierda, que deslegitiman 
las ideas y visiones de sociedad que no sean las propias, han vuelto a instalar 
profundas divisiones en la sociedad chilena. Cuando el adversario político se 
transforma en enemigo, cuando sus ideas no son válidas, es imposible llegar a un 
pacto y el único camino es la violencia para imponer la “correcta visión de 
sociedad”. En este contexto de enemigos, llegar a un acuerdo en torno a 
derechos como la libertad de los padres a elegir el colegio de sus hijos o el 
derecho a propiedad, se hace imposible. 

Por lo tanto, para aquellos que pensamos que debemos seguir construyendo 
sobre las reglas que le han permitido a Chile llegar al borde del desarrollo, el 
camino obvio es ratificar a través del plebiscito de abril nuestro actual pacto 
social. Porque si entramos en el proceso del cambio total a la Constitución, el 


enfrentamiento político, que probablemente va a estar acompañado de violencia, 


no nos va a permitir llegar a compromisos que logren resguardar las reglas del 
juego que nos transformaron en un país exitoso. Entonces, el plebiscito de abril 
nos señala un camino para poder zanjar nuestras diferencias sin violencia y 
retomar la senda del desarrollo. 

A esto se suma que si iniciamos el camino del cambio completo a la 
Constitución someteremos al país a dos años de completa incertidumbre respecto 
a las reglas del juego que regirán a nuestra sociedad. Sostener que esto no tendrá 
efectos en nuestra economía es una falacia. Se puede argumentar que este es un 
costo que vale la pena pagar por lograr un nuevo pacto social. Sin embargo, 
podemos lograr el mismo objetivo a través del plebiscito de abril. 

Porque si la mayoría de los chilenos ratifica la actual Constitución, nadie podrá 
sostener que no existe un acuerdo en torno a las reglas básicas de organización 
de nuestra sociedad. El “Rechazo” en abril significa el apoyo al Chile que entre 
todos hemos construido en las últimas décadas. El Chile que está basado en la 
democracia, los acuerdos, la economía social de mercado, el trabajo, la libertad y 
el respeto por las ideas del otro. 

¿Significa esto que no tenemos que hacer ningún cambio? ¿Pensamos entonces 
que todo está bien? Sostener esto significaría que no comprendimos que detrás 
de la reacción de los chilenos en octubre hay una profunda angustia y también 
frustración. El punto es que los cambios que son necesarios para lograr una 
sociedad más integrada son posibles de lograr construyendo sobre lo logrado y 


no empezando desde cero. 


